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RESUMEN 

El Objetivo de la investigación ha sido establecer si la actual estructura tributaria permitirá el 

desarrollo e implementación de políticas públicas, para mejorar la calidad de vida de la 

población peruana. La hipótesis general asevera que la actual política tributaria es insuficiente 

para el financiamiento, e implementación de servicios de calidad en las áreas de educación y 

salud. 

Esta investigación se justifica como un aporte para determinar la relación que hay entre la 

política tributaria como soporte financiero de la asignación de recursos para desarrollar 

servicios básicos a cargo del estado, 

Los resultados señalan que el país tiene una política tributaria centrada en financiar el 

presupuesto público principalmente a través de impuestos indirectos, que pagan 

principalmente la clase media y población pobre. Los impuestos a la renta y sobre ganancias 

están distorsionados. Esto se refleja en una presión tributaria muy baja, lo que hace inviable 

el financiamiento sustantivo para propiciar cambios sustantivos en educación y salud en 

nuestro país.  

Palabras claves: política tributaria, servicios educativos, servicios. 
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ABSTRACT 

The objective of the investigation has been to establish if the current tax structure will allow 

the development and implementation of public policies, to improve the quality of life of the 

Peruvian population. The general hypothesis asserts that the current tax policy is insufficient 

for the financing and implementation of quality services in the areas of education and health. 

This research is justified as a contribution to determine the relationship between tax policy as 

financial support for the allocation of resources to develop basic services in charge of the 

state, 

The results indicate that the country has a tax policy focused on financing the public budget 

mainly through indirect taxes, which are mainly paid by the middle class and poor population. 

Income and profit taxes are distorted. This is reflected in a very low tax burden, which makes 

substantive financing unfeasible to promote substantive changes in education and health in 

our country. 

Keywords: tax policy, educational services, health services, tax pressure. 
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 INTRODUCCIÓN 

La población peruana, según datos del INEI (2021), Instituto Nacional de Estadística e 

Informática, al 30 de junio de 2020, alcanzó los 32 millones 626 mil habitantes; habiéndose 

proyectado que para el 2023 la población superaría los 33 millones. A nivel de América Latina, 

el Perú ocupa el cuarto lugar con mayor población, después de Brasil, Colombia y Argentina. 

En un entorno de crecimiento económico en los años anteriores al 2020 y luego afectado por 

la pandemia de la COVID-19, el Perú requiere establecer políticas para superar la crisis actual 

que se presenta también como una oportunidad para reformular sus políticas sociales. 

La realidad nos presenta situaciones que demandan replantear nuestra política 

macroeconómica, particularmente la referida a los aspectos fiscales de la tributación, que 

deben estar orientados a solventar apropiadamente los servicios básicos que la población 

requiere. En el presente trabajo nos centraremos en analizar lo referido a la salud y la 

educacion pública. 

Los avances en cobertura de salud, según el estudio de prospectiva al 2030 del Ministerio de 

Salud, MINSA (2020), han ido de la mano con un incremento en el gasto público, el cual pasó 

de 1,3 % a 2,3 % del producto bruto interno (PBI) entre 2014 y 2020. Sin embargo, esto nos 

sitúa como el penúltimo país en América Latina en atender el gasto en salud, solamente 

superior a Venezuela. 
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Según el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF, 2021), el presupuesto público para el 

sector educación representó en el año 2020, el 3,8 % del PBI. Es uno de los presupuestos 

más bajos en América Latina y en el mundo en cuanto a su proporción respecto al PBI. Perú 

ocupa la posición 122, de 191 países (OCDE 2019). 

Los países recurren a la tributación para financiar sus gastos, entre ellos los gastos 

destinados a los servicios de educación y salud.. La estructura de la tributación comprende 

dos aspectos:  

a) En qué reposa más la carga tributaria: en impuestos indirectos que gravan el consumo 

(impuestos típicos son el IGV o similares), que son impuestos ciegos y gravan generalmente 

a toda la población; o el impuesto directo a la riqueza, del cual el impuesto a la renta es una 

expresión (porque también se pueden gravar las utilidades, etc.). El Perú tiene, 

mayoritariamente, su presupuesto soportado en los impuestos indirectos al consumo. Países 

como Estados Unidos tienen la base de su presupuesto soportado en el impuesto a la renta.  

b) Qué representa la presión tributaria en relación al producto bruto interno,( es decir la 

riqueza que el país produce). La presión tributaria es un término económico para referirse al 

porcentaje de los ingresos que los particulares y empresas aportan efectivamente al Estado 

en concepto de tributos en relación al PBI. De ese modo, la presión tributaria de un país es 

el porcentaje del PBI recaudado por el Estado por impuestos, tasas y otros tributos. 

La presión tributaria en el Perú fue 14,2 % en el 2019, colocándose por debajo del promedio 

de América Latina y de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos (OCDE, 2019). Como referente señalamos la presión fiscal en relación al PBI, 

que en Argentina fue 28,8 %; en Bolivia 25,4 %; en Chile 20,5 %; lo que es inferior al promedio 

de los países OCDE de un 34 %. La carga tributaria más alta del mismo grupo se observa en 

Dinamarca con un 45,9 % y Francia con un 45,2 %. A nivel mundial, Alemania y Francia son 

los dos ejemplos más prácticos que aplican esta clase de política tributaria con 

impuestos denominados “solidarios". 
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La promoción de la justicia social a través de la estructura tributaria se traduce en el 

cumplimiento de objetivos de solidaridad o de justicia distributiva. La política tributaria de un 

país proyecta el país que se quiere construir. Por ejemplo, los países nórdicos como Finlandia 

y Suecia tienen una fuerte presión tributaria, pero que al mismo tiempo es gradual y orientada 

a que los que tienen más tributen más para financiar servicios como educación, salud, 

saneamiento, etc.  

Es en este sentido que se requiere evaluar los aspectos de la inversión que el Estado efectúa 

en sectores sociales importantes como son educación y salud, en relación a la política 

tributaria y a su necesidad de modificación. 

La presente investigación ha indagado en la relación entre las políticas tributarias y los 

servicios de educación y salud. El problema general se precisó en los términos siguientes: 

¿Cuál es la relación entre la actual política tributaria y la calidad de los servicios de educación 

y salud? 

De lo anterior, se derivaron los problemas siguientes: 

• ¿La política tributaria actual podrá financiar los servicios de educación de calidad? 

• ¿La política tributaria actual podrá financiar los servicios de salud de calidad? 

 

El objetivo general de la investigación ha sido: “Establecer la relación entre la actual política 

tributaria y los servicios de educación y salud” 

En este sentido los objetivos específicos han sido los siguientes: 

• Determinar si la actual relación entre la política tributaria permitirá el desarrollo e 

implementación de servicios en educación de calidad para mejorar la vida de la 

población peruana. 
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• Determinar si la actual relación entre la política tributaria permitirá el desarrollo e 

implementación de servicios en salud de calidad para mejorar la vida de la población 

peruana. 

 

Esta investigación se justifica como un aporte para determinar la relación que hay entre la 

política tributaria como soporte financiero de la asignación de recursos para desarrollar 

servicios a cargo del Estado, educativos y de salud de calidad, para nuestra población.  

Efectuada esta determinación, se propondrá las orientaciones generales que debe tenerse 

en cuenta en el diseño de correcciones en la política tributaria.  

 

Consideramos que los resultados de este estudio servirán para discutir y proponer una mejor 

política de financiamiento de los servicios de salud y educación, que permita mejorar la 

calidad de vida y la prosperidad de nuestro país. 

Los estados de muchos países han creado sistemas financiados mediante impuestos 

equitativos que les ha permitido mejorar su educación preescolar, primaria, secundaria, 

técnica y universitaria con modelos pedagógicos modernos y de acceso universal para su 

población. También los servicios de salud, que brindan desde atención primaria y preventiva, 

pasando por hospitalización, cirugía, maternidad, odontología y otras. Estos países han 

configurado mejores servicios de salud pública y, por consecuencia, una mejor calidad de 

vida en su población. 

La investigación se realizó en el entorno de la pandemia, lo que nos obligó fundamentalmente 

a recurrir a fuentes documentales de información para acceder a las evidencias sobre los 

elementos en estudio, lo que nos permitiría probar o no nuestras afirmaciones. Encontrar 

información muy dispersa sobre los procesos de financiamiento público, así como los 

aspectos presupuestales de gasto materia de la indagación, son factores que hemos tenido 

que superar.   
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La experiencia en asuntos vinculados a la gestión pública nos ha permitido tener claridad en 

el problema y la posibilidad de buscar información a través de las fuentes abiertas de los 

organismos públicos, utilizando el análisis documental. 

La tesis se ha estructurado con los siguientes componentes: En el Capítulo I se desarrollan 

las bases teóricas del estudio considerando los aspectos de tributación, educación, salud y 

servicios públicos; en el Capítulo II se precisan las hipótesis y las variables; en el Capítulo III 

se describe la metodología seguida; y en el Capítulo IV se exponen los resultados en base al 

tratamiento de las variables de estudio y los datos encontrados en los campos de la política 

tributaria, los servicios educativos y los servicios de salud. El Capítulo V es importante porque 

discute los aspectos relevantes en la investigación, se formulan conclusiones y, en las 

recomendaciones, se propone los elementos de una reforma tributaria para poder solventar 

la mejora de la calidad de los servicios de educación y salud. 
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CAPÍTULO I.  MARCO TEÓRICO 

1.1.- Antecedentes 

Presentaremos, brevemente, los estudios que consideramos importantes en el tratamiento de 

los temas de la presente investigación: tributación, educación, salud y los que son referentes 

conceptuales. 

Presentamos de forma resumida algunas investigaciones que han servido como referentes 

sobre el tema de tributacion: 

Sociedad Nacional de Industrias, SNI (2019): “El impacto distributivo del gasto tributario en el 

Perú". En este estudio realizado por la SNI, se analiza un aspecto importante del impacto 

distributivo del gasto tributario en nuestro país, es decir, cómo las exoneraciones y las 

deducciones tributarias benefician a distintos grupos de la sociedad. La investigación 

concluye que el gasto tributario en el Perú es regresivo, ya que favorece principalmente a los 

sectores de mayores ingresos y no contribuye a reducir la pobreza ni las desigualdades 

sociales. 

Comisión Económica para América Latina y el Caribe, CEPAL (2020): "Reforma tributaria en 

el Perú: Retos y Oportunidades”. Este es un estudio muy importante, realizado por la CEPAL, 

que analiza los retos y oportunidades de una posible reforma tributaria en el Perú. Destaca la 
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importancia de una reforma tributaria integral para mejorar la eficiencia, la equidad y la 

progresividad de la tributación, así como fortalecer la capacidad del Estado para financiar 

políticas públicas y reducir la vulnerabilidad ante choques externos. Se sugieren diversas 

medidas para lograr estos objetivos y se enfatiza la importancia de mejorar la gobernanza 

fiscal y la transparencia en el manejo de los recursos públicos. 

María Fernanda Valderrama y Fernando Vargas (2007): "La Reforma Tributaria en el Perú y 

su impacto en la distribución del ingreso". Este estudio es importante por los resultados 

presentados. La investigación se centra en el análisis del impacto de la reforma tributaria 

implementada en el Perú en el año 2007 en la distribución del ingreso. La indagación 

realizada muestra que la reforma tributaria logró mejorar la equidad tributaria, reduciendo la 

carga fiscal de los hogares más pobres y aumentando la de los hogares más ricos. Además, 

se encontró que la reforma tributaria no afectó negativamente el crecimiento económico del 

país. 

Nora Lustig, Carola Pessino y John Scott (2017): "Desigualdad, tributación y políticas fiscales 

en el Perú". En la tendencia de estudiar los aspectos de la igualdad y la desigualdad, esta 

investigación analiza el impacto de la política fiscal en la desigualdad en el Perú. Los 

resultados indican que las políticas fiscales tienen un efecto redistributivo limitado en el país, 

debido a la alta evasión fiscal y la falta de progresividad del sistema tributario. Los autores 

sugieren que, para mejorar la equidad tributaria y la redistribución del ingreso, es necesario 

fortalecer la recaudación fiscal y aumentar la progresividad del sistema tributario. 

Luis Cárdenas y Roberto Quiroga (2020): "Impuestos, distribución del ingreso y pobreza en 

el Perú.  Un tema importante es el estudio de la pobreza. En esta investigación los autores 

analizan la relación entre los impuestos, la distribución del ingreso y la pobreza en el Perú. 

Los resultados indican que el sistema tributario en el país es regresivo, es decir, los hogares 

más pobres pagan proporcionalmente más impuestos que los hogares más ricos. Además, 

se encontró que una mayor recaudación tributaria puede contribuir a reducir la pobreza y 
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mejorar la distribución del ingreso en el país, siempre y cuando se implementen políticas 

fiscales redistributivas. 

Banco Central de Reserva del Perú, BCRP (2019): "Evasión y elusión tributaria en el Perú".  

Se estima que la evasión tributaria es alta, pero también es importante la elusión (es decir, 

aprovechar los claroscuros de las normas). Esta investigación realizada por el BCRP, analiza 

el nivel de evasión y elusión tributaria en el país. Los resultados indican que la tasa de evasión 

fiscal se sitúa en torno al 48 % del impuesto a la renta y al 42 % del impuesto general a las 

ventas (IGV), mientras que la elusión tributaria se concentra en la deducción de gastos y en 

la planificación fiscal agresiva de las empresas. 

Instituto de Estudios Peruanos, IEP (2017): "Reforma tributaria y su impacto en la economía 

peruana". El IEP es una institución muy prestigiada a través de sus años de vigencia.  En la 

investigación realizada se analiza los efectos de la reforma tributaria implementada en el Perú 

en 2017. Los resultados indican que la reforma mejoró la eficiencia del sistema tributario, 

aumentó la recaudación y redujo la evasión fiscal, aunque también señalan aspectos que 

fueron soslayados y es necesario mejorar, como la equidad. 

Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria, SUNAT (2018): 

"Efectos de la fiscalización tributaria en el Perú". La SUNAT, en esta investigación, analiza los 

efectos de la fiscalización tributaria en el país. El objetivo fue mejorar los sistemas de 

fiscalización para mejorar la recaudación. Los resultados indican que la fiscalización tiene un 

impacto positivo en la recaudación fiscal y en la reducción de la evasión tributaria, aunque 

también se señalan algunos desafíos en la implementación de medidas de fiscalización más 

efectivas. 

Presentamos de forma resumida algunas investigaciones que han servido como referentes 

sobre el tema educativo: 

Ministerio de Educación, MINEDU (2016): “Política Nacional de Educación al 2030”. En el 

esquema de formular políticas y planes estratégicos para el mediano y largo plazo, el 
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MINEDU ha elaborado este análisis y proyección que establece las metas, objetivos y 

estrategias para mejorar la calidad de la educación en el país en los próximos años. Busca 

mejorar la calidad y la equidad de la educación en el Perú a través de una serie de objetivos, 

estrategias y medidas concretas, y destaca la importancia de la participación activa de la 

sociedad y del fortalecimiento de la gestión y gobernanza de la educación por parte del 

Estado. 

Instituto Nacional de Estadística e Informática, INEI (2019): "Encuesta Nacional de Hogares: 

Educación y formación continua" (ENHOGAR). Esta encuesta fue realizada por el (INEI) y 

tuvo como objetivo conocer la situación educativa de la población en el Perú. Los resultados 

indican que la brecha en acceso a educación superior persiste entre los quintiles de ingreso 

más bajos y más altos, y que el acceso a educación técnica es bajo en comparación con otros 

países de la región. 

Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos, OCDE (2018): "Estudio 

Internacional de Enseñanza y Aprendizaje" (TALIS). Esta investigación fue llevada a cabo por 

la OCDE y tuvo como objetivo analizar la formación, las prácticas y las condiciones de trabajo 

de los docentes en diferentes países, incluyendo el Perú. El estudio encontró que los 

docentes peruanos enfrentan desafíos en la gestión de la disciplina en el aula y en la 

personalización de la enseñanza para atender las necesidades individuales de los 

estudiantes. 

MINEDU (2019): "Evaluación Nacional del Logro Académico en Educación Secundaria 2019" 

(ENLAES). Esta evaluación fue realizada por el Ministerio de Educación del Perú (MINEDU) 

y tuvo como objetivo medir el nivel de aprendizaje de los estudiantes de educación secundaria 

en matemáticas, ciencias y comprensión lectora. Los resultados mostraron que menos del 

50% de los estudiantes alcanzó el nivel satisfactorio en estas áreas. 

MINEDU (2016): "Informe de Evaluación Censal de Estudiantes 2016" (ECE). Esta evaluación 

fue realizada por el Ministerio de Educación y tuvo como objetivo medir el nivel de aprendizaje 
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de los estudiantes de primaria y secundaria, en matemáticas y comprensión lectora. Los 

resultados indicaron que solo un tercio de los estudiantes alcanzó el nivel satisfactorio en 

estas áreas, y que existe una brecha significativa en el aprendizaje entre estudiantes de áreas 

urbanas y rurales 

Presentamos de forma resumida algunas investigaciones que han servido como referentes 

sobre el tema de salud: 

Ministerio de Salud, MINSA (2015): "Estudio de Carga de Enfermedad en el Perú" (2015). 

Esta investigación fue llevada a cabo por el Ministerio de Salud del Perú y el Instituto Nacional 

de Salud. Su objetivo fue determinar las principales causas de enfermedad y muerte en el 

país y estimar la carga de enfermedad en términos de años de vida ajustados por 

discapacidad. El estudio concluyó que las principales causas de enfermedad en el Perú son 

las enfermedades cardiovasculares, las enfermedades respiratorias crónicas y las 

enfermedades infecciosas. 

Instituto Nacional de Estadística e Informática, INEI (2019): "Encuesta Nacional de Salud y 

Nutrición 2019" (ENSANUT 2019). Esta indagación fue realizada por el INEI, en colaboración 

con el Ministerio de Salud del Perú. Su objetivo fue obtener información actualizada sobre el 

estado de salud y nutrición de la población peruana. La encuesta reveló que el sobrepeso y 

la obesidad son un problema de salud pública en el país, especialmente entre los niños y 

jóvenes. También se identificaron brechas significativas en el acceso a servicios de salud 

entre la población urbana y rural. 

Banco Interamericano de Desarrollo, BID (2017): "Evaluación del Impacto de la Seguridad 

Social en Salud en el Perú". Esta investigación fue realizada por el BID en colaboración con 

el Ministerio de Salud del Perú. Su objetivo fue evaluar el impacto del Seguro Integral de 

Salud (SIS) en el acceso a servicios de salud y la salud de la población peruana. El estudio 

concluyó que el SIS ha contribuido a reducir las brechas en el acceso a servicios de salud 

entre la población más pobre y vulnerable del país, y ha mejorado la salud materna e infantil. 
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Ministerio de Salud (2021). En el esquema de formular políticas y planes estratégicos para el 

mediano y largo plazo, el MINSA ha formulado la “Política Nacional de Salud al 2030”; se trata 

de un documento elaborado con el fin de establecer las líneas de acción para mejorar el 

acceso, la calidad y la eficiencia en la prestación de servicios de salud en el país. Entre los 

principales objetivos de la política se encuentra la reducción de las brechas en el acceso a 

servicios de salud entre la población urbana y rural, la mejora de la calidad de los servicios 

de salud, la prevención y control de enfermedades no transmisibles, la promoción de estilos 

de vida saludable y la protección de la salud mental de la población. Para lograr estos 

objetivos, se establecen diversas estrategias y acciones. 

1.2.- Bases Teóricas 

1.2.1.- Política Tributaria 

La política tributaria es parte de la política económica. La política económica está conformada 

por la política macroeconómica. Desde sus orígenes, el capitalismo ha padecido brotes 

periódicos de inflación (subida de precios) y depresión (desempleo). Keynes (1936), aporta 

formas para controlar los excesos del ciclo económico: mediante la política fiscal, para poder 

gravar y disponer de recursos (impuestos y gastos); y la política monetaria que determina la 

oferta monetaria, y los tipos de intereses que afecta a la inversión en bienes de capital (tipos 

de interés y condiciones de créditos).  

El programa de gastos públicos del Gobierno se vincula muy estrechamente con fines de 

política pública, específicamente de política económica y política tributaria, tales como la 

redistribución de la riqueza, la determinación del gasto social, la exigencia y concreción de 

los derechos económicos y sociales.  

Los tributos tienen o deben tener un fin de bien común; se recoge el dinero de los 

contribuyentes para destinarlo a objetivos socialmente valiosos. Los ingresos y los gastos 

están vinculados, en un sentido relevante, para los fines relacionados con la idea de justicia 

tributaria: hay ingresos para efectuar gastos; porque hay gastos, hay ingresos.  
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La justicia distributiva se relaciona con dos contenidos:  

• Cómo se distribuye la carga tributaria, lo que se vincula a razones de justicia social (ligado 

a su vez a la solidaridad en la contribución a los gravámenes). 

• Cómo se distribuye la riqueza (recursos provenientes de los impuestos) entre los 

contribuyentes, lo que se vincula también a razones de justicia social (ligado esta vez a la 

solidaridad en la distribución, o redistribución).  

Ambas formulaciones apuntan a la idea de redistribución de la riqueza entre los miembros de 

una comunidad por razones de justicia social. Las soluciones concretas de las formas y la 

profundidad de este proceso pueden ser múltiples.  

Según el documento presentado por el Ministerio de Economía y Finanzas, como “Exposición 

de Motivos del Presupuesto 2021”, se proyectó una contracción del PBI de 12,0 %, 

principalmente, por efectos de la pandemia de la COVID-19 y el fuerte deterioro de la actividad 

económica en 2020.  Por su parte, el gasto del Gobierno general se estimaba en un 

crecimiento del 15,6 % por la contención de la COVID-19, así como por la reactivación 

económica, ocasionando el incremento significativo del déficit fiscal, que se ha cubierto con 

deuda pública. Para 2019, se estimó la deuda pública del Perú en 26,8 % del PBI. Para 2022, 

se proyectó una deuda pública bruta de 38,9 % del PBI (MEF 2019). 

El MEF (2021) presentaba la Tabla 05: Indicadores de los objetivos institucionales, tal como 

se muestra a continuación.  

 

En el presupuesto 2021 se inició este proceso de mayor endeudamiento al considerar 47 651 

387 558,00 del presupuesto estimado en 183 029 770 158,00; es decir, aumentar la deuda 

en casi un 27 % del presupuesto del año.  
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La opción para financiar el presupuesto podría haber sido crear algún tipo de impuesto a las 

grandes riquezas, aquellas que incluso la pandemia ha permitido crecer 

desproporcionadamente; y eliminar aquellas exoneraciones como las de las universidades 

privadas, los regímenes de exportadores privilegiados, las mineras protegidas por contratos 

ley, las de la iglesia católica, protegidas por el concordato firmado por Francisco Morales 

Bermúdez. Es decir, ayudar a financiar el presupuesto o incrementarlo para poder atender la 

demanda de mejores servicios sociales, como educación y salud que, como vamos a 

examinar, se encuentran desfinanciados y en deterioro. 

El éxito de cualquier política orientada al desarrollo y estabilización de la economía en nuestro 

país, depende sobre todo del manejo adecuado y responsable de la política fiscal. El equilibrio 

fiscal debe estar sustentado en medidas tributarias que establezcan el soporte de los gastos 

con los ingresos apropiados. 

La política fiscal es un conjunto de acciones gubernamentales que se refieren 

fundamentalmente a la administración y aplicación de instrumentos discrecionales para 

modificar los parámetros de los ingresos, gastos y financiamiento del sector.  La política fiscal 

es una rama de la política económica que configura el presupuesto del Estado y sus 

componentes, el gasto público y los impuestos, como variables de control para asegurar y 

mantener la estabilidad económica, amortiguando las variaciones de los ciclos económicos, 

y contribuyendo a mantener una economía creciente, de pleno empleo y con baja inflación. 
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Política Tributaria y  Política Fiscal - Figura  01 CEPAL 

 

Una herramienta que ayuda a definir o reorientar una política tributaria es el balance fiscal, 

ya que constituye la diferencia entre los ingresos y gastos del Gobierno, indicando si recauda 

suficientes recursos para cubrir sus gastos. Si se presenta un saldo negativo resulta un déficit, 

y uno positivo un superávit. Los déficits fiscales consecutivos pueden conducir a la 

acumulación de deuda; esta, a su vez, puede agravar el déficit debido al costo del servicio 

(intereses) cuando el saldo pendiente es alto, comprometiendo la sostenibilidad fiscal. 

El saldo fiscal general, excluyendo los pagos de intereses netos sobre la deuda pública, se 

considera como balance primario y nos ilustra en qué medida los gobiernos pueden cumplir 

con sus obligaciones sin la necesidad de mayor endeudamiento.  

Los gobiernos acumulan deuda para financiar gastos por encima de sus ingresos, por 

ejemplo, para el desarrollo de infraestructura que fomente el crecimiento económico a largo 

plazo. Pero también acumulan deuda cuando la encuentran como salida de no conflicto con 

los sectores económicamente pudientes, que de otra forma se hubiera resuelto con el 
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aumento de carga impositiva a los más ricos. Las fluctuaciones en el tipo de cambio y en las 

tasas de interés pueden impactar sobre la deuda cuando esta está valuada en moneda 

extranjera (como es el caso en varios países de América Latina y el Caribe), creando 

vulnerabilidad externa. 

1.2.2.- Educación  

En el artículo 16 de la Constitución Política del Perú (1993), se menciona que el sistema y 

régimen educativo en el Perú debe ser descentralizado y es por ello que el Estado es el 

encargado de toda coordinación de las políticas educativas, formulando los diversos 

lineamientos generales que ayudan a proyectar planes de estudio, así como diversos 

requerimientos para que la organización de los centros educativos sean adecuados, 

supervisando el desempeño y la calidad de la educación en las distintas regiones del Perú. 

En  la Ley número 28044, Ley General de Educación (2003), se señala que la educación es 

un proceso de enseñanza y aprendizaje que contribuye en la formación integral de las 

personas, al desarrollo pleno de sus potencialidades, a la creación de cultura y sobre todo al 

desarrollo de la familia y la inserción en la comunidad nacional; todo esto se enfoca dentro 

de las instituciones educativas en distintos ámbitos sociales. 

El gasto público en el servicio educativo expresa la prioridad y la preocupación del Gobierno 

en implementar una política educativa. Una forma de evidenciar esta política es comparar el 

Producto Bruto Interno, que es el resultado de la riqueza producida por un país en un lapso 

determinado, con el gasto en educación. La evolución del gasto público en educación 

presenta los datos siguientes. En el año 2002, el porcentaje del gasto público representó un 

2,82 % del PBI. En 2018, representó el 3,72 % del PBI, mientras que en el año 2017 conformó 

el 3,94 % del PBI; cifras que muestran una caída del gasto público en educación en 2018. El 

presupuesto público para el año 2020 representó 3,8 % del PBI. El porcentaje respecto al 

PBI se ha calculado utilizando la información disponible en el sistema de Series Nacionales 
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del INEI 2021. El Perú, en cuanto al gasto destinado a educación y su proporción respecto al 

PBI, ocupó la posición 122, entre 191 países (Banco Mundial, 2020). 

La Ley General de Educación 2003, establece los siguientes principios:  

- La ética inspira a que se desarrolle un principio de educación donde los valores sean 

conocidos y utilizados tanto como la solidaridad, justicia, libertad, tolerancia, honestidad, 

trabajo, responsabilidad y la verdad. Y sobre todo tener respeto a sus demás compañeros, 

así como a las normas de convivencia que ayudan a fortalecer la conciencia moral e 

individual, lo que hace posible que el estudiante pueda desarrollarse dentro de la sociedad 

basada en ejercicios de responsabilidad ciudadana. 

- La equidad da a conocer que existen garantías para todos los estudiantes y también les 

genera las mismas oportunidades de acceso. Además trata de que se enfoque dentro de un 

sistema educativo, desarrollándose la calidad del mismo. 

- La inclusión permite incorporar a las personas con discapacidad dentro del desarrollo de los 

grupos sociales, teniendo en cuenta que muchas veces han pasado por marginación y 

exclusión, tornándose vulnerables principalmente en el ámbito rural. 

- La calidad asegura las condiciones de un enfoque adecuado para generar una educación 

integral, abierta, flexible y, sobre todo, pertinente y permanente.  

- La democracia ayuda a promover el respeto entre los estudiantes, generando libertad de 

conciencia, el desarrollo de pensamientos y opiniones, con el ejercicio pleno de su 

ciudadanía. Promueve el enfoque de la voluntad popular y la tolerancia mutua dentro de las 

relaciones interpersonales, fortaleciendo el estado de derecho.  

- La interculturalidad nos permite asumir la diversidad cultural del Perú, un país multiétnico y 

con distintos idiomas. El reconocimiento y el respeto a las diferencias deben ser parte del 

desarrollo del conocimiento y la actitud de aprendizaje, para generar una convivencia 

armónica y el intercambio con diversas culturas del mundo.  
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- Conciencia ambiental es lo que motiva el respeto por la conservación y el cuidado del 

entorno natural para el desenvolvimiento de la vida.  

- La creatividad e innovación promueven la producción de distintos conocimientos enfocados 

en los campos del saber de la cultura y el arte. 

Modelo conceptual: A partir de la metodología de planeamiento estratégico aprobada por el 

CEPLAN (2016) y considerada en el “Documento prospectivo del Sector Educación al 2030”, 

se definió que este sector conforma un modelo conceptual general con los componentes 

siguientes: 

 

Figura: Modelo Conceptual del Sector Educación 

Componente Aprendizajes.- Adquirir un aprendizaje de calidad implica, en primer lugar, 

acceder a servicios educativos que brinden a los estudiantes los contenidos y las 

herramientas necesarias para el desarrollo de nuevas habilidades, capacidades, actitudes y 

competencias. En este sentido, el componente Aprendizaje se integra por cinco (05) 

subcomponentes: 1. Acceso y conclusión a la educación; 2. Contenido curricular; 3. 

Materiales y recursos educativos; 4. Educabilidad; 5. Innovación en ciencia y tecnología. 

Componente Calidad Docente.- El principal factor impulsor de las variaciones en el 

aprendizaje escolar de los sistemas investigados es la calidad de los docentes (Barber 
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&Mourshed, 2008). En este contexto, la demanda de docentes capaces de lograr que se 

generen los aprendizajes que exige el currículo intencional requiere de estrategias que 

aseguren la selección de los mejores perfiles para ser formados como docentes, la provisión 

de programas de formación que garanticen el egreso de docentes preparados, y el 

establecimiento de un ciclo de formación continua docente que mantenga la calidad de 

enseñanza que los alumnos requieren. En este sentido, el componente Calidad Docente se 

integra por tres (03) subcomponentes: 1. Formación docente; 2. Atracción y compensación 

docente; 3. Evaluación docente. 

Componente Infraestructura.- La infraestructura educativa incluye la conexión con servicios 

como luz eléctrica, saneamiento, agua potable, teléfono y conectividad a Internet; así como 

la existencia de espacios educativos, es decir aquellos ambientes implementados con 

recursos educativos específicos y especializados para el desarrollo del proceso de 

enseñanza y aprendizaje de una determinada área curricular o áreas afines, tales como 

laboratorios de ciencias, computación, bibliotecas, salas de arte, de música, canchas de 

deportes, gimnasios, entre otros. En el ámbito deportivo, la infraestructura resulta relevante 

para la masificación deportiva y por lo tanto para el incremento de la práctica de actividades 

físicas, pero también para la promoción del desarrollo de deportes de alta competencia. En 

este sentido, el componente Infraestructura se integra por dos (02) subcomponentes: 1. 

Infraestructura educativa y deportiva; 2. Espacios educativos. 

Componente Gestión Sectorial.- La mejora de los aprendizajes y el desarrollo del deporte 

requieren del fortalecimiento del sistema educativo y deportivo, lo cual involucra tanto a la 

administración central, los niveles intermedios, las escuelas, las universidades y a aquellas 

instituciones vinculadas. Respecto al ámbito educativo, el informe McKinsey del año 2012 

señala que, en cada uno de los sistemas educativos analizados por presentar mejoras 

sostenidas en su nivel de desempeño, el primer foco de atención para una reforma educativa 

se centró en mejorar la gestión de las instancias involucradas a nivel nacional, como las 

instituciones educativas. Posteriormente al fortalecimiento de tales instancias, los sistemas 
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trabajaron en fortalecer a las instancias intermedias a fin de concretar la integración y 

coordinación del sistema y sus resultados (Mourshed, Chijioke, & Barber, 2012). En este 

sentido, el componente Gestión Sectorial se integra por dos (02) subcomponentes: 1. Gestión 

del sistema educativo; 2. Gestión de las instituciones educativas; 3. Gestión de la información. 

Escenario apuesta: la educación que queremos. Para lograr un sistema educativo equitativo 

y de calidad deberíamos afrontar retos y tomar decisiones importantes. 

La primera decisión sería aprobar una política tributaria que incremente los ingresos, 

gravando a quienes tienen mayores ingresos y sobreganancias. Esto nos debería permitir 

incrementar el presupuesto en educación de manera progresiva, responsable y previsible 

hasta alcanzar cifras mayores al 6 % del PBI de acuerdo a lo señalado en el Plan Bicentenario 

y al Acuerdo Nacional que permita efectuar reformas educativas. La participación del gasto 

público en educación, en relación al PBI peruano, demuestra lo insuficiente y la baja 

importancia que se le asigna a la educación.  

La segunda decisión es orientarse a fortalecer las políticas y acciones de rectoría del 

Ministerio de Educación en materia educativa, así como mejorar la implementación y 

capacidad de gestión del servicio educativo, el liderazgo de los equipos directivos de las 

instituciones educativas; y de igual manera, el fortalecimiento y la revalorización del docente. 

Asimismo, a través de un seguimiento y un monitoreo, identificar errores y corregirlos a fin de 

universalizar aquellas intervenciones que están dando resultados. 

La tercera decisión se orienta a fomentar la participación ciudadana en la supervisión de la 

ejecución del gasto, implementando mecanismos de ejecución por desempeño y rendición de 

cuentas que aseguren la eficiencia y transparencia en el gasto.    

1.2.3. Salud 

La Organización Mundial de la Salud (OMS, 1946) considera la salud como un estado de 

perfecto (completo) bienestar físico, mental y social, y no sólo lo explica como la ausencia de 

enfermedad. La Constitución Política de nuestro país, en el artículo 7.°, dispone que todos 
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los peruanos tienen derecho a la protección de su salud, la del medio familiar y la de la 

comunidad, así como el deber de contribuir a su promoción y defensa. 

El Perú cuenta con un sistema de atención sanitaria descentralizado, administrado por cinco 

entidades: el Ministerio de Salud (MINSA), que ofrece servicios de salud a la población en 

general; EsSalud, que cubre a la población que tiene trabajo formal; y las Fuerzas Armadas 

(FFAA); la Policía Nacional (PNP); y el sector privado. El sector público se enfoca en la 

atención a la ciudadanía y su derecho a la salud; y el sector privado se basa en la lógica del 

mercado, para la prestación de servicios de salud. 

El sistema de salud es segmentado y fragmentado. Cerca del 20 % de la población no tiene 

ningún tipo de cobertura sanitaria. El seguro social cubre solo al 25 % de la población, 

especialmente los trabajadores públicos y privados; el 5 % tiene seguros privados de salud; 

y el 50 % tiene asistencia sanitaria estatal a través de los establecimientos públicos y el 

financiamiento del Sistema Integrado de Salud, SIS (MINSA 2016). 

La situación de la atención de la salud podemos evidenciarla en:  

El estado o situación de salud de las personas, las familias y los grupos sociales, que se 

relaciona no solamente con el acceso al sistema de salud sino principalmente a su situación 

en cuanto a los determinantes sociales de la salud (MINSA 2015).   

Para esta determinación se tiene un indicador denominado AVISA (años de vida saludables 

perdidos), que mide la brecha entre las condiciones de salud existentes e ideales. Así, de 

acuerdo al IHME 2018, se calcula que 21 % del total de AVISA perdidos, entre otros es: por 

desnutrición 8,6 %; por índice de masa corporal elevado 5,9 %; riesgo por dieta 5,5 %; glucosa 

elevada en ayunas 5,0 %. La medición de los AVISA evitados es una forma muy efectiva de 

medir el éxito o no de una política o intervención de salud pública (MINSA, 2019). 

La carga de enfermedad se explica de acuerdo a categorías más precisas de las 

enfermedades que lideran dicha carga de enfermedad. Se tiene que los trastornos mentales 
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y del comportamiento ocupan el primer lugar con 12,7 % del total de la carga de enfermedad 

debido al componente de discapacidad. En segundo lugar, están las lesiones no intencionales 

con un alto porcentaje del componente de muerte (AVP: 56,7 %; AVD: 43,3 %). Las 

enfermedades cardiovasculares y las condiciones perinatales contribuyen al total de la carga 

de enfermedad con un 8,2 % y 7,3 % respectivamente, debido al componente de muerte 

prematura (AVP: 56,7 %, 54,8 %), MINSA 2019. 

Respecto al gasto en salud, se observa que los avances en cobertura de salud han ido de la 

mano con un incremento importante en el gasto público en el sector, el cual pasó de 1,3 % a 

2,3 % del PBI entre 2000 y 2014. El gasto total en salud como proporción del producto bruto 

interno (PBI) en 2013 fue del 5,32 %, en comparación con el promedio de la región de América 

Latina de 7,99 % y con el promedio de los países de la Organización para la Cooperación y 

el Desarrollo Económico (OCDE) de 12,3 % (World Bank 2016). 

1.2.4. Rol del Estado y Servicios Públicos 

Rol y Funciones del Estado 

Desde la creación de los estados modernos, se discutió cuáles debían ser sus funciones y, 

propiamente, si dentro de ellas había alguna que les demande un rol activo en favor de los 

más pobres. 

En ese sentido, el Perú, de acuerdo a su Constitución Política, es una república y se rige bajo 

una economía social de mercado. Este modelo económico supone; por un lado, que la 

actividad económica se sujete a las reglas de libre mercado; pero, por otro, reconoce que el 

mercado tiene fallas, y ante ellas se habilita la actuación estatal.  

Asimismo, en su dimensión social, el referido modelo económico exige que el Estado deba 

asegurar la satisfacción de servicios públicos básicos, entendidos, además, como derechos 

subjetivos. Estos derechos básicos deben ser cubiertos para poder lograr una sociedad 

equitativa, pues su cobertura permitirá que todos puedan realizar su vida –dentro de lo 

posible– en condiciones de igualdad. 
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Zenkert (2020), explica que Rousseau elaboró su teoría de la soberanía como una titularidad 

del pueblo, y que es a través de esta que se legitima la acción política, es decir, el ejercicio 

del poder. En virtud de ello, para el filósofo francés resultaba necesario hablar de igualdad, 

pues solo a partir de ella se pueden entender las voluntades unitarias que, en comunidad, 

sirven de basamento a una voluntad general (volonté générale) a la que le corresponde la 

soberanía, y que es la única que puede legitimar el ejercicio del poder. (Zenkert, 2009).  

A su vez, Montesquieu (1748) retomó las ideas aristotélicas de la división de poderes y la 

necesidad de un sistema de pesos y contrapesos. En ese sentido, Roso (2020) señala que 

en la obra La Política, Aristóteles sostiene que “existen tres elementos o poderes en toda 

constitución o sea en todo Estado: a) el elemento o poder deliberativo, b) el elemento de las 

magistraturas o poder ejecutivo, c) el elemento o poder judicial”. 

El concepto anterior ha ido evolucionando, siendo actualmente de mayor aceptación el que 

sostiene que no es propio hablar de una separación de poderes ya que este es único, siendo 

más exacto referirnos a la unicidad del poder y la diversidad de funciones desarrolladas por 

los estados. 

Guzmán (2008) refiere, respecto de las funciones clásicas, es decir, la legislativa, judicial y 

ejecutiva, que la última debe ser reemplazada por sus dos elementos tradicionales: función 

administrativa y función gubernativa o política. Respecto a la administrativa, el autor sostiene 

que “trasciende al Poder Ejecutivo e inclusive al Estado”, mientras que la gubernativa “le 

corresponde únicamente al Poder Ejecutivo y particularmente, al Presidente de la República 

en tanto Jefe de Gobierno” (Guzmán, 2008). 

Nación, Estado y Gobierno en el Perú 

Cuando los hombres se constituyen en sociedad natural, con costumbres, cultura, lengua 

similar; antecedente, historia e intereses comunes y están afirmados en un territorio que 

guarda unidad; y tienen identidad y proyecciones corporativas, constituyen una Nación. La 

Nación es una forma avanzada de sociedad (Ferrero, 1998). 
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Se considera que el Estado es la institución, persona política, organizada de la Nación. Es 

institución territorial constituida por un pueblo, dotada de poder que lo ejerce el Gobierno.  De 

manera general, se acepta que el Estado es ente de derecho en el cual se resume 

abstractamente una colectividad soberana. Es la colectividad humana que, sobre un territorio 

determinado obedece a una autoridad, encargada de realizar el bien común. 

Según Hobbes (1651), el Estado previene “la guerra de todos contra todos” y es legitimado 

por un contrato social entre los ciudadanos que a él se someten a fin de asegurarse el 

beneficio de la paz. Lo cual conduce a la concepción del Estado como una voluntaria 

asociación para la protección mutua. Bajo la teoría de la democracia, una asociación tal sería 

legítimamente gobernada solo si cumple los expresos deseos de sus miembros manifestados 

por vía electoral y expresada en una Carta Constitucional. 

Los elementos constitutivos del Estado son: la población, el territorio, el orden jurídico y el 

Gobierno. 

Kelsen (1960) afirma que el Estado tiene como elementos constitutivos esenciales: el poder 

público (Gobierno), el territorio (espacio geográfico) y el pueblo (población). Un Estado existe 

–en términos jurídicos-institucionales– cuando se da un territorio delimitado, una población y 

un gobierno central, que ejerce el poder sobre ambos, representando una soberanía nacional. 

La Estructura Básica del Estado se conforma, según la Constitución: 

a. Por tres poderes del Estado, y entes autónomos vinculados de formas indirectas a estos 

poderes (Gobierno Nacional). 

b. Una organización administrativa del Poder Ejecutivo desagregada en 

ministerios y organismos públicos descentralizados (instituciones y empresas). 

c. Los Gobiernos Regionales. 

d. Los Gobiernos Locales (municipalidades). 

El Gobierno. La autoridad o gobierno, es conocida también como poder político.  Es el 

principio directriz que ordena eficazmente y regula los actos de la población (Rodriguez, 

2004). 
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Gobierno es por antonomasia, la compleja función de conducir a las personas y administrar 

las cosas del Estado o el conjunto de organismos que la cumplen. La tarea de gobernar 

comprende dos grandes aspectos: conducir personas y administrar cosas. El gobierno de las 

personas implica condicionar la voluntad de estas para lo cual es necesario dirigirlas, 

inducirlas, motivarlas, disciplinarlas, coordinar sus esfuerzos, señalar metas, articular sus 

actividades. La administración de las cosas del Estado es la promoción o gestión de ellas y 

la supervisión del proceso de la producción, circulación y distribución de los bienes 

económicos. Ambos aspectos forman parte de un buen gobierno. 

Todo gobierno utiliza una organización social con la cual se ejecutarán sus funciones en 

términos administrativos, entendidos como el ejercicio del condicionamiento y el desarrollo 

de los procesos productivos de bienes y servicios.  A esta organización propia del gobierno 

se le denomina Administración Pública, o Administración Gubernamental. 

El Gobierno cuenta con una organización burocrática a la que se le denomina Administración 

Pública o Administración Gubernamental; es el medio o instrumento para el ejercicio del 

poder, a través de ella se ejecuta con mayor o menor eficacia las decisiones del Gobierno 

(Rodríguez y Andrade, 2004). 

El Servicio Público. La actividad del gobierno a través de la administración pública, podría 

definirse como el servicio público. El servicio público es la prestación que efectúa la 

administración pública, en forma directa o indirecta para satisfacer una necesidad de interés 

general. Servicio público es el conjunto de prestaciones reservadas en cada Estado a la 

responsabilidad de la administración pública y que tiene como finalidad la cobertura de 

determinadas prestaciones a los ciudadanos (Rodríguez, 2014).   

El artículo 1.° de nuestra Constitución señala que la defensa de la persona humana y el 

respeto de su dignidad son el fin supremo de la sociedad y del Estado, lo cual se logra, en 

parte, mediante una adecuada creación y prestación ininterrumpida de los servicios públicos. 

De allí, se desprende que los servicios públicos son las actividades asumidas por órganos y 

entidades públicas o privadas, creadas por la Constitución o las leyes, para dar satisfacción 

en forma regular y continua a cierta categoría de necesidades que son de interés general, 
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bien sea en forma directa o indirecta. Cuando el Estado proporciona enseñanza, transporte, 

sanidad, no ejerce un poder de mando; aún cuando esas actividades son regidas por un 

sistema de Derecho Público, el fundamento del Estado no es la soberanía sino la noción de 

servicio público. 

El concepto de servicio público hay que plantearlo en el marco de un esquema más general: 

el de los fines del Estado, y estos propósitos, como es evidente, no pueden ser identificados 

sin observar los fines de la administración pública que puede ser comprendida en dos distintas 

acepciones, que dependen fundamentalmente de la concepción del Estado que se maneje.  

 

De acuerdo a los términos del artículo 43.º de nuestra Constitución, se reconoce la forma de 

Estado de derecho, social y democrático. A partir de dicha referencia se advierte que la 

función que satisface la administración pública es inminentemente prestacional, con lo que la 

administración pública termina siendo instrumentalizada. Esta afirmación se muestra 

coherente con los términos del artículo 39.º de la Constitución Política, que indica que “Todos 

los funcionarios y trabajadores públicos están al servicio de la Nación”. Si asumimos que la 

administración pública cumple fundamentalmente objetivos prestacionales, entonces 

debemos asumir necesariamente que cumple con prestar servicios de naturaleza pública, 

esto es, servicios públicos. 

Financiamiento de los Servicios Públicos. La diferencia entre los ingresos y gastos del 

Gobierno da lugar al balance fiscal; de esta forma podemos verificar si el Gobierno recauda 

suficientes recursos para financiar sus gastos. De presentarse un saldo negativo se considera 

déficit, y de ser positivo superávit. Los déficits fiscales continuos en muchos casos se cubren 

con deuda, lo cual nos puede conducir a la acumulación de deuda; y agravar el déficit debido 

a los intereses. Una alternativa es mejorar la eficiencia en la recaudación de ingresos y 

modificar la estructura tributaria gravando gradualmente a quienes tienen mayores rentas y 

riqueza. 
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El equilibrio fiscal puede conseguirse con un acuerdo de disciplina fiscal, un desempeño 

favorable de la economía, una nueva política tributaria para ampliar los ingresos tributarios. 

Esta nueva política tributaria es objeto de lucha política entre quienes, teniendo altos niveles 

de riqueza concentrada y privilegios tributarios, no quieren contribuir a aportar, y quienes 

exigen mayor equidad y solidaridad. 

Se denomina deuda bruta a las obligaciones pendientes del Gobierno, derivadas de la 

necesidad de financiar déficits mediante préstamos.  Los gobiernos pueden acumular deuda 

para financiar gastos por encima de sus ingresos, en casos positivos, como cuando se 

requiere por ejemplo desarrollar infraestructura para promover el desarrollo económico, o 

efectuar inversiones que rentabilicen los efectos sociales y económicos. La deuda puede ser 

útil cuando no representa un monto considerable en relación al PBI del país, pero hay que 

tener cuidado con las tasas de interés que pueden impactar sobre la deuda cuando está 

valuada en moneda extranjera, creando vulnerabilidad ante fluctuaciones externas. 

Todo Gobierno tiene la potestad de gravar a los ciudadanos con tributos. El ingreso que 

obtiene el Gobierno proviene de impuestos, regalías, derechos de aduana, etc., que sirven 

para financiar la provisión de bienes y servicios a cargo del Estado (como defensa, policía, 

etc.) y la redistribución de la riqueza para establecer un sistema más solidario (por ejemplo, 

mediante servicios de salud y educación gratuitos y de calidad, agua potable, beneficios 

sociales y subsidios a los grupos vulnerables.) La facultad de gravar a los ciudadanos con 

tributos, es una de las potestades o atributos sustantivos de los gobiernos. La recaudación 

tributaria es una fuente muy importante de fondos públicos. Los fondos recaudados se utilizan 

para financiar y proporcionar bienes y servicios públicos, efectuar inversiones y garantizar las 

operaciones del Gobierno. La orientación, énfasis y uso de la potestad tributaria sirven para 

efectuar una mayor o menor redistribución de ingresos, favoreciendo a determinados grupos 

sociales.  

Corresponde a los gobiernos gastar en proporcionar bienes y servicios a la población, 

principalmente, en los que son de su competencia exclusiva, como defensa externa, orden 



27  

interno, administrar justicia, etc. Pero también en políticas sociales como la redistribución de 

ingresos, por ejemplo, salud, educación gratuita y beneficios sociales, etc. beneficios 

La desigualdad de ingresos afecta a gran parte de la población, en el acceso a oportunidades 

económicas, servicios educativos y de salud de calidad. Esta disparidad impacta de forma 

negativa en el crecimiento económico y desarrollo social, generando protestas y 

convulsiones.  

Los gobiernos pueden reducir la desigualdad de ingresos aplicando una política fiscal 

progresiva, luchando contra la captura de beneficios por parte de grupos de interés y 

redistribuyendo el ingreso a través de transferencias a los hogares más pobres. 

Financiar el equilibrio presupuestal con endeudamiento conlleva a un mayor riesgo que puede 

comprometer el crecimiento durante los siguientes años, debido a que el país afrontaría 

mayores costos de financiamiento; aún con el mejoramiento de los balances fiscales se 

señala que los episodios de bajos costos de financiamiento, no son la norma y no se debe 

esperar que estas condiciones financieras se mantengan indefinidamente. Los niveles de 

endeudamiento generan vulnerabilidad de las cuentas fiscales, sobre todo en un contexto de 

incremento del riesgo país y de aparición de nuevas variantes de la pandemia, crisis política, 

correcciones inesperadas de las condiciones financieras. A partir del incremento de la deuda 

pública se experimenta un aumento en el gasto por intereses, lo cual resta espacio para el 

gasto público orientado a fines sociales y más productivos. No olvidemos que tenemos los 

más bajos niveles en salud, educación, saneamiento y otros rubros sociales, lo que revela 

que crecimiento económico no es lo mismo que desarrollo, cuando la riqueza generada en el 

crecimiento no tiene una distribución apropiada en la dotación de una infraestructura social 

(OCDE, 2020). 

La Desigualdad. La CEPAL (2016), sostiene que la desigualdad social se encuentra 

considerada en el corazón de la Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible. Para América 
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Latina —la región más desigual del mundo—, la desigualdad social representa, además, un 

rasgo estructural y por tanto un desafío fundamental.  

En tal razón, la CEPAL 2016 realizó un análisis centrado en algunos de los principales ejes 

que estructuran la desigualdad social (el género, la pertenencia étnico-racial, la edad o etapa 

del ciclo de vida y el territorio), con el fin de ilustrar su peso en la magnitud de las brechas de 

desigualdad, en su permanencia y en su reproducción.  

El Banco de Desarrollo de América Latina – CAF (2022), señala que América Latina es la 

región más desigual del mundo. El estudio destaca con cifras la forma en que esta 

desigualdad persiste y se transmite de generación en generación, al señalar que en la región 

"el 10 % más rico se queda con el 55 % de los ingresos y el 77 % de la riqueza, (mientras 

que) el 50 % más pobre recoge el 10 % de los ingresos y tan solo el 1 % de la riqueza". Es 

así que la falta de oportunidades para formar capital humano, obtener buenos empleos en los 

mercados laborales y acumular activos, así como la desigual inclusión financiera, "son 

factores claves detrás de la conexión intergeneracional de las desigualdades", apunta el 

análisis. 

La CEPAL 2016 identifica elementos o ejes de la desigualdad económica y señala que el 

estrato socioeconómico es el primer eje de la desigualdad y el más básico; también considera 

la estructura social y las posiciones de los agentes en dicha estructura. Se añade que existen 

diversas formas de captar la desigualdad socioeconómica, pero una de las expresiones más 

nítidas y fácilmente medible es la desigualdad de ingresos; puntualizándose que América 

Latina y el Caribe es la región más desigual en el mundo en términos de distribución de los 

ingresos. Se precisa que “el quintil de mayores ingresos (quintil V) concentra entre un 46 % 

y un 58 % de los ingresos totales, mientras que el quintil más pobre (quintil I) apenas recibe 

entre el 3 % al 6 % del ingreso total”. El estrato socioeconómico es el principio estructurador 

que permite explicar la pluralidad de la desigualdad social conformada por los otros ejes que 

constituyen la matriz de la desigualdad y las maneras en que se encadenan, articulan y 
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sobreponen. Esta, a su vez, es “causa y efecto de otras desigualdades en ámbitos como la 

educación, la salud y el mercado de trabajo” (CEPAL, 2016).  

Reducción de la desigualdad. Sen (1999), expresa que la búsqueda de la reducción de la 

desigualdad tiene como objetivo el mayor y mejor desarrollo de una sociedad, pero el 

desarrollo social no debe ser medido únicamente en términos económicos, sino y sobre todo, 

en términos de oportunidades o libertades. En ese sentido, Sen sostiene que el Estado no 

tiene por responsabilidad hacernos ricos a todos, sino la de asegurar que establezca políticas 

en las que todos podamos contar con las mismas oportunidades para lograr nuestro proyecto 

de vida. “Esto incluye, pues, por ejemplo, que desde la infancia podamos contar con una 

alimentación adecuada que posteriormente nos permita tener un desempeño académico 

adecuado, de igual manera supone que la educación recibida no sea deplorable, sino que 

nos permita continuar con nuestro avance académico o profesional, si así es nuestro deseo; 

y lo mismo respecto de la salud pública”. Continúa expresando que estos últimos son 

aspectos muy poco tenidos en cuenta en nuestra sociedad actual, en la que se da por hecho 

que el éxito ha sido conseguido en base al mérito. Sin embargo, como señala Sen, se puede 

hablar de la posición de una persona dentro de una organización social ya sea desde qué 

objetivos ha alcanzado, o desde qué libertades ha tenido para alcanzarlos (Sen, 1999). 

Políticas redistributivas. Lo primero que debemos esclarecer es que cuando hablamos de 

redistribución, nos referimos a aquella que tiene como objeto a las rentas (CEPAL, 2020).  

En ese sentido, debemos precisar que consideramos que no es cierto que un modelo 

económico principalmente neoclásico, que supone el mercado de forma natural e invisible, se 

oriente a una distribución equitativa. Pensamos que lo que se consigue es incrementar la 

desigualdad social, por lo que se hace necesaria la actuación del Estado para que se 

establezca equidad, de manera que los sectores menos favorecidos puedan mejorar sus 

condiciones de vida.  
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Ahora bien, esa presencia del Estado denominada por algunos como intervencionismo, puede 

darse, según explica Piketty (2015) de dos modos respecto de sus efectos redistributivos: 

redistribución pura o redistribución eficaz. Respecto de ellas, Piketty sostiene lo siguiente: “La 

primera se adapta a las situaciones en que el equilibrio de mercado es eficaz, sí, en el sentido 

de Pareto; es decir, cuando es imposible reorganizar la producción y la asignación de los 

recursos de manera en que todo el mundo gane, pero a la vez las consideraciones de pura 

justicia social requieren una redistribución desde los individuos más favorecidos hacia los que 

lo son menos. La segunda corresponde a las situaciones en que imperfecciones del mercado 

requieren intervenciones directas en el proceso de producción, que simultáneamente 

permiten mejorar la eficacia paretiana de la asignación de los recursos y la equidad de su 

redistribución” (Piketty, 2015). 

Los efectos de la segunda no son tan importantes como los de la primera, de hecho, la 

implementación de aquella, la eficaz, se da a través de políticas o normas que no suponen 

una afectación directa al capital; mientras que esta, la pura, sí. Esa redistribución pura se da 

a partir de los mecanismos de recaudación tributaria, ya sea que afecten las rentas de trabajo, 

de capital, u otras.  

Respecto a la igualdad de oportunidades, Piketty (2015) sostiene que: “La redistribución 

moderna no consiste en transferir riquezas de los ricos hacia los pobres, o por lo menos no 

de una forma tan explícita. Consiste en financiar servicios públicos y rentas de situación más 

o menos iguales para todos, fundamentalmente en el terreno de la educación, la sanidad y 

las pensiones”. 

En la presente investigación vamos a incidir sobre la apropiada prestación de los servicios de 

educación y salud, y su financiamiento. 

La Igualdad. La CEPAL (12), (2010, 2012, 2014, 2018, 2020) considera a la igualdad como 

un principio normativo y como horizonte estratégico del desarrollo. Además, señala que las 

políticas sociales, en general, y las políticas proigualdad más específicamente deben 
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concebirse y gestionarse desde un enfoque de derechos. Una comprensión de la igualdad 

desde un enfoque de derecho remite necesariamente a la Declaración Universal de Derechos 

Humanos (1948), que entre otros establece que: Art. 22-25 “Toda persona, como miembro 

de la sociedad, tiene derecho a la seguridad social,… la satisfacción de los derechos 

económicos, sociales y culturales, indispensables a su dignidad y al libre desarrollo de su 

personalidad”;  a un nivel de vida adecuado que le asegure, así como a su familia, la salud y 

el bienestar, y en especial la alimentación, el vestido, la vivienda, la asistencia médica y los 

servicios sociales necesarios. 

De acuerdo a este mandato debe colocarse en el centro de las políticas públicas a las 

personas como sujeto de derechos con la finalidad de garantizar a todos los habitantes el 

pleno ejercicio de sus derechos. De esta manera, el enfoque de derechos provee un marco 

normativo, principios y criterios orientadores para las políticas proigualdad. Que los derechos 

humanos y los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ODS) sean indivisibles y universales 

implica la promoción de políticas sociales integrales, articuladas e intersectoriales, basadas 

en sistemas educativos y de salud universales y la ampliación de los sistemas de protección 

social. 

El Aporte de Piketty. La contribución de Piketty (2015) se expresa en El capital en el siglo 

XXI, donde trata la historia del capital y de su acumulación, y en Capital e Ideología, 

considerado como un complemento del anterior, donde efectúa un extenso repaso sobre la 

historia y el futuro de los regímenes desigualitarios. Según el autor, “la desigualdad no es 

algo natural”, sino que requiere una explicación, una justificación de las reglas que permiten 

una adquisición legítima de la propiedad por parte de un grupo o un individuo. La principal 

tesis de Piketty es que el capitalismo concentra la riqueza, lo que permite asegurar que la 

desigualdad de los ingresos entre las personas es un fenómeno estructural. 

Apoyado por una ingente cantidad de datos mundiales, la aportación de Piketty se centra en 

“demostrar”, según él, cuatro puntos esenciales: 
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1. Los beneficios crecen a una tasa superior a la que lo hace la economía, por lo que la 

desigualdad tiende a crecer como consecuencia de una progresiva concentración de renta y 

de riqueza. 

2. No se habla, tanto, de los beneficios obtenidos por el esfuerzo de un emprendedor que 

aporta a la sociedad y obtiene algo a cambio, sino de la riqueza incrementada por alguien 

que la ha heredado y la ve crecer como consecuencia de la especulación o de la apropiación 

ilícita de bienes comunales como consecuencia de disponer de una posición de dominio (el 

ganador se lo lleva todo, sobre todo si es amigo del poder). Con ello, se rompe la relación 

esfuerzo y enriquecimiento lícito. Aparece una casta que se consolida mediante la herencia. 

3. Toda propiedad privada debe mucho a los esfuerzos públicos acumulados. Nada es 

enteramente privado en la generación de los negocios, por lo que no puede ser enteramente 

privada la apropiación de sus beneficios. 

4. Los impuestos y el Estado juegan un papel clave en mitigar la desigualdad, esta vez más 

de riqueza que, incluso, de renta. Por eso hace más hincapié en figuras tributarias sobre la 

riqueza y la herencia, buscando una redistribución de la riqueza más que una redistribución 

de la renta. 

Piketty considera que la revolución conservadora de los años ochenta, el colapso del 

comunismo soviético, el fracaso de la socialdemocracia, y el desarrollo de una nueva 

ideología neopropietarista, han llevado al mundo a principios del siglo XXI a niveles 

extraordinarios y descontrolados de concentración de la renta y la riqueza, generando así 

crecientes tensiones sociales en todas partes. En otras palabras, la ideología neopropietarista 

de principios del siglo XXI se apoya en grandes narrativas entre las que cuales están “el 

fracaso del comunismo, el miedo al vacío que genera la posibilidad de redistribuir riqueza y 

un régimen de circulación de capitales sin regulación, sin información compartida y sin una 

fiscalidad común”. Y añade: “La culpabilización de los más pobres […] constituye uno de los 
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principales rasgos distintivos del actual régimen desigualitario”, en una ideología que va de la 

mano “de un discurso de exaltación de empresarios y multimillonarios”. 

Un reparto más equitativo de la riqueza. Frente a quienes defienden la propiedad privada 

como fundamento de la libertad personal, el autor, tras constatar que buena parte de la 

adquisición privada de propiedad se ha hecho abusando de los mecanismos del poder estatal 

(privatizaciones en países excomunistas, sectores regulados por el poder, etc.) o 

apropiándose de bienes comunes, como el conocimiento, y que buena parte del aumento 

reciente de la riqueza se ha debido a factores especulativos en sectores como el inmobiliario 

y el bursátil, propone reforzar la libertad de todo el mundo mediante un reparto más equitativo 

de la riqueza que no elimine, pero reduzca, la actual desigualdad. 

Lo novedoso es su propuesta de repartir la riqueza a través de dos mecanismos: un nuevo 

impuesto progresivo sobre el patrimonio cuya recaudación financiaría una dotación básica y 

universal de riqueza a recibir a los 25 años y, en segundo lugar, ampliando hasta el 50% los 

derechos de voto de los trabajadores en los consejos de administración de las empresas tras 

facilitarles el acceso a la propiedad mediante compra de acciones. 

En suma, defiende Piketty que “el bloque patrimonial, compuesto por el impuesto progresivo 

sobre la propiedad y por la dotación universal de capital, tiene un impacto estructural de largo 

plazo en la distribución de la riqueza y el poder económico”.  

La CEPAL 2020 argumenta que la desigualdad es ineficiente. El acceso a la educación, a la 

salud y a la protección social debe pensarse como una inversión en capacidades y como la 

materialización de derechos para el bienestar de todas las personas. Por ello, las políticas 

sociales no deben considerarse medidas paliativas, sino que deben concebirse como parte 

de la construcción de las capacidades necesarias para integrar al conjunto de los actores al 

empleo formal de más alta productividad y a la innovación, acelerando el progreso técnico 

(CEPAL, 2020). Sin embargo, para que un cambio en el modelo de desarrollo sea factible, se 

requiere de una política fiscal activa, lo que a su vez será posible si se cuenta con sistemas 
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tributarios fuertes, que permitan a los países disponer de ingresos suficientes. Debe tratarse 

también de sistemas tributarios que promuevan la creación de una sociedad y una economía 

más justas, igualitarias y sostenibles mediante impuestos para redistribuir el ingreso y la 

riqueza, así como para cambiar los patrones de consumo y de producción (CEPAL, 2020).  

1.3.- Definición de Términos Básicos 

Analizar los aspectos de política tributaria en un marco de financiamiento equitativo de los 

servicios de educación y salud del Estado, requiere reflexionar sobre el marco conceptual que 

da soporte a las políticas públicas en relación a la estructura tributaria, la educación y la salud 

para proponer una política con un enfoque más social y de equidad.  

El análisis requiere precisar conceptos importantes en este tema. Inicialmente precisaremos 

los campos importantes  para la presente investigación: la educación, la salud, el sistema 

tributario. Pero consideraremos, tambien, aspectos de soporte teórico vinculados a la 

economía social de mercado, el estado de bienestar y la política fiscal en lo relacionado al 

sistema tributario. 

Educación. El artículo 13.° de la Constitución Política del Perú establece que la educación 

es un derecho fundamental de la persona humana, la cual tiene como finalidad el desarrollo 

integral de la misma.  La Ley 28044, Ley General de Educación, precisa que es un proceso 

de aprendizaje y enseñanza que se desarrolla a lo largo de toda la vida y que contribuye a la 

formación integral de las personas, al pleno desarrollo de sus potencialidades, a la creación 

de cultura, y al desarrollo de la familia y de la comunidad nacional, latinoamericana y mundial. 

La educación es un servicio público y cuando lo provee el Estado es gratuita en todos sus 

niveles y modalidades (artículos 2.° y 4.° de ley referida). Para materializar este derecho, el 

Estado peruano tiene la obligación de financiar la educación. 

Salud. Los sistemas de salud tienen un papel importante en el desarrollo de todos los países, 

ricos o pobres, influyendo directamente en la vida de las personas. 

La salud como derecho humano fundamental es considerado como un estado de perfecto 

(completo) bienestar físico, mental y social, y no solamente la ausencia de enfermedad, donde 
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el acceso oportuno, aceptable y asequible a servicios de atención de salud de calidad 

suficiente, es una condición y un recurso esencial del desarrollo humano; un aspecto 

consustancial a la condición humana a partir del inicio mismo de la vida en la concepción. La 

OMS consagra en su constitución (1946): “El goce del grado máximo de salud que se pueda 

lograr es uno de los derechos fundamentales de todo ser humano sin distinción de raza, 

religión, ideología política o condición económica o social”. La Declaración Universal de 

Derechos Humanos de 1948 menciona a la salud como parte del derecho a un nivel de vida 

adecuado (artículo 25); asimismo, fue reconocida como derecho humano en 1966 en el Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (artículo 12). El derecho a la 

salud es un derecho inclusivo que se extiende no solo a una atención médica oportuna y 

apropiada, sino también a los determinantes implícitos de la salud, como el acceso a agua 

potable y segura, saneamiento adecuado, condiciones ambientales y laborales saludables, y 

acceso a la educación e información relativa a la salud, incluida la salud sexual y reproductiva, 

considerando las necesidades sexuales y reproductivas de las personas discapacitadas. 

Posteriormente, se ha extendido al derecho al alimento, a la vivienda adecuada y a las 

condiciones en el relacionamiento social como el derecho a la no discriminación por ninguna 

condición política, social, de identidad, confesional o similar (Política Nacional Multisectorial 

de Salud al 2030 - “Perú, País Saludable”). 

Economía Social de Mercado. El artículo 58 de nuestra Constitución Política establece que 

el Perú tiene una Economía Social de Mercado (ESM); bajo este régimen, el Estado orienta 

el desarrollo del país, y actúa principalmente en las áreas de promoción de empleo, salud, 

educación, seguridad, servicios públicos e infraestructura. La Economía Social de Mercado 

implementada en el Perú se basa en la organización de los mercados como mejor sistema 

de asignación de recursos y le asigna al Estado un rol subsidiario, es decir la de intervenir 

solo cuando el mercado no pueda brindar los bienes y servicios. La aplicación de la ESM en 

nuestro país ha llevado a establecer una economía de mercado que no tiene nada de social. 
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Este aspecto se ha puesto de manifiesto en un Estado ausente y desfinanciado en plena 

pandemia. 

Es reconocido que la Economía Social de Mercado como modelo sociopolítico básico 

proviene de las ideas desarrolladas por Alfred Müller-Armack (1901-1978). En su obra 

Dirección Económica y Economía de Mercado (Wirtschaftslenkung und Marktwirtschaft), 

escrita en 1946, contribuyó, en colaboración con otros pensadores, a la fundamentación de 

su concepción teórica. Según la definición de Müller-Armack, el núcleo de la ESM es la 

“combinación del principio de la libertad de mercado con el principio de la equidad social”.  

Estado de Bienestar. Se denomina así al conjunto de acciones y ejercicios por parte 

del Estado (a través del Gobierno) en búsqueda de una mayor atención a la redistribución y 

bienestar general de la población. El procedimiento para conocer estas realidades sociales 

se basa en los pilares fundamentales del bienestar. Estos pilares o niveles básicos se 

refunden en cuatro, por su importancia y relevancia en la vida de la ciudadanía: servicios 

sociales, educación, sanidad y pensiones.Los tres pilares de la sociedad son la justicia, la 

educación y la salud. 

En ciencias sociales, el estado de bienestar se basa en el ejercicio de la función pública, es 

decir, la intervención del Estado en la economía y la sociedad, para una mayor redistribución 

de la riqueza que mejora las condiciones socioeconómicas, de salud y educación de la 

población. En otras palabras, persigue reducir la desigualdad económica y, al mismo tiempo, 

la desigualdad social. 

Para implementar de forma real una economía social de mercado o un estado de bienestar, 

la principal vía de redistribución de la riqueza con la que cuentan los estados son los 

impuestos y tasas (política fiscal). A través de ello, obtiene ingresos de la renta, patrimonio y 

actividades económicas con las que luego puede desarrollar políticas públicas orientadas al 

interés general.  
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Entre las medidas más habituales de los estados, tanto en el modelo de la economía social 

de mercado, como en el estado de bienestar, encontramos que se orientan a la gratuidad y 

universalidad de los servicios de salud y educación, de alta calidad y a disposición de todas 

las personas que lo necesiten. 

Presión Tributaria o Presión Fiscal. Es un término económico para referirse al porcentaje 

de los ingresos que los particulares y empresas aportan efectivamente al Estado en concepto 

de tributos, en relación al producto bruto interno PBI. De ese modo, la presión tributaria de un 

país es el porcentaje del PBI recaudado por el Estado por impuestos, tasas y otros tributos. 

La Presión tributaria: es un indicador cuantitativo que relaciona los ingresos tributarios de 

una economía y el Producto Bruto Interno (PBI). Permite medir la intensidad con la que un 

país grava a sus contribuyentes a través de tasas impositivas. 

Por ejemplo, según el MEF (2019),  la presión tributaria en el Perú fue 14,2 % en el 2019. Si 

bien tuvo un crecimiento respecto a los años 2017 y 2018, aún está por debajo del promedio 

de América Latina y de los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 

Económicos (OCDE). La presión fiscal en Argentina es de 28,8 % del PIB; en Bolivia es de 

25,4 % del PIB; la carga tributaria para Chile corresponde a un 20,5 % del PIB. Todo lo 

anterior es inferior al promedio de los países OCDE, de un 34 %. La carga tributaria más alta 

del mismo grupo se observa en Dinamarca con un 45,9 % y Francia con un 45,2 %. A nivel 

mundial, Alemania y Francia son los dos ejemplos más prácticos con esta clase de política 

tributaria que aplica impuestos denominados “solidarios". Cuba tiene una presión tributaria 

alrededor del 34 % del PBI, casi como Alemania; sin embargo, la diferencia es que en Cuba 

se ha implementado una economía planificada de Estado, mientras que en los países 

europeos con alta presión tributaria se ha implementado una economía social de mercado.  

En nuestro país, en las Constituciones de los años 1979 y 1993, se establece una economía 

social de mercado. En el año 2002, dentro del Acuerdo Nacional, se ratificó la política de 

Estado 17 “Afirmación de la Economía Social de Mercado”, disponiendo que: “Nos 
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comprometemos a sostener la política económica del país sobre los principios de la economía 

social de mercado, que es de libre mercado pero conlleva el papel insustituible de un Estado 

responsable, promotor, regulador, transparente y subsidiario, que busca lograr el desarrollo 

humano y solidario del país mediante un crecimiento económico sostenido con equidad social 

y empleo” . 

Respecto a esta última igualdad de oportunidades en el marco de la economía social de 

mercado, Piketty (2015) sostiene que: “La redistribución moderna no consiste en transferir 

riquezas de los ricos hacia los pobres, o por lo menos no de una forma tan explícita. Consiste 

en financiar servicios públicos y rentas de situación más o menos iguales para todos, 

fundamentalmente en el terreno de la educación, la sanidad y las pensiones.” “Dadas las 

razones por las que no acceden a los servicios de salud, es importante manifestar que los 

modelos hallados son coincidentes con las razones esgrimidas por quienes no acceden a los 

servicios de salud dadas las condiciones estructurales, el 22,3 % de la población que no 

accede indica que no lo hace porque no tiene dinero, es decir es pobre o pobre extremo, a 

ello se suman otras variables estructurales que constatan la falta de una oferta de servicios 

de salud, así la no existencia de consultas o medicinas, la falta de atención, la no existencia 

de servicios de salud o no haber personal calificado que arguyen el 6,4 % de la población que 

no accedió a los servicios de salud”. 

Analizar los aspectos de política tributaria en un marco de financiamiento equitativo de los 

servicios de educación y salud del Estado, requiere reflexionar sobre el marco conceptual que 

da soporte a la estructura tributaria, para formular una política con un enfoque más social y 

de equidad.  

El análisis requiere precisar conceptos importantes en este tema. La economía utiliza algunas 

variables clave para evaluar los resultados macroeconómicos, pero las más importantes son: 

Producto Bruto Interno (PBI) o (PIB): Mide el valor de mercado de todos los bienes y 

servicios que produce un país durante un año. El producto Bruto interno (PBI) o producto  

interno bruto (PIB) –como lo llaman en otros países de la región–, es una medida del valor 
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total de los bienes y servicios producidos dentro de un país en un período determinado, 

generalmente un año. En otras palabras, el PBI representa el tamaño de la economía de un 

país. 

El PBI se calcula sumando el valor de todos los bienes y servicios finales producidos en el 

país durante un período específico. Esto incluye bienes tangibles como automóviles y 

maquinaria, así como servicios intangibles como la atención médica y la educación. El PBI 

también puede ser calculado como la suma de los gastos de consumo privado, la inversión, 

el gasto público y las exportaciones netas de un país. El PBI es una medida importante para 

evaluar la salud y el rendimiento de una economía. Un PBI creciente generalmente indica que 

la economía está creciendo y que hay más empleo y riqueza disponible para los ciudadanos 

del país. 

El Presupuesto Público: Es un documento aprobado por el Congreso y el Ejecutivo, en el 

que se muestra todos los ingresos y los gastos del sector público para el correspondiente año 

fiscal. Se considera ingreso toda operación que sirve como mecanismo de financiamiento; 

como gasto, toda transacción que implica un uso de estos fondos. Es regla fiscal que el 

presupuesto debe estar equilibrado entre sus ingresos y egresos. En el caso del Perú, está 

prohibido autorizar un gasto sin el financiamiento correspondiente. Es esencialmente un plan 

financiero que indica cómo el Gobierno planea gastar el dinero de los contribuyentes para 

lograr sus objetivos políticos, económicos y sociales. 

El presupuesto público se divide en dos partes principales: los ingresos y los gastos. Los 

ingresos incluyen los impuestos y otros ingresos del Gobierno, como las tarifas y los 

aranceles. Los gastos incluyen los gastos del Gobierno en áreas como la educación, la salud, 

la infraestructura, la seguridad nacional y los servicios públicos. 

El presupuesto público es una herramienta importante para el Gobierno. A través del 

presupuesto público se definen prioridades políticas ya sea en cómo financiarlo, con más 

deuda o con más tributos; así como también qué sectores son prioritarios en el gasto. 



40  

También es importante para los ciudadanos, ya que pueden ver cómo se gasta su dinero y 

evaluar si están satisfechos con las prioridades del Gobierno. Además, el presupuesto público 

también puede afectar la economía de un país, ya que puede influir en la inversión, el empleo 

y el crecimiento económico. 
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CAPÍTULO II: HIPÓTESIS Y VARIABLES 

 

2.1.- Hipótesis Principal  

La actual política tributaria presenta una relación de insuficiencia para otorgar servicios de 

calidad en educación y salud,   

2.2.- Hipótesis Derivadas   

1. La actual política tributaria se basa en mecanismos no equitativos que generan una 

recaudación tributaria insuficiente y regresiva. 

2. La actual política tributaria es insuficiente para el financiamiento e implementación de 

servicios educativos de calidad para la población peruana. 

3. La actual política tributaria es insuficiente para el financiamiento e implementación de 

servicios de salud de calidad para la población peruana. 

2.3.- Variables y Definiciones Operacionales 

Variable 1 

Política tributaria  

Variable 2 

Servicios educativos 

Variable 3 

Servicios de salud 
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Operacionalización de las variables 

Variable 1: Política tributaria  

Presión tributaria 

Gasto público  

Variable 2: Servicios educativos 

Situación de los servicios de educación. 

Calidad de la educación 

Variable 3: Servicios de salud 

Situación de los servicios de salud 

Calidad de la salud 
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CAPÍTULO III: METODOLOGÍA 

La presente investigación se efectuó considerando los lineamientos del plan de tesis, los 

cuales se han desarrollado y adecuado en la ejecución y la redacción. 

3.1.- Diseño Metodológico 

La investigación es no experimental, considerando que no se manipularon las variables, 

enfocándose solo en el registro y el análisis de los fenómenos en estudio.  

Es una investigación correlacional en la medida que busca determinar la relación o asociación 

entre dos o más variables (en nuestro caso tributación, educación y salud). 

Es básicamente una investigación documental, técnica de investigación que se basa en el 

análisis y estudio de documentos que contienen información relevante para el objetivo del 

estudio. Los documentos consultados son de diferentes tipos: reportes nacionales e 

internacionales, textos, informes, estudios, revistas, registros históricos, entre otros. 

3.2.- Diseño Muestral 

Dada la naturaleza de esta investigación, basada en el análisis de documentos, la muestra 

está constituida por la exploración de 10 años relacionados con las variables. Se trabajó con 

una muestra de este lapso para determinar la evolución de los servicios, el gasto y la 
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tributación. La unidad de análisis es el Perú en sus dimensiones educativas, sanitarias y 

tributarias.  

3.3.- Técnicas de Recolección de Datos 

El recojo de información se efectuó a través del acceso a documentos públicos, para analizar 

la información de manera detallada y sistemática, lo que facilita la identificación de patrones, 

tendencias y relaciones entre los datos.  

3.4.- Técnicas para el Procesamiento de la Información 

Las técnicas de procesamiento utilizadas en la presente investigación han sido el análisis 

documental y fichas para el recojo de datos y matrices de la información. La investigación es 

documental, técnica muy útil para obtener información sobre temas específicos y se utiliza en 

diversas áreas del conocimiento como la historia, la sociología, las políticas públicas, la salud 

y la educación, entre otras. Se han utilizado medidas de correlación en las pruebas.  

3.5.- Aspectos Éticos 

En el desarrollo del trabajo de investigación se ha respetado estrictamente las normas 

nacionales e internacionales contenidas en el código de ética de la Universidad de San Martín 

de Porres, considerando los derechos de autor, citas y referencias de las fuentes de estudio. 

La investigación ha utilizado información abierta, que es de libre acceso y en el caso del 

sector público, está regulada por las normas de acceso a la información pública. 

 

 

 

 

 

 



45  

 

 

 

 

 

 

CAPÍTULO IV: RESULTADOS 

A continuación, se describen los resultados descriptivos para dar respuesta a los aspectos 

planteados en la investigación. 

4.1.- Resultado 1.  Sobre el Planteamiento de la Investigación 

El planteamiento de la investigación se ha expresado en sus hipótesis y variables, las cuales 

analizamos a continuación. 

Hipótesis General  

La Hipótesis general del estudio ha sido la siguiente: 

Hi: La actual política tributaria presenta una relación de insuficiente financiamiento para 

otorgar servicios de calidad en educación y salud,   

La Hipótesis derivada 1 señala que la actual política tributaria se basa en mecanismos no 

equitativos que generan una recaudación tributaria insuficiente y regresiva. En este caso la 

variable Política tributaria, se especificó a través de dos indicadores: Presión tributaria y Gasto 

público.  
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1.- Incremento del Gasto Público Total y Variaciones en la Presión Tributaria 

1.- INCREMENTO DEL GASTO PÚBLICO 

TOTAL Y VARIACIONES EN LA PRESIÓN 

TRIBUTARIA 

AÑO INCREMENTO 

DEL GASTO 

PÚBLICO 

VARIACIONES DE 

LA PRESIÓN 

TRIBUTARIA 

2011 16 % 0,3 % 

2012 18 % -0,4 % 

2013 12 % 0,3 % 

2014 8 % -0,4 % 

2015 9 % 0,1 % 

2016 6 % -0,3 % 

2017 7 % 0,3 % 

2018 8 % 0,6 % 

2019 9 % 0,1 % 

2020 13 % -1,3 % 

2021 5 % 1,5 % 

   

Coeficiente de 

Correlación 

-0,43  

Tabla: Incremento del gasto público total y variaciones en la presión tributaria. Fuente 

propia. 
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En el caso de los indicadores Presión tributaria y Gasto público se muestra una correlación 

negativa de -0,43 entre estos, lo que evidencia una política tributaria insuficiente. El gasto 

público ha crecido entre los años 2011 y 2021 en promedio anual 10,09 % y la presión 

tributaria se mantiene en un promedio de 13,6 %. 

Esto explica que el Perú ha crecido económicamente en los últimos 11 años y como 

indicador se tiene el gasto público, aunque este no ha sido acompañado con un incremento 

en la presión tributaria; lo que nos sitúa como uno de los países –de América y el mundo– 

con más bajo índice de recaudación tributaria para financiar los programas sociales, entre 

ellos los de educación y salud. Se confirma la Hipótesis en el sentido que la actual política 

tributaria se basa en mecanismos no equitativos que generan una recaudación tributaria 

insuficiente y regresiva. 

 

1
6

% 1
8

%

1
2

%

8
% 9
%

6
% 7
% 8
% 9
%

1
3

%

5
%

0.3%
-0.4%

0.3%
-0.4%

0.1%
-0.3%

0.3% 0.6%
0.1%

-1.3%

1.5%

-15.0%

-13.0%

-11.0%

-9.0%

-7.0%

-5.0%

-3.0%

-1.0%

1.0%

3.0%

0%

5%

10%

15%

20%

25%

30%

2011 2012 2013 2014 2015 2016 2017 2018 2019 2020 2021

INCREMENTO DEL GASTO PÚBLICO TOTAL Y VARIACIONES EN LA 
PRESIÓN TRIBUTARIA

INCREMENTO DEL GASTO PUBLICO VARIACIONES  DE LA PRESION TRIBUTARIA



48  

2.- Correlación entre Presión Tributaria y Gasto en Educación 

En el caso de la variable Calidad de los servicios de educación, el análisis documental nos 

ha demostrado el estado deplorable en el cual se encuentran actualmente, considerando la 

Situación de los servicios de educación y la Calidad de la educación. La Hipótesis secundaria 

2 plantea que la actual política tributaria es insuficiente para el financiamiento e 

implementación de servicios educativos de calidad para la población peruana. En tal sentido, 

se han tomado dos variables: Presión tributaria y Gasto en educación. 

Tabla: GASTO EN EDUCACIÓN DEL GASTO PÚBLICO TOTAL 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

AÑO PRESIÓN TRIBUTARIA 
GASTO EN EDUCACIÓN DEL 

GASTO PÚBLICO TOTAL 

2011 13,9 % 3,9 % 

2012 13,5 % 4,1 % 

2013 13,8 % 4,2 % 

2014 13,4 % 4,0 % 

2015 13,5 % 4,0 % 

2016 13,2 % 4,0 % 

2017 13,5 % 4,1 % 

2018 14,1 % 4,0 % 

2019 14,2 % 4,0 % 

2020 12,9 % 3,9 % 

2021 14,4 % 4,7 % 

   
Coeficiente de correlación                      0,55  
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Presión tributaria y Gasto público en educación. Se evidencia una correlación positiva de 

0,55 entre estos indicadores, lo que evidencia que, si se incrementa la presión tributaria, 

se incrementa el gasto en educación. Sin embargo, un análisis más detallado nos indica 

que esta relación evidencia la precariedad de la presión tributaria y el insuficiente gasto en 

educación. En el Acuerdo Nacional suscrito a comienzos del siglo, se precisó que antes 

del año 2010 debería ser no menor al 6,0 % del gasto público. En la medida que la presión 

tributaria es insuficiente, genera un gasto en educación crítico. 

Asimismo, observamos la relación entre la baja presión tributaria y los resultados en la 

calidad educativa, en la prueba PISA (Programa para la Evaluación Internacional de 

Estudiantes); nos encontramos en una situación de retraso, ocupando el lugar octavo en 

las pruebas realizadas. 
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Se confirma la Hipótesis en el sentido que la actual política tributaria es insuficiente para el 

financiamiento e implementación de servicios educativos de calidad para la población 

peruana. 

3. - Relación entre Presión Tributaria y Gasto en Salud 

En el caso de la variable Calidad de los servicios de salud, el análisis documental ha 

demostrado la situación de retraso y abandono en la que se encuentran los servicios de salud, 

así como la mala calidad de la atención a la población peruana. La Hipótesis secundaria 3 

plantea que la actual política tributaria es insuficiente para el financiamiento e implementación 

de servicios de salud de calidad para la población peruana.  En tal sentido, se han tomado 

dos variables: Presión tributaria y Gasto en salud. 

TABLA:  Presión Tributaria y Gasto en Salud 

  

       

AÑO 
PRESIÓN 

TRIBUTARIA 

GASTO EN SALUD DEL 

GASTO PÚBLICO TOTAL 

    
2011 13,9 % 6 % 

    
2012 13,5 % 6 % 

    

8 8 8 8

13.60% 13.50% 13.50% 14.10%

2010 2012 2015 2018

RELACIÓN ENTRE PRESIÓN TRIBUTARIA Y PRUEBA PISA

PISA: PUESTO DEL PERU EN LA PRUEBA PISA PRESION TRIBUTARIA
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2013 13,8 % 6 % 

    
2014 13,4 % 5 % 

    
2015 13,5 % 5 % 

    
2016 13,2 % 6 % 

    
2017 13,5 % 6 % 

    
2018 14,1 % 6 % 

    
2019 14,2 % 6 % 

    
2020 12,9 % 9 % 

    
2021 14,4 % 8 % 

    

       
Coeficiente de correlación                    -0,07  

    

       

 

 

 

En el caso de los indicadores Presión tributaria y Gasto público, se evidencia una 

correlación negativa de -0,07, lo que nos muestra una política tributaria insuficiente. Si 
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tomamos en cuenta el promedio de la presión tributaria entre los años 2011 y 2017, este 

fue de 13,5 %, y en dicho período el gasto en salud fue en promedio 5,7 %; lo que mejoró 

posteriormente, ya que entre los años 2020 y 2021 la presión tributaria subió levemente a 

13,6 % generando en el mismo período, un gasto en salud de 8,5 % en promedio. 

A pesar de que el Perú ha crecido entre los años 2011 y 2021, en promedio anual, 10,09 

% en el gasto público, producto del desarrollo de nuestra economía, esto no ha sido 

acompañado con un incremento en la presión tributaria y tampoco en el gasto en salud, 

excepto en los años afectados por la pandemia. Se confirma la Hipótesis en el sentido que 

la actual política tributaria es insuficiente para el financiamiento e implementación de 

servicios de salud de calidad para la población peruana. 

Contrastación de la hipótesis 

Para probar la Hipótesis general, se ha procedido también a probar las hipótesis derivadas. 

La Hipótesis general es la siguiente: 

HG: La actual política tributaria presenta una relación de insuficiente financiamiento para 

otorgar servicios de calidad en educación y salud,   

En la presente investigación, se confirma la Hipótesis en el sentido que la actual política 

tributaria se basa en mecanismos no equitativos que generan una recaudación tributaria 

insuficiente y regresiva que afectará el financiamiento e implementación de servicios de 

calidad en las áreas de educación y salud. 

Estaríamos considerando que la política tributaria actual es insuficiente para generar cambios 

en educación y salud. Por ello, se necesitaría establecer una política tributaria que modifique 

la presión tributaria actual que es extremadamente baja, y que haga posible generar un mayor 

gasto público dirigido principalmente a mejorar la calidad de los servicios sociales, entre los 

que se encuentran los de educación y salud. 

Las Hipótesis secundarias son las siguientes: 
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HS1. La actual política tributaria se basa en mecanismos no equitativos que generan una 

recaudación tributaria insuficiente y regresiva.  

La Hipótesis se ha confirmado con el análisis de los indicadores Presión tributaria y Gasto 

público, confirmándose que la actual política tributaria se basa en mecanismos no equitativos 

que generan una recaudación tributaria insuficiente y regresiva. 

HS2. La actual política tributaria es insuficiente para el financiamiento e implementación de 

servicios educativos de calidad para la población peruana. 

La hipótesis se ha confirmado analizando los indicadores Presión tributaria y Gasto público 

en educación, reafirmando que la presión tributaria no garantiza el financiamiento del gasto 

público para el financiamiento e implementación de servicios educativos de calidad para la 

población peruana. 

HS3. La actual política tributaria es insuficiente para el financiamiento e implementación de 

servicios de salud de calidad para la población peruana.  

La hipótesis se ha confirmado analizando los indicadores Presión tributaria y Gasto público 

en salud, evidenciando que la presión tributaria no garantiza el financiamiento del gasto 

público para el financiamiento e implementación de servicios de salud de calidad para la 

población peruana. 

4.2.- Resultado 2.  Sobre Política Tributaria 

La Política Tributaria: De acuerdo con el Ministerio de Economía y Finanzas (MEF, 2021), la 

política fiscal se refiere a la administración y aplicación de instrumentos, a decisión y 

discreción del Gobierno para determinar las reglas y parámetros relacionados con los 

ingresos públicos, gastos y financiamiento. Son sus componentes importantes el gasto 

público y los impuestos o tributos. La política tributaria engloba los criterios y lineamientos 

necesarios para establecer la carga impositiva indirecta o directa para financiar las 

actividades del Gobierno. 
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La necesidad de incrementar los ingresos tributarios responde a que el nivel de recaudación 

actual, no es suficiente para cubrir el gasto público mínimo que garantice la infraestructura 

física y la prestación de los servicios públicos de calidad, particularmente en educación y 

salud.  

El sistema tributario es la fuente, por excelencia, de los ingresos permanentes del Gobierno 

central y puede ser definido como aquel conjunto de tributos que rigen en un país, pudiendo 

ser estudiado como objeto unitario de conocimientos. Con esta serie de definiciones y 

conceptualizaciones, se puede indicar que el sistema tributario al estar compuesto por los 

tributos vigentes en una época determinada, siendo estos de carácter cambiante, debe ser 

estudiado tomando en consideración todas las variaciones normativas que se producen en el 

tiempo. 

La obtención de estos recursos hace posible que el Estado ejerza las funciones de gobernar 

la nación y de impulsar el desarrollo económico del país. 

La tributación es un instrumento eficaz para redistribuir el ingreso entre los diferentes grupos 

sociales y regiones del país. Ello conlleva a afectar en mayor proporción a los sectores o 

estratos económicos superiores de la escala de ingresos, así como a encarecer los productos 

suntuarios o servicios que estos sectores consumen. Buscará el equilibrio para el 

financiamiento de los servicios de salud, educación, saneamiento, electricidad, vías de 

acceso y distribución de medicamentos y alimentos básicos, entre otros. 

La tributación tiene como función cumplir los siguientes objetivos: 

1. Financiar el gasto del Gobierno. 

2. Gobernar la actividad económica, modificando los términos de intercambio internos y 

externos y las tasas de ganancia de la empresa. 

3. Modificar los niveles y estructura de los ingresos familiares. 
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Los motivos para recaudar impuestos generalmente son: financiar  las operaciones 

gubernamentales a través del presupuesto; orientar el rendimiento macroeconómico de la 

economía, como política fiscal; asegurar que se lleven a cabo las funciones esenciales del 

Gobierno, tales como la defensa nacional, la seguridad interna, la provisión de servicios  

públicos; redistribuir los recursos entre las personas de diversos grupos de la población; y 

modificar patrones de consumo o empleo dentro de la economía nacional, incentivando cierto 

tipo de transacciones más o menos atractivas. 

El Gasto Público. En los últimos 10 años, el gasto público en Perú ha experimentado un 

aumento significativo. Desde el año 2011 hasta el 2021, el presupuesto público se ha 

incrementado en aproximadamente un 87 %, según datos del Ministerio de Economía y 

Finanzas del Perú en sus informes anuales. 

La inversión en infraestructura ha sido una de las principales prioridades del Gobierno 

peruano en los últimos años, asunto que muchos asocian con la corrupción. Se ha invertido 

grandes cantidades de recursos en proyectos de transporte, energía, comunicaciones y agua 

potable, con el declarado objetivo de mejorar la calidad de vida de los peruanos y promover 

el desarrollo económico, lo cual es discutible en sus resultados con 70 % de trabajadores 

informales. 

En términos generales, el aumento del gasto público en Perú en los últimos años se explica 

por el crecimiento de las exportaciones, particularmente a una creciente China. En los últimos 

10 años, nuestras exportaciones a dicho país asiático han crecido de manera significativa, y 

esto ha tenido un impacto positivo en el crecimiento económico del país. China se ha 

convertido en el principal destino de las exportaciones peruanas, representando alrededor de 

un tercio del total de nuestras exportaciones. En 2020, nuestros envíos a China sumaron más 

de 12 500 millones de dólares, lo que representó un aumento del 11 % respecto al año 

anterior. La demanda principal de China ha sido de materias primas y recursos naturales 

como cobre, zinc, plata, oro y otros minerales. El Perú es un importante productor de estos 

recursos y la creciente demanda china ha impulsado la producción y la inversión en el sector 
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minero peruano. Lamentablemente, el crecimiento económico del Perú siempre ha estado 

vinculado a factores externos: durante la época del presidente Ramón Castilla, la demanda 

del guano; en el gobierno del presidente Manuel Odría, de metales y alimentos por la guerra 

de EE. UU. con Corea; del gobierno del presidente Alejandro Toledo hacia adelante, el 

resurgimiento de China. Es decir, no crecemos por desarrollo interno propio.  

Si bien no podemos dejar de considerar el desarrollo de las capacidades de gestión y el mayor 

énfasis en la inversión en sectores estratégicos y prioritarios, es indudable que la situación 

actual del país manifiesta un crecimiento desigual con una población mayor a un tercio en 

pobreza: crecimiento sin equidad que no es desarrollo.  

Según la Encuesta Nacional de Hogares (ENAHO, 2021) del INEI, en el año 2020, el 

porcentaje de personas en situación de pobreza en el Perú alcanzó el 30,1 %, mientras que 

la pobreza extrema, es decir, aquellas personas que no tienen acceso a los servicios básicos 

y no pueden satisfacer sus necesidades alimentarias, llegó al 9,6 %. 

Durante el período 2000-2010, el PBI del Perú creció a una tasa promedio anual de 5,5 %, 

una de las más altas en América Latina. El crecimiento fue liderado por la inversión extranjera 

y la expansión de la industria extractiva, en particular la minería. 

Entre 2011 y 2019, el crecimiento promedio del PBI del país fue 4,3 % anual, siendo 

considerado uno de los más altos de América Latina en dicho período. Sin embargo, en 2020, 

debido a la pandemia de la COVID-19, el PBI se contrajo un 11,1 %, constituyendo la peor 

caída en décadas. 

En términos de sectores económicos, el crecimiento ha sido liderado por la minería que 

representa alrededor del 60 % de las exportaciones del país, siendo impulsada por la 

creciente demanda de minerales por parte de China. Otros sectores importantes han sido la 

construcción, la manufactura y los servicios, especialmente el turismo y el comercio. 

Las fuentes de la información para indagar en el campo del gasto público han sido, 

principalmente, fuentes abiertas. Tenemos los informes del Ministerio de Economía y 
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Finanzas, entidad que elabora y publica el presupuesto público anual que incluye en la 

sustentación, información detallada sobre el gasto en educación y salud, gasto público y 

endeudamiento, entre otros; además, publica informes de ejecución presupuestal que 

permiten hacer un seguimiento del gasto realizado en estos sectores. Tenemos también 

información de la Contraloría General de la República que es el organismo encargado de 

fiscalizar el uso de los recursos públicos; sus informes de auditoría principalmente a la Cuenta 

General de la República, que remite al Congreso, son una fuente importante sobre el gasto 

público en educación y salud, y también sobre la gestión de los recursos en estos sectores. 

Organismos internacionales como el Banco Mundial y la Organización para la Cooperación y 

el Desarrollo Económico (OCDE), así como la Comisión Económica para América Latina 

(CEPAL) de las Naciones Unidas, realizan investigaciones y publicaciones sobre el gasto 

público en educación y salud en diversos países, incluyendo Perú. Estos estudios pueden 

ofrecer una perspectiva comparativa y el análisis de las políticas y programas implementados 

en estos sectores. 

Gasto público durante los últimos 10 años 

En los diez años recientes, el gasto público en Perú ha experimentado un aumento constante, 

principalmente, por el crecimiento económico. Sin embargo, como veremos más adelante, 

esto no ha alterado la proporción muy baja que presenta en relación al PBI. La información 

registrada indica lo siguiente: 

2011: El presupuesto público se incrementó en 16 % respecto al año anterior. 

2012: El gasto público se incrementó en 18 %, respecto al año anterior. 

2013: El presupuesto público creció 12 %, respecto al año anterior.  

2014: El gasto público se incrementó en 8 %, respecto al año anterior. 

2015: El presupuesto público aumentó 9 %, respecto al año anterior.  

2016: El gasto público creció 6 %, respecto al año anterior.  
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2017: El presupuesto público se incrementó 7 %, respecto al año anterior.  

2018: El gasto público aumentó 8 %, respecto al año anterior.  

2019: El presupuesto público creció 9 %, respecto al año anterior. 

2020: El gasto público se incrementó 13 %, respecto al año anterior.  

2021: El presupuesto público se incrementó 5 %, respecto al año anterior. 

Gasto en educación en relación al gasto público, en los últimos 10 años  

En general, el gasto en educación ha sido una prioridad en el gasto público en Perú en los 

últimos 10 años, con un promedio de 17,8 % del gasto público total. Se destaca el aumento 

significativo que registró en el año 2020, como respuesta a las necesidades generadas por la 

pandemia de la COVID-19; sin embargo, en el año 2021, el porcentaje del gasto en educación 

disminuyó en relación al año anterior, aunque aún se mantiene como una de las áreas 

prioritarias en el gasto público del país. Así tenemos: 

2011: El gasto en educación representó el 15,7 % del gasto público total. 

2012: El gasto en educación representó el 16,2 % del gasto público total. 

2013: El gasto en educación representó el 16,9 % del gasto público total. 

2014: El gasto en educación representó el 17,3 % del gasto público total. 

2015: El gasto en educación representó el 17,2 % del gasto público total. 

2016: El gasto en educación representó el 17,4 % del gasto público total. 

2017: El gasto en educación representó el 17,5 % del gasto público total. 

2018: El gasto en educación representó el 18,4 % del gasto público total. 

2019: El gasto en educación representó el 18,8 % del gasto público total. 

2020: El gasto en educación representó el 21,7 % del gasto público total. 
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2021: El gasto en educación representó el 18,6 % del gasto público total. 

Luis F. Gamboa, Abel Cruz y Lenin Campos (2019) analizan la relación entre el gasto público 

en educación y el desarrollo humano en el Perú. Los autores encontraron que el gasto público 

en educación ha aumentado en términos nominales, pero ha disminuido en términos relativos 

al PBI en los últimos años. También encontraron una relación positiva entre el gasto público 

en educación y el desarrollo humano, medido a través de indicadores como la esperanza de 

vida, la educación y el ingreso per cápita. Señalan la necesidad de mejorar la calidad de la 

educación en el Perú ya que, aunque el gasto público en educación ha aumentado, la calidad 

de la educación sigue siendo baja en comparación con otros países de la región. Concluyen 

sugiriendo que es necesario aumentar el gasto público en educación en el Perú y mejorar la 

calidad de la educación para lograr un mayor desarrollo humano en el país. 

Gasto en salud en relación al gasto público, en los últimos 10 años 

En general, el porcentaje del gasto en salud en relación al gasto público en Perú ha sido bajo 

en los últimos diez años, con un promedio de 5,8 %. Sin embargo, en el año 2020, el 

porcentaje del gasto en salud aumentó significativamente, como respuesta a las necesidades 

generadas por la pandemia de la COVID-19. En el año 2021, aunque el porcentaje del gasto 

en salud disminuyó en relación al año anterior, aún se mantiene en niveles superiores a los 

registrados en los años anteriores a la pandemia. Así tenemos: 

2011: El gasto en salud representó el 5,5 % del gasto público total. 

2012: El gasto en salud representó el 5,5 % del gasto público total. 

2013: El gasto en salud representó el 5,5 % del gasto público total. 

2014: El gasto en salud representó el 5,4 % del gasto público total. 

2015: El gasto en salud representó el 5,4 % del gasto público total. 

2016: El gasto en salud representó el 5,6 % del gasto público total. 
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2017: El gasto en salud representó el 5,6 % del gasto público total. 

2018: El gasto en salud representó el 6,0 % del gasto público total. 

2019: El gasto en salud representó el 6,2 % del gasto público total. 

2020: El gasto en salud representó el 9,1 % del gasto público total. 

2021: El gasto en salud representó el 8,0 % del gasto público total. 

Luis Luna y Mónica Hernández (2018), encuentran que el gasto público en salud ha 

aumentado en términos nominales, pero ha disminuido en términos relativos al PBI. Además, 

la composición del gasto en salud ha cambiado, con un mayor énfasis en la atención primaria 

y la prevención de enfermedades, aunque la inversión en infraestructura y tecnología continúa 

siendo insuficiente. También identifican desafíos en el sistema de salud peruano, como la 

necesidad de mejorar la calidad y la accesibilidad de los servicios de salud y, también, 

fortalecer la capacidad de gestión y coordinación entre los diferentes niveles de gobierno. 

Concluyen que el Perú necesita seguir invirtiendo en salud pública para mejorar la calidad de 

vida de su población y reducir las desigualdades en el acceso a los servicios de salud. 

Endeudamiento. El Perú, en los últimos años, no ha tenido capacidad para autofinanciar el 

presupuesto público. Descartada la emisión de moneda, por el control del Banco Central de 

Reserva, quedan dos opciones: financiamos la diferencia contrayendo deuda, o financiamos 

con aumento de impuestos. En el segundo caso, políticamente se elige a quienes se va a 

afectar. Si es a la población general, están los impuestos indirectos como el IGV; si es a los 

que más tienen, están los impuestos a la renta, propiedades y ganancias extraordinarias. En 

el Perú se ha elegido políticamente no recurrir a impuestos, sino financiar el déficit con deuda 

pública. 

El porcentaje de endeudamiento que financia el presupuesto público en Perú ha variado en 

los últimos diez años. A continuación, se presenta un resumen de los porcentajes de 

endeudamiento sobre el presupuesto público, en cada año: 
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2012: 11,2 % 

2013: 9,7 % 

2014: 8,8 % 

2015: 7,8 % 

2016: 7,5 % 

2017: 6,8 % 

2018: 5,6 % 

2019: 5,3 % 

2020: 9,3 % 

2021: 12,7 % 

Podemos observar que, en los primeros años de la década, el porcentaje de endeudamiento 

se mantuvo relativamente alto, superando el 8 % todos los años, excepto en 2015. A partir de 

2017, comenzó a disminuir de manera constante, llegando a su punto más bajo en 2019 con 

un 5,3 %. Sin embargo, en 2020 y 2021 el porcentaje de endeudamiento se incrementó 

significativamente, llegando a un 9,3 % y 12,7 % respectivamente. Cabe destacar que la 

pandemia de la COVID-19 tuvo un impacto importante en la economía peruana y en las 

finanzas públicas, lo que pudo haber influido en el aumento del endeudamiento en estos años. 

Los porcentajes de endeudamiento sobre el presupuesto público en los últimos años 

son los siguientes: 

2017: El endeudamiento público fue, aproximadamente, el 26 % de los ingresos 

presupuestados. 

2018: El endeudamiento público fue, aproximadamente, el 20 % de los ingresos 

presupuestados. 
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2019: El endeudamiento público fue, aproximadamente, el 17 % de los ingresos 

presupuestados. 

2020: El endeudamiento público fue, aproximadamente, el 33 % de los ingresos 

presupuestados. 

2021: El endeudamiento público fue, aproximadamente, el 44 % de los ingresos 

presupuestados. 

Se puede observar que en los años 2017 a 2019, la relación entre el endeudamiento público 

y los ingresos presupuestados disminuyó constantemente, llegando a su punto más bajo en 

2019. Sin embargo, en 2020 y 2021, la relación se incrementó significativamente debido al 

impacto económico de la pandemia de la COVID-19. 

Es importante tener en cuenta que el endeudamiento público no es necesariamente negativo, 

si se utiliza para financiar proyectos de inversión y desarrollo que generen beneficios a largo 

plazo para la economía. No obstante, el endeudamiento excesivo puede afectar la 

sostenibilidad de las finanzas públicas y la capacidad del país para cumplir con sus 

obligaciones financieras, mucho más cuando se tiene una baja presión tributaria en 

comparación con todos los países de América.  

El balance fiscal puede darnos información para reorientar una política tributaria. El balance 

fiscal es la diferencia entre los ingresos y gastos del Gobierno, indicando si recauda 

suficientes recursos para cubrir sus gastos. Si se presenta un saldo negativo, se puede cubrir 

con nuevos impuestos o deuda.  

El endeudamiento en sí, no es negativo si se utiliza para desarrollar proyectos que promuevan 

e impulsen el crecimiento económico y social, generalmente a largo plazo. Pero en el caso 

del Perú, la acumulación de deuda es una salida para no tener conflicto con los sectores 

económicos de los más ricos, quienes hubieran tenido que aceptar aumentar su carga 

impositiva (MEF 2019). 

4.3.- Resultado 3. Sobre Presión Tributaria  
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Los Impuestos (MEF 2019). Existen impuestos planos, progresivos, regresivos, directos e 

indirectos. Los impuestos son planos cuando el porcentaje no es dependiente de la base; los 

impuestos regresivos consideran que a mayor ganancia menor tasa de impuestos; mientras 

que los impuestos progresivos establecen que a mayor ganancia mayor tasa de impuestos. 

Es así que los impuestos progresivos reducen el agobio sobre personas de ingresos menores, 

ya que estas pagan un menor porcentaje sobre sus ganancias.  

Impuestos Directos: Se aplican sobre las personas naturales y jurídicas, afectando sus 

ingresos y pertenencias. Los principales impuestos directos son el impuesto sobre la renta 

(IR) y el impuesto sobre el patrimonio. Estos afectan las decisiones relacionadas con la oferta 

de trabajo y la inversión, ya que gravan los salarios y la renta de capital.  

Impuestos Indirectos: Afectan a personas distintas del contribuyente, quien enajena bienes o 

servicios y traslada la carga del impuesto a quienes los adquieren o reciben. Este tipo de 

impuesto recae sobre una amplia variedad de bienes y servicios. Los principales son el 

impuesto general a las ventas (IGV), los aranceles aduaneros y los impuestos sobre 

consumos específicos. 

Los impuestos más representativos son el impuesto a la renta, el impuesto general a las 

ventas y el impuesto selectivo al consumo. 

El impuesto a la renta es el tributo que grava las ganancias o ingresos de personas naturales 

y jurídicas. Lo deben pagar las empresas, trabajadores en planilla e independientes, así como 

arrendatarios de departamentos que obtienen o perciben ingresos frecuentemente a lo largo 

del año. 

El impuesto general a las ventas (IGV) es un impuesto al consumo que grava el valor 

agregado generado en las diferentes etapas de producción, distribución y comercialización 

hasta llegar al consumidor final, quien finalmente asume la carga económica del impuesto. 

Actualmente, se aplica una tasa de 16 %, a la cual se le añade un 2 % que corresponde al 
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impuesto de promoción municipal (IPM), cuya recaudación está destinada al Fondo de 

Compensación Municipal (FONCOMUN). 

El impuesto selectivo al consumo (ISC) se estructura como un impuesto aplicable a las ventas 

en el país a nivel de productor, así como a la importación de los bienes que se especifica 

según lista. Generalmente, se considera bienes suntuarios o que generan externalidades 

negativas. 

Presión Tributaria y PBI. Los ingresos provenientes de los recursos que conforman el 

sistema tributario peruano se representan porcentualmente como un porcentaje de la presión 

tributaria en relación al PBI. 

La presión tributaria es un indicador cuantitativo pero que expresa, también, una realidad 

cualitativa. Al relacionar los ingresos tributarios de una economía con el producto bruto interno 

(PBI), nos permite medir la intensidad y la direccionalidad con la que un país grava a sus 

contribuyentes de los diferentes grupos económicos a través de tasas impositivas. Es decir, 

explicita una política tributaria. Se calcula dividiendo los ingresos recaudados entre el PBI, 

que es el valor monetario de los bienes y servicios finales producidos por un país en un 

período determinado (MEF, 2018 y SUNAT, 2023).  

Este indicador es muy útil para comparar el esfuerzo fiscal de la sociedad de un país, en 

relación a otros. Por ejemplo, la presión tributaria en el Perú, según la OCDE, fue 14,2 % en 

2019. Si bien tuvo un crecimiento respecto a los años 2017 y 2018, aún está por debajo del 

promedio de América Latina y de los países de la Organización para la Cooperación y el 

Desarrollo Económicos (OCDE 2019). 
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Cuadro: Presión tributaria OCDE – América Latina y el Caribe 2019 

La presión tributaria en el Perú es significativamente menor al promedio internacional. Al 

comparar los ingresos tributarios peruanos con los de otros países, se aprecia que la 

recaudación tributaria peruana es inferior. En el año 2018, la presión tributaria fue de 14,1 % 

(OCDE, 2019). 

El impuesto general a las ventas (IGV) ha constituido la principal fuente de los ingresos 

tributarios del Gobierno central durante los últimos años. Presenta una reducción en el año 

2009 como consecuencia, principalmente, de la crisis financiera internacional; 

posteriormente, se registra una recuperación de la recaudación y un crecimiento que va 

desacelerándose hacia el año 2014 hasta llegar a cifras negativas nuevamente por dos años 

(-0,9 % en 2015 y -1,6 % en el 2016), para recuperarse desde el año 2017 con un incremento 

real de 0,9 % y en 2018 con un crecimiento de 9,6 % real y alcanzando una presión de 6,6 % 

en términos del PBI (MEF, 2018 y SUNAT, 2019), según muestra el gráfico N.° 19. 
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En el análisis del rendimiento de los tributos de los años 2006 al 2018, por ejemplo, 

encontramos la importancia en el aporte tributario del IGV y cómo se mantiene, con algunas 

variaciones, a lo largo de dicho período. Los gráficos 17 y 18 de la SUNAT son bastante 

descriptivos (MEF, 2019 y SUNAT, 2023). 
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Según lo publicado por la Agencia EFE, la recaudación tributaria de Perú en 2021 ascendió 

a casi 140 000 millones de soles (aproximadamente, 35 300 millones de dólares), que 

equivale a un 16,1 % de su producto bruto interno (PBI), la mayor tasa de los últimos siete 

años. La cantidad recaudada es un 44,4 % mayor al 2020 y un 19,2 % superior a 2019, el año 

previo a la pandemia de la COVID-19, según señaló en un comunicado la Superintendencia 

Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria (SUNAT). Respecto a la presión tributaria 

sobre el PBI, los resultados de 2021 son 3,1 puntos porcentuales superiores a 2020 (13 %) y 

1,7 puntos más que en el año 2019 (14,4 %). 

El incremento en la recaudación tributaria proviene, sobre todo, del aumento de la demanda 

interna y de los elevados precios internacionales de los metales, principalmente del cobre, 

del que Perú es el segundo productor mundial. Esta circunstancia ha llevado a que en 2021 

Perú batiese su récord de exportaciones con cerca de 62 000 millones de dólares, según las 

previsiones, ya que la minería es la responsable de alrededor del 60 % de las exportaciones 

peruanas, del 10 % del PBI y de, aproximadamente, el 20 % de la recaudación tributaria. 

De acuerdo a información de la SUNAT, en enero de 2023 los ingresos tributarios del 

Gobierno central ascendieron a S/. 13 389 millones representando una disminución de 3,8 % 

en términos reales respecto a enero de 2022, explicado por la ralentización del crecimiento 

del PBI y la demanda interna, así como la reducción del nivel de importaciones (-18,0 %) y el 

tipo de cambio (-1,5 %), a lo que se sumó la medida de postergación del pago de obligaciones 

tributarias de las mypes a fin de darles liquidez a través de la R.S. 001-2023-SUNAT; y la 

liberación extraordinaria de fondos de las cuentas de detracciones, también para las mypes, 

mediante la R.S. 002-2023-SUNAT.  

Lo anterior fue parcialmente compensado por los mayores pagos a cuenta del impuesto a la 

renta de tercera categoría registrados en los sectores minería e hidrocarburos, 

principalmente, debido a las favorables cotizaciones de los productos exportados; así como 

por los mayores pagos extraordinarios registrados en enero de 2023, que superaron a los de 

enero de 2022. 
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El impuesto a la renta recaudado en enero disminuyó 0,7 %, explicado principalmente por la 

menor recaudación de las rentas de segunda categoría (-65,5 %), los pagos del régimen mype 

tributario (-10,2 %), los pagos del régimen especial de renta (-10,1 %), las otras rentas (-

6,5%), las rentas de cuarta categoría (-6,8 %), y las rentas de quinta categoría (-4,2 %); que 

reflejaron las postergaciones y el modesto desempeño de la actividad económica. (SUNAT, 

2023). 

El impuesto general a las ventas de enero disminuyó 6,8 %, a consecuencia de los menores 

pagos obtenidos por el IGV a las importaciones que disminuyó 11,2 %, lo mismo que el IGV 

interno que disminuyó 4,0 %, reflejando el menor dinamismo de la actividad, las 

postergaciones de pago de obligaciones y el impacto de la norma que aprobó hasta 2024 una 

menor tasa de IGV a las mypes dedicadas a servicios de hoteles, restaurantes y hospedajes. 

De igual forma, los pagos por impuesto selectivo al consumo registraron una disminución de 

18,6 %, debido principalmente a la contracción del ISC de importaciones, que disminuyó 37,3 

% al igual que el ISC interno que disminuyó 7,6 % lo cual reflejó especialmente el desempeño 

de las menores importaciones y la menor demanda de los productos gravados con este 

impuesto. 
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La Tributación Internacional. Los gobiernos tienen como facultad fundamental gravar a los 

ciudadanos con cargas impositivas. La recaudación tributaria representa la fuente más 

importante de fondos públicos en casi todos los países y se utiliza para proporcionar bienes 

y servicios públicos a sus ciudadanos, garantizar las operaciones del Gobierno, realizar 

inversiones públicas y realizar una mayor o menor redistribución de ingresos 

Un concepto que nos ayuda en el análisis es la Presión Tributaria. La presión tributaria es un 

indicador cuantitativo que se refiere a aspectos cualitativos de la política fiscal. Se 

calcula dividiendo los ingresos recaudados entre el PBI, que es el valor monetario de los 

bienes y servicios finales producidos por un país en un período determinado. Este indicador 

es muy útil para comparar el esfuerzo fiscal de la sociedad de un país respecto de otros. 

Expresa la intensidad diferenciada con la que un país grava a sus contribuyentes a través 

de tasas impositivas. Es también expresión de la aplicación de políticas tributarias que 

resulten en cargas equitativamente o inequitativamente distribuidas entre los grupos sociales 

que son contribuyentes.  

A continuación, presentamos algunos datos sobre la presión tributaria en Europa y América 

Latina y el Caribe. 
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Según la OCDE (2014), en el gráfico Presión fiscal comparada en Europa, en el 2014, la 

presión tributaria en el continente europeo revelaba un promedio de 35,20 % del PBI. El país 

con el indicador menor era Irlanda con 23,40 %; el promedio en la Unidad Europea estaba en 

40,30 %, resaltando los países nórdicos con promedios superiores al 40% 

(OCDE/CEPAL/CIAT/BID,2019).
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,  

De acuerdo a la CEPAL, al 2017, podíamos observar cómo el país con mayor presión 

tributaria era Cuba, siendo la presión promedio de América Latina y el Caribe 22,8 %; y se 

colocó como referente el promedio de la OCDE, 34,2 %. El Perú tenía una presión de 15,3 

%, como se aprecia (OCDE/CEPAL/CIAT/BID,2019). 
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La información que se presenta es ampliamente demostrativa de la situación del Perú, y de 

América Latina y el Caribe. 

Las Estadísticas Tributarias en América Latina y el Caribe (OCDE/CEPAL, 2022) muestran 

que: 

✓ Durante el período 1990-2010 se presentó un alza en la recaudación de los ingresos 

tributarios en América Latina, como un  reflejo de condiciones macroeconómicas 

favorables en los cambios experimentados en el entorno internacional. Cabe destacar 

que el 2010 hubo un cambio de tendencia en la recaudación para toda América Latina, 

mostrando una ligera recuperación en todos los países con excepción de Colombia, 

Costa Rica, República Dominicana y Venezuela. 

✓ Como antecedente tenemos que la presión tributaria al 2014 se encontró alrededor 

del 16,6 % del producto bruto interno (PBI), por debajo de la media de la región. 
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✓ De acuerdo a la CEPAL, al 2017 podíamos observar cómo el país con mayor presión 

tributaria era Cuba, siendo la presión promedio de América Latina y el Caribe (ALC), 

de 22,8 %; el Perú tenía una presión tributaria de 15,3 %.1 

 

✓ El promedio de los ingresos tributarios como porcentaje del PBI en ALC, aumentaron 

a 22,9 % en 2019.  

✓ Los ingresos tributarios como porcentaje del PBI en ALC oscilaron entre 13,1 % del 

PBI en Guatemala y 42,0 % del PBI en Cuba, en 2019. De los 26 países incorporados 

en el promedio –que incluye a Antigua y Barbuda por primera vez y no considera a 

Venezuela debido a la falta de disponibilidad de datos–, 14 países registraron un 

aumento en sus ingresos tributarios en 2019 y 12 experimentaron una disminución. 

Aparte de Cuba, todos los demás países registraron ingresos tributarios por debajo 

del promedio de la OCDE de 33,8 % del PBI. Sin embargo, la brecha entre los 

promedios de ALC y la OCDE se redujo de 15,4 p.p. en 1990 a 10,9 p.p. en 2019. 

✓ Las últimas estimaciones indican que los ingresos tributarios totales en 18 países de 

la región disminuyeron un 11,2 % en promedio en 2020, en comparación con 2019. 

La deuda pública externa aumentó durante el mismo período. 

✓ La estructura impositiva en los países de ALC y la OCDE fue diferente en 2017. En 

ALC, los impuestos sobre bienes y servicios (por ejemplo, IVA), que tienden a ser 

regresivos, representan aproximadamente el 50% de los ingresos tributarios en 

comparación con, aproximadamente, un tercio en la OCDE.  

✓ También en el año 2017, en promedio, en ALC el 44,3 % de la recaudación provino 

de impuestos a los ingresos y las ganancias y de las contribuciones a la seguridad 

social, en comparación con el 59,8 % en los países de la OCDE.  

 

 
 



75  

Apreciaciones del resultado. El Perú tiene un sistema tributario estándar que cuenta con 

cuatro impuestos principales: el impuesto general a las ventas, el impuesto a la renta, el 

impuesto selectivo al consumo y los derechos arancelarios. Dichos impuestos representan el 

90 % de la recaudación total. Los tributos más importantes son los indirectos, ya que entre el 

IGV y el ISC representan, aproximadamente, el 65 % del total de ingresos tributarios del 

Gobierno central. 

En comparación con la presión tributaria promedio en América Latina (14,9 % en 2018), se 

observa que el Perú, en la actualidad, todavía tiene un margen de crecimiento potencial para 

la mejora de políticas de ingresos públicos. 

La estructura de la recaudación de impuestos en el Perú, por ejemplo para el año 2014, fue 

60 % de los ingresos tributarios por impuestos indirectos: el IGV representa aproximadamente 

53 %, mientras que el ISC y el impuesto a las importaciones representan, en conjunto, 

aproximadamente 7 %. El 40 % restante corresponde a impuestos directos. 

En este sentido, es más ineficiente que en países desarrollados donde prima la recaudación 

por impuestos directos; y es regresivo, ya que no es proporcional al nivel de ingresos por el 

dominio de impuestos indirectos. 

Ambas formulaciones apuntan a la idea de redistribución de la riqueza entre los miembros de 

una comunidad por razones de justicia social. Las soluciones concretas de las formas y la 

profundidad de este proceso pueden ser múltiples.  

4.4.- Resultado 4. Sobre los Servicios de Educación 

Situación de los servicios de educación  

El panorama de la educación en el Perú es preocupante. Los resultados de la información 

que presentamos revelan cifras que presentan una visión crítica de la educación en nuestro 

país. El MINEDU (2022) estima que, debido a la pandemia, en el año 2021, un total de 124 

533 estudiantes dejaron de asistir a clases. 
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Analizaremos los aspectos más importantes que nos revelan el estado actual de los servicios 

educativos.  

Abandono escolar. El Perú tiene una tasa de deserción escolar del 6,3 %, según cifras del 

Ministerio de Educación (MINEDU).  Según una encuesta del INEI (2021), 22 de cada 100 

jóvenes entre 17 y 18 años, no han logrado concluir la educación secundaria, mientras 5 de 

cada 100 jóvenes entre 13 y 19 años no la han culminado. Esto significa que existe un gran 

porcentaje de la población que carece de las habilidades necesarias para tener competitividad 

en el mercado laboral y contribuir a la productividad del país. En el Perú, cada hora, 14 niñas 

y niños dejan de estudiar (ENAHO, 2021). 

Desigualdades. Se presentan desigualdades de género. Aunque el nivel educativo de las 

niñas ha mejorado en las últimas décadas, continúa existiendo desigualdad, lo que significa 

que numerosas familias aún no ven la educación de las niñas como una prioridad y muchas 

son privadas de la oportunidad de asistir a la escuela. Según información de Estadística de 

Calidad Educativa (ESCALE, 2018), del MINEDU, aún persiste un mayor porcentaje de 

deserción en las mujeres (10,2 %), frente a los varones (8,4 %). En ese sentido, las niñas 

reciben una educación de menor calidad que los niños, lo que repercute negativamente en 

su futura empleabilidad y su potencial de desarrollo económico.  

Baja tasa de alfabetización. Cerca de 1,3 millones de personas de 15 a más años reportaron 

no saber leer ni escribir, según el censo realizado por el Instituto Nacional de Estadística e 

Informática (INEI). En tanto, en las zonas rurales, la tasa de analfabetismo asciende en 22,8 

% para las mujeres. La baja tasa de alfabetización impacta en la calidad de la educación en 

el país, ya que las y los estudiantes no pueden acceder y entender los materiales educativos 

a su disposición. Según el INEI, en el año 2020 la tasa de alfabetización en el Perú fue del 

95,2 %. 
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Alto costo de la educación. En el año 2020, el 55,7 % de niñas, niños y adolescentes que 

trabajaban, señalaron que no asistían a sus centros de estudios debido a problemas 

económicos o familiares. Según el Instituto Nacional de Estadística e Informática, esa es la 

principal razón por la que el grupo etario de 6 a 16 años no se encontraba matriculado o no 

asistía a clases; ello incluye a los que dejaron de estudiar por dedicarse a trabajar y a los que 

se dedican a los quehaceres del hogar (INEI, 2021). 

De igual manera, resulta preocupante el elevado coste de la educación en Perú. Según el 

Banco Mundial, al 2020, el coste medio de la educación secundaria en el país era el 8,3 % 

de la renta media per cápita, y el coste medio de la educación superior el 16,2 %. Esta cifra 

es considerablemente mayor a la media de América Latina y el Caribe, y significa que muchos 

estudiantes no pueden acceder a una educación de calidad debido a las limitaciones 

financieras.  

Brechas en el área rural. Las y los adolescentes que viven en zonas rurales se ven en la 

obligación de trabajar debido a problemas económicos y, en consecuencia, a reducir el tiempo 

que dedican al estudio. Así lo confirma el Instituto Peruano de Economía (IPE, 2022), 

revelando que la fuerza laboral de trabajadores entre 14 y 18 años en las zonas rurales, ha 

aumentado en 485 mil a principios de 2021. En estas circunstancias, las y los jóvenes se ven 

obligados a acceder a industrias y trabajos no competitivos en los que existen escasas 

oportunidades de crecimiento profesional. 

Acceso a servicios básicos. Las inequidades y carencias en el sector educación se 

evidencian en los niveles de acceso a servicios básicos en los colegios y, también, en el 

estado de la infraestructura en zonas rurales, principalmente amazónicas.  

De acuerdo al Censo de Infraestructura, solo el 43 % de las escuelas públicas contaban con 

acceso a agua, desagüe y electricidad. Asimismo, como se observa en la siguiente figura, los 

locales de la selva presentaban las condiciones menos favorables. Particularmente, las 
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regiones Ucayali y Loreto son las que contaban con menos del 10 % de colegios con acceso 

a los tres servicios básicos (agua, desagüe y electricidad) por red pública. 

Acceso a la educación. Según el INEI (2014), en el Perú se presentan grandes diferencias 

en las tasas de matrícula a nivel regiones. Como se puede observar en la Figura 18, solo dos 

regiones superan el 90 % de matrícula inicial; mientras que dos regiones del país no superan 

el 70 % de matrícula. En total, hay 12 regiones donde más del 20 % de los niños de 3 a 5 

años no han tenido acceso oportuno a la educación inicial, entendida en términos de 

matrícula. 

 

Infraestructura educativa.  La infraestructura educativa incluye la conexión con servicios 

como luz eléctrica, saneamiento, agua potable, teléfono y conectividad a Internet; así como 

la existencia de espacios educativos, es decir aquellos espacios implementados con recursos 

educativos específicos y especializados para el desarrollo del proceso de enseñanza y 

aprendizaje de una determinada área curricular o áreas afine tales como laboratorios de 

ciencias, computación, bibliotecas, salas de arte, de música, canchas de deportes, gimnasios, 

entre otros.  
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La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE, 2014), señala la 

importancia de que la infraestructura educativa responda a una política de aseguramiento de 

servicios básicos, de equipamiento y de conectividad, así como a una política de inversión en 

adquisición y en mantenimiento preventivo y constante de infraestructura, mobiliario y 

equipamiento propicio para el aprendizaje de los alumnos. 

Si bien en Perú no se cuenta con un diagnóstico que identifique la brecha de infraestructura 

deportiva, de acuerdo a la Ley N.º 28036, Ley de Promoción y Desarrollo del Deporte, en la 

construcción de todo centro educativo, instituto superior y universidad se debe considerar la 

existencia de infraestructura para uso exclusivo del deporte. Asimismo, debido a que toda 

práctica físico-deportiva supone en sí misma una actividad riesgosa, se hace relevante 

garantizar la seguridad de las instalaciones en las cuales se practica deporte, por lo que el 

mantenimiento de los espacios deportivos es parte fundamental de las políticas de deporte. 

Estudiar en condiciones adecuadas constituye la garantía más elemental que el Estado debe 

brindar a sus estudiantes. No obstante, la infraestructura de las instituciones educativas 

públicas es deficiente, tanto a nivel cuantitativo como a nivel cualitativo; es decir, no cumple 

con estándares mínimos de calidad que garanticen el espacio óptimo para el desarrollo de 

aprendizajes y capacidades. 

Las cifras del Primer Censo de Infraestructura Educativa (2013) reflejan que el 45 % de 

edificaciones requiere refuerzo; el 24%, sustitución; el 15%, mantenimiento; el 5%, 

rehabilitación; y el 9% no requieren intervención. 
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Equipamiento. En lo referido a la disponibilidad de mobiliario, cifras del Censo Escolar de 

2013, muestran que casi el 20 % y más del 40 % de colegios no cuentan con suficientes 

carpetas y pizarras, respectivamente. 

La seguridad y calidad del espacio escolar contribuye con el desarrollo del proceso 

enseñanza-aprendizaje en todos los niveles educativos. Esto implica que se requiere contar 

con una adecuada infraestructura, equipamiento y mobiliario, así como con todos los servicios 

básicos. También es necesario que se disponga de un nivel de conectividad y acceso a las 

TIC óptimo. 

Los siguientes indicadores,  que no han var iado mucho,  permiten ident i f icar  el 

estado de las instituciones educativas en el país: 

✓ 15% de escolares de educación básica regular cuentan con aulas en buen estado. 

✓ 30% de instituciones educativas de primaria o secundaria tienen acceso al servicio 

de Internet. 

✓ 45% de instituciones educativas de primaria o secundaria disponen del servicio de 
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agua y saneamiento. 

Estado de las aulas. El componente de infraestructura educativa más importante es el aula, 

la cual constituye el ambiente educativo donde se producen los procesos de aprendizaje-

enseñanza. El buen estado de los espacios educativos contribuye al logro educativo. 

El porcentaje de locales escolares públicos de gestión directa de educación básica regular 

que cuentan con aulas en buen estado se estimó en 15 % (Censo de Infraestructura 

Educativa, 2013). 

Para ser calificadas como aulas en buen estado, se debe cumplir con los siguientes criterios: 

• Tienen paredes limpias y pintadas. 

• Tienen vidrios completos y sin roturas en las ventanas. 

• Tienen puertas que no permiten ingresar si están cerradas. 

• Tienen pisos con superficie uniforme o plana. 

• El ambiente cuenta con servicio eléctrico operativo. 

Servicios básicos. La disponibilidad de servicios básicos en las escuelas tiene un impacto 

positivo en el rendimiento escolar. Por ejemplo, los servicios sanitarios evitan que se 

propaguen enfermedades y plagas, las cuales aumentarían el ausentismo entre los alumnos. 

También debemos considerar que la provisión de electricidad a las escuelas incrementa los 

logros de aprendizaje de los alumnos dado que les facilita la lectura, permite ver 

adecuadamente la pizarra y provee de energía a otros artefactos útiles, como los ventiladores 

para mantener fresco el salón de clase. También la conectividad a Internet, representa lo 

mínimo requerido para introducir y utilizar los recursos educativos tecnológicos en el proceso 

educativo. Un aspecto adicional es el aumento de la motivación de los estudiantes por el uso 

de las tecnologías de comunicación e informática en clases, lo que aumenta a su vez el nivel 

de asistencia al colegio. 
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En relación a los servicios básicos, la situación es particularmente grave en áreas rurales, 

donde solo 8 de cada 10 escuelas públicas cuentan con acceso a agua, desagüe y 

electricidad. Asimismo, como se observa en la figura adjunta, los locales de la selva presentan 

las condiciones menos favorables. Particularmente, las regiones Ucayali y Loreto son las que 

cuenta con menos del 10% de colegios con acceso a los tres servicios básicos por red pública. 

El indicador de porcentaje de locales escolares de primaria y secundaria públicos de gestión 

directa que cuentan con el servicio de agua y saneamiento es de 45 % (2015). La proporción 

de escuelas rurales se consideró constante. 

El agua y el alcantarillado representan una necesidad indispensable para los niños en las 

escuelas. Deficiencias en el acceso a estos servicios están vinculadas a mayores incidencias 

de enfermedades diarreicas agudas y a la menor asistencia y el rendimiento escolar. 

Se considera que las instituciones educativas cuentan con acceso a saneamiento cuando 

disponen de alguna forma de disposición sanitaria de excretas: (i) red pública de desagüe, 

dentro o fuera del local, (ii) letrina o, (iii) pozo séptico. Se considera que las instituciones 
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educativas cuentan con el servicio de agua si tienen acceso a una red pública u otra fuente 

que no sea acequia ni manantial (Censo de Infraestructura Educativa, 2013). 

Materiales y recursos educativos. Los materiales y recursos educativos corresponden a 

aquellos instrumentos que apoyan el desarrollo de los procesos enseñanza-aprendizaje. No 

solo deben estar disponibles oportunamente para los alumnos y profesores, sino que también 

debe garantizarse que sean usados regularmente en clase, siendo pertinentes al contexto 

cultural y lingüístico de las instituciones educativas y en un lenguaje comprensible para 

alumnos y profesores. 

El Informe de Resultados de la prueba PISA (OCDE, 2018), indica que el hecho de tener 

materiales que sean de buena calidad, adecuados y disponibles oportunamente no garantiza, 

necesariamente, un alto aprendizaje; sin embargo, su ausencia sí tendría un impacto 

negativo. Asimismo, precisa que lo determinante para un mejor rendimiento de los alumnos 

no es solo la disponibilidad de los recursos, sino también la calidad de los mismos, el uso que 

se haga de ellos, y la eficacia de dicho uso. 

Falta de recursos e infraestructura adecuada: Muchas escuelas en el Perú carecen de 

recursos básicos como libros de texto, materiales didácticos y equipos tecnológicos. Además, 

la infraestructura de muchas escuelas es deficiente, lo que dificulta la enseñanza y el 

aprendizaje. 

Uso de TIC. Es importante que la infraestructura educativa contemple el acceso a una 

conexión a Internet, ya que constituye el requerimiento básico para aprovechar los recursos 

educativos tecnológicos en los procesos de enseñanza-aprendizaje. La aplicación de 

Tecnologías de Información y Comunicación (TIC) en el proceso educativo no está vinculada 

al simple acceso, provisión o mayor uso de las mismas, sino también a las características del 

contexto (económico, social y cultural) del estudiante, a cómo los profesores las integran al 

currículo y a la existencia de condiciones institucionales favorables para su uso. 
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El indicador de instituciones educativas con acceso a Internet, es el porcentaje de locales 

escolares de primaria y secundaria públicos de gestión directa y públicos de gestión privada, 

que disponen de este servicio. Ha sido del 30% y es probable que con la pandemia se haya 

llegado cerca del 50%. Según información proporcionada por el Fondo de Inversión en 

Telecomunicaciones, se planteaba el 100 % de cobertura urbana y el 24 % de cobertura en 

zonas rurales para el año 2021 (FITEL, 2021). 

La pandemia de la COVID-19 ha puesto de manifiesto la brecha digital en el Perú, que afecta 

especialmente a los estudiantes más pobres y vulnerables. La falta de acceso a dispositivos 

y a la conectividad a Internet ha dificultado la educación a distancia, aumentando las 

desigualdades en el proceso de educación. 

Remuneraciones. Considerando la indiscutible importancia del rol docente en el proceso 

educativo, es innegable la necesidad de atraer a las personas más capacitadas para ejercer 

la docencia, acción que pasa por revalorizar esta carrera, así como por retribuir debidamente 

a los buenos maestros. En este sentido, hablar de una política de selección y crecimiento 

profesional del docente implica responder a un esquema meritocrático que asegure la 

atracción, la retribución y la valoración de los docentes idóneos. 

En esta línea, la evidencia internacional muestra que gran parte de la efectividad de los 

sistemas educativos de Canadá, Finlandia, Corea del Sur, Singapur y Cuba responden al 

trabajo realizado por estos países para hacer de la carrera docente una carrera atractiva, 

enfocándose en la captación de las personas más competentes para la enseñanza de los 

niños. 

Existen políticas orientadas a la diferenciación de remuneraciones de acuerdo a las escalas 

de la carrera magisterial. En este caso, se deben fijar proyecciones y expectativas claras 

respecto a estándares de desempeño deseados, los cuales deben estar acompañados de 

mecanismos de progresión basados en el mérito que permita el incremento de la calidad del 

desempeño de los docentes. 
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Ñopo y Mizala (2014) indican que en el Perú, la remuneración al iniciar la carrera docente 

está 44 % por debajo de la remuneración promedio en Latinoamérica y 75 % debajo del 

promedio de los países de la OCDE. Si se compara el salario docente con otras profesiones, 

según un estudio comparativo entre 13 países latinoamericanos, el Perú ocupa el segundo 

lugar como país con mayor brecha salarial entre los docentes y otros profesionales y técnicos 

(42,4 %), siendo superado sólo por Nicaragua. 

En el Perú hay un esfuerzo incompleto por mejorar las remuneraciones docentes. La escala 

de la remuneración integral mensual, monto que se entrega de manera general a todos los 

docentes en función a su escala magisterial y la jornada de trabajo, es la siguiente: 

 

Remuneración de docentes en el sector público. Fuente: MINEDU 2023 

A fin de fortalecer una política de atracción de los mejores profesionales a la carrera docente, 

la literatura y evidencia internacional como el estudio de Kane y Staiger (2008), muestran que 

es importante combinar las siguientes políticas: (I) incrementar la exigencia en los requisitos 

de ingreso a los programas de formación inicial docente, (II) incrementar los salarios, 

principalmente al inicio de la carrera, (III) diversificar las maneras de incrementar la cantidad 

de docentes, e (iv) incrementar el estatus y el prestigio de los docentes. 

Calidad de la Educación 
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De forma breve analizaremos la información disponible sobre la calidad de la educación en 

el Perú. Para este fin evidenciamos las apreciaciones que formularemos a continuación. 

Variables estratégicas. El análisis de la situación de la educación en el Perú, se presenta 

de forma resumida en el “Documento Prospectiva al 2030”, que el Ministerio de Educación 

difunde. Según el referido documento, de la observación de las tendencias y de los 

componentes del sector educativo, se identificaron 43 variables que influyen en él. De 

acuerdo al nivel de influencia y dependencia entre estas variables, se identificó que las seis 

más estratégicas, por representar los principales resultados del sector o ser claves para el 

desarrollo de dichos resultados, son las siguientes: 1. nivel de aprendizaje, 2. acceso a 

servicios de educación y deporte, 3. calidad de la formación en la educación superior, 4. 

desempeño docente, 5. estado de infraestructura educativa y deportiva, 6. liderazgo directivo 

en las instituciones educativas.  
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El diagnóstico de las seis variables estratégicas identificadas puede sintetizarse en los valores 

para los indicadores de cada variable, según la siguiente tabla.

 

La tabla expresa el deplorable nivel de aprendizaje de los estudiantes en comprensión lectora 

y matemática; los bajos índices en formación de la educación superior universitaria y 

desempeño docente; así como los niveles preocupantes del estado de la infraestructura 

educativa y deportiva. 

También se construyó un diagrama del estado de cada variable en base al valor actual de los 

indicadores asociados a las variables estratégicas. El diagrama siguiente, grafica el estado 

de cada variable en una escala de 0 a 10. 
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Análisis de niveles satisfactorios. Tomando los resultados presentados por la Oficina de 

medición de la calidad de los aprendizajes, del MINEDU (2015), podemos enfocar el análisis 

por zona urbana o rural, de acuerdo a los gráficos siguientes: 
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De los resultados para primaria, los que corresponden a las zonas rurales han sido –

históricamente– bastante menores a las urbanas, evidenciando una agenda pendiente. Para 

el caso de secundaria, los resultados expresan una marcada brecha de aprendizaje en este 

ámbito.   

Como un referente de la situación, producto de la carencia de servicios, tenemos la prueba 

PISA que se aplica cada tres años y busca conocer en qué medida los estudiantes de 15 

años de edad son capaces de usar los aprendizajes adquiridos en la escuela para enfrentar 

situaciones y desafíos de las sociedades actuales. Según el Programa para la Evaluación 

Internacional de Estudiantes (PISA, 2018), nuestro país obtuvo una puntuación de 404 en el 

área de lectura, 397 en matemáticas y 404 en ciencias; resultados que ubicaron al Perú por 

debajo del promedio de los países de la OCDE y de América Latina. 

En el año 2019, solo el 11,1 % de los estudiantes de 2.° grado de primaria de zonas rurales 

cumplieron satisfactoriamente los objetivos de aprendizaje en matemáticas, lo que 

corresponde aproximadamente a 1 de cada 10 niñas y niños; y solo el 3,8 % de estudiantes 

en Loreto cumplieron los mismos objetivos, es decir menos de 4 niños por cada 100 (Oficina 

de Medición de la Calidad de los Aprendizajes – MINEDU, 2019). Según el Ministerio de 

Educación, en el año 2019, el porcentaje de estudiantes que alcanzaron el nivel de logro 

satisfactorio en el área de comunicación en el nivel de educación primaria fue de 52,6 %, 

mientras que en el área de matemáticas fue de 26,6 %.  

La deserción escolar. La tasa de deserción acumulada en los ámbitos rurales de la 

población entre 13 y 19 años de edad con educación básica incompleta alcanza el 13 %, 4 

puntos por encima del 9,2 % en el ámbito urbano. Aquí se evidencia una brecha entre 

hombres y mujeres, dado que en el caso de las mujeres la tasa de deserción  alcanza el 16 

%, respecto al 10% de los hombres. Esta situación se agrava en regiones como Ucayali que 

presenta la tasa acumulada más alta con 20,2 %, seguida de San Martín (19,7 %), 

Lambayeque (18,8 %) y Loreto (18 %) (MINEDU, 2018 - Política de Atención Educativa para 
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la Población de Ámbitos Rurales).  Según el INEI, en el año 2019, la tasa de deserción escolar 

en el nivel de educación secundaria fue de 5,6 %. 

Cobertura educativa: En el año 2020, la cobertura educativa en el nivel de educación inicial 

fue de 92,1 %, en el nivel de educación primaria fue de 92,8 %, en el nivel de educación 

secundaria fue del 84,8 %, y en el nivel de educación superior fue de 26,5 %, según datos del 

Ministerio de Educación. 

Gasto en educación: En el año 2020, el gasto público en educación en el Perú fue de 3,5 % 

del PBI, según el Ministerio de Economía y Finanzas. 

Relación estudiante-docente: Según datos del Ministerio de Educación, en el año 2020, la 

relación estudiante-docente en el nivel de educación primaria fue de 22,8 estudiantes por 

docente; y en el nivel de educación secundaria fue de 24,9 estudiantes por docente. 

Efectos de la educación. De acuerdo a la OCDE, a nivel de los países latinoamericanos, se 

ha comprobado que los estudiantes que han tenido acceso a la educación inicial tienen un 

mejor desempeño en la prueba PISA que aquellos que no. Específicamente, se identificó que 

el efecto de la educación inicial permite tener en promedio 41 puntos más en la prueba, lo 

cual equivale a un año más de educación secundaria (OCDE, CAF, CEPAL, 2014). 

Asimismo, otros estudios encontraron que, ya adultos, estas personas tenían un salario 

mayor, mejores trabajos y una probabilidad tres veces mayor de poseer su propia casa. 

También tenían cuatro veces menos probabilidades de ser arrestados por posesión de 

drogas. Cabe resaltar que estas diferencias siguieron marcadas a los 40 años (Parks, 2000).  

Barreras para estudiar. La presencia de barreras para la continuidad de los estudios y el 

logro de aprendizaje, está representada principalmente por el nivel de pobreza, el género, el 

lugar de residencia, la tenencia de alguna discapacidad, la lengua originaria, entre otros 

(Banco Mundial, 2013). 
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Por último, considerando la importancia y la relevancia expuesta, se debe recalcar que el reto 

de cualquier sistema educativo no es únicamente el acceso y la permanencia en el  sistema 

educativo, sino la calidad y efectividad de todo el tiempo de aprendizaje que recibe el 

educando. 

Calidad docente. McKinsey & Company, en el año 2008, en el estudio de los sistemas 

educativos con mejores desempeños a nivel mundial, combinó resultados cuantitativos con 

perspectivas cualitativas respecto a lo que tienen en común los sistemas educativos de alto 

desempeño, que mejoran rápidamente. Destaca la relevancia de la calidad de los docentes 

en el aprendizaje de los estudiantes y señala que el nivel educativo de un país tiene como 

techo la calidad docente. Esta afirmación se sustenta en la evidencia encontrada por este 

estudio, la cual sugiere que el principal factor impulsor de las variaciones en el aprendizaje 

escolar de los sistemas investigados es la calidad de los docentes. 

A continuación, se describen los tres (03) subcomponentes que conforman el componente de 

calidad docente: formación docente; atracción y retribución docente; y evaluación docente 

(Documento Prospectiva al 2030). 

La formación docente implica identificar las competencias, prácticas pedagógicas y 

habilidades que se espera los docentes desarrollen, a fin de lograr que sus alumnos 

adquieran los aprendizajes correspondientes. Asimismo, se necesita diseñar los esquemas y 

herramientas más eficaces que permitirán suministrar a los docentes en formación, así como 

a aquellos que ya se encuentran en servicio, los diferentes conocimientos, las capacidades y 

las habilidades previamente definidos. Hay que considerar el nuevo rol que deben asumir, en 

un contexto en el cual la enseñanza ha dejado de ser un proceso de transmisión 

unidireccional de conocimientos que enfatiza la presencia del docente, para convertirse en 

un proceso creativo en el que el estudiante adquiere una participación más activa. 

La baja calidad docente evidenciada en los resultados de las evaluaciones que estos rinden, 

nos indica que las instituciones formadoras de educación superior no desarrollan programas 
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efectivos y adecuados a los requerimientos actuales. La demanda de docentes capaces de 

lograr que se generen los aprendizajes esperados, nos revela la carencia de estrategias que 

aseguren la selección de los mejores perfiles para ser formados como docentes, la provisión 

de programas de formación que garanticen el egreso de docentes preparados, y el 

establecimiento de un ciclo de formación continua docente que mantenga la calidad de 

enseñanza que los alumnos necesitan. 

La baja efectividad de la enseñanza se debe a una variedad de factores. El primero está 

relacionado al bajo prestigio de la profesión docente. Al respecto, se halló que 6 de cada 10 

padres peruanos no incentivaría a su hijo a convertirse en profesor (Espinoza Lecca, Espezu 

Berríos, & Choque Larraurí, 2015). A nivel de los propios docentes, según la Encuesta 

Nacional a Docentes 2014, solo a un 44 % de ellos les gustaría que sus hijos siguieran la 

misma carrera.  A pesar de ello, la carrera docente es la cuarta más común, aunque solo el 

51 % de graduados logre laborar como profesor (Bruns, 2014). 

A fin de poder implementar políticas de formación, atracción y retribución al desempeño 

docente, se requiere de sistemas de evaluación que permitan identificar y caracterizar el nivel 

de cada docente; así como revalorizar y hacer más atractiva en lo económico y en 

oportunidades de desarrollo, la carrera magisterial. 

Deficiencias en la formación docente: La formación de los docentes en el Perú es uno de 

los principales problemas que afecta la calidad de la educación. En muchos casos, los 

docentes no cuentan con una formación adecuada para el nivel de enseñanza que imparten, 

lo que se refleja en el bajo desempeño de los estudiantes. 

Formación universitaria. Según la Superintendencia Nacional de Educación Superior 

Universitaria, al 31 de diciembre de 2021, un total de 108 universidades peruanas habían 

obtenido su licenciamiento institucional, lo que significa que cumplen con los estándares de 

calidad establecidos. Medio centenar de universidades no consiguieron el licenciamiento por 

no cumplir con los requisitos básicos. 
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Docentes con formación de posgrado: Según el Ministerio de Educación, en el año 2020, el 

21,3 % de los docentes del nivel de educación primaria contaba con formación de posgrado, 

mientras que en el nivel de educación secundaria este porcentaje era del 38,4 %. 

Apreciaciones del resultado 

De forma actualizada y evidenciando la situación de la educación, presentamos lo siguiente: 

1) Falta de recursos e infraestructura adecuada: Muchas escuelas en el Perú carecen de 

recursos básicos como libros de texto, materiales didácticos y equipos tecnológicos. 

Además, la infraestructura de muchas escuelas es deficiente, lo que dificulta el 

aprendizaje y la enseñanza. 

2) Deserción escolar y absentismo: La deserción escolar es un problema importante en 

el Perú, especialmente en las zonas rurales y entre los grupos más vulnerables. 

Además, el absentismo de los docentes también afecta la calidad de la educación. 

3) Brecha digital: La pandemia de la COVID-19 ha puesto de manifiesto la brecha digital 

en el Perú, que impacta especialmente a los estudiantes más pobres y vulnerables.  

4) Gasto en educación: En el año 2020, el gasto público en educación en el Perú fue de 

3,5 % del PBI, según el Ministerio de Economía y Finanzas. 

5) Deserción escolar: Según el INEI, en el año 2019 la tasa de deserción escolar en el 

nivel de educación secundaria fue de 5,6 %. 

6) Pruebas PISA: En el Programa para la Evaluación Internacional de Estudiantes (PISA, 

2018), el Perú obtuvo una puntuación de 404 en el área de lectura, 397 en 

matemáticas y 404 en ciencias. Estos resultados ubicaron al Perú por debajo del 

promedio de los países de la OCDE y de América Latina. 

7) Deficiencias en la formación docente: La formación de los docentes en el Perú es uno 

de los principales problemas que afecta la calidad de la educación. En muchos casos, 

los docentes no cuentan con una formación adecuada para el nivel de enseñanza que 

imparten, lo que se refleja en el bajo desempeño de los estudiantes 
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4.5.- Resultado 5.  Sobre los Servicios de Salud 

Situación de los servicios de Salud 

Reseñaremos información que nos da un panorama general sobre el estado de los servicios 

de salud. Para este propósito hemos efectuado la búsqueda y presentación de situaciones y 

datos que evidencian las apreciaciones que efectuaremos.  

Los establecimientos de salud del primer nivel de atención, tienen capacidad instalada 

inadecuada, lo que no permite brindar una atención apropiada. De acuerdo con datos del 

Registro Nacional de Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud (RENIPRESS, enero 

de 2020) de la Superintendencia Nacional de Salud, se presenta lo siguiente:  

✓ A nivel nacional, el sector salud cuenta con más de ocho mil establecimientos de salud 

del primer nivel de atención, incluyendo a EsSalud, sanidades de las Fuerzas 

Armadas y Policía Nacional del Perú.  

✓ De los establecimientos de salud del primer nivel de atención, el 77,78 % presentan 

capacidad instalada inadecuada expresada en la precariedad de la infraestructura, 

equipamiento obsoleto, inoperativo o insuficiente. 

✓ El referido registro nos presenta que hay once departamentos con un porcentaje 

mayor al 80 % de inadecuada capacidad instalada. Estos departamentos son 

Amazonas, Arequipa, Madre de Dios, Ica, Junín, Moquegua, Pasco, Piura, Puno y San 

Martin. El departamento Madre de Dios presenta el porcentaje extremo de 91 %. 

✓ En EsSalud, en 2022, se identificaron 242 establecimientos de salud del primer nivel 

de atención con capacidad instalada inadecuada, lo que representa el 84 % del total 

de estos establecimientos, siendo las redes de Junín (18); La Libertad (15) y Piura 

(13), las que cuentan con mayor cantidad de centros asistenciales inadecuados. 

Tienen 10 o más establecimientos inadecuados las redes de Almenar, Áncash, 

Arequipa, Cajamarca, Cusco, Huánuco, Juliaca, Junín, Lambayeque, Rebagliati, 

Sabogal. 



95  

Los hospitales, los cuales son responsables de satisfacer las necesidades de salud de la 

población de su ámbito jurisdiccional, a través de una atención integral ambulatoria y 

hospitalaria, ofrecen servicios especializados y reciben las referencias de los 

establecimientos de salud de primer nivel de atención de su ámbito de competencia. La 

situación que presentan es la siguiente: 

✓ Al mes de enero de 2020, en el Registro Nacional de IPRESS (RENIPRESS, 2020) 

se contabiliza con capacidad instalada inadecuada, 243 hospitales de segundo y 

tercer nivel de atención: 137 son de categoría II-1; 49 son de categoría II-2; 20 de 

categoría II-E; 31 de categoría II-1; y 5 de categoría III-E. 

✓ En promedio, el 51 % de hospitales del sector salud de segundo y tercer nivel de 

atención, presentan brechas de infraestructura las cuales van a impedir que se pueda 

prestar servicios de salud en condiciones adecuadas.    

✓ Los departamentos con indicadores de brecha más altos, porcentualmente, en 

relación al número de establecimientos que administran, son los siguientes: Áncash 

83 %, Lima 76 %; Tumbes 67 % Ucayali 67 %; Apurímac 67 %; Ayacucho 60 %; 

Huancavelica 60 %; Junín 60 %; Puno 50 %; Cusco 50 %.  

✓ En el caso de Essalud,  encontramos que, en el segundo y tercer nivel de atención, a 

nivel nacional, tiene 73 centros hospitalarios con capacidad instalada inadecuada. La 

mayor cantidad de establecimientos de salud inadecuados son: Almenara; Arequipa; 

Cusco; Ica; La Libertad; Lambayeque; Piura y Rebagliati.  

Las Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud.  Según lo establecido en el artículo 

7.° del Decreto Legislativo N.º 1158, se considera a las Instituciones Prestadoras de Servicios 

de Salud (IPRESS), como los establecimientos de salud y servicios médicos de apoyo, 

públicos, privados o mixtos, creados o por crearse, que realizan atención de salud con fines 

de prevención, promoción, diagnóstico, tratamiento y/o rehabilitación; así como aquellos 

servicios complementarios o auxiliares de la atención médica, que tienen por finalidad 
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coadyuvar en la prevención, promoción, diagnóstico, tratamiento y/o rehabilitación de la 

salud. Es decir, están registradas como IPRESS, entidades públicas y privadas.  

Del total de Instituciones Prestadoras de Servicios de Salud, 14 722 (61,45 %) pertenecen al 

régimen privado, y el restante pertenece al régimen público, como detalla el INEI, en 2016. 

Esta alta cifra de IPRESS privadas, se puede explicar por el alto número de clínicas y 

establecimientos de salud pequeños egistrados como tales. A continuación, tomamos como 

ejemplo tres departamentos: 

Departamento Establecimientos 

Públicos 

Establecimientos 

Privados 

Total 

Arequipa 314 824 1 138 

Tacna 104 426 530 

Lima  1 053 7 965 8 918 

    

Tabla propia elaborada en base a la tabla 22 del INEI - Encuesta nacional de satisfacción de 

usuarios en Salud, 2016  

Prehospitalario. La tendencia mundial a la especialización de la medicina en todos sus 

ámbitos también es un hecho que debemos considerar, donde en una misma ciudad se 

convive con un modelo de centros de atención por patología, centros de referencia para 

trauma (centro de trauma en sus distintos niveles), centros para quemados, centros de 

resolución neurocrítica, entre otros.  

Esta situación se complica aún más cuando la derivación es de nivel nacional, es decir, los 

pacientes deben transportarse en algunas ocasiones más de 1 000 km para llegar al centro 

de derivación nacional para su patología. En este contexto planteado y para un correcto 

trabajo en red, es fundamental un sistema prehospitalario que cumpla características que 

permitan mitigar los riesgos de emergencias ciudadanas de distinta índole, constituyendo el 

primer eslabón de atención sanitaria frente a emergencias. Del buen funcionamiento de este 
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depende el pronóstico de vida de aquellos que sufren una ocurrencia de este tipo, en algunos 

casos, implicando la diferencia entre vivir o morir. Esta condición constituye la base esencial 

para asegurar la provisión de un servicio acorde con las bases fundamentales de la actuación 

del Estado frente a la vida y la salud de su población (INEI, 2016 - Encuesta Nacional de 

Hogares). 

 

 

Automedicación: Tal como se demuestra en la tabla 4D, casi un 20 % de la población acude 

a una farmacia cercana a su domicilio u otros cuando tiene algún problema de salud. (INEI, 

2018). 
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Existe incremento de la automedicación a consecuencia del limitado acceso de la población 

a los servicios públicos de salud, lo que orienta a considerar a los establecimientos 

farmacéuticos privados como primera opción para solucionar un problema de salud, aunado 

a las deficiencias en la infraestructura, en equipamiento y en las prácticas de 

almacenamiento, distribución y transporte, los cuales afectan la calidad de los productos y 

dispositivos médicos, así como la oportuna distribución de aquellos que han sido adquiridos 

por las entidades públicas (INEI, 2019). 

Recursos Tecnológicos. El Centro de Datos del MINSA no cumple con los estándares 

internacionales en cuanto a diseño, construcción y seguridad física, poniendo en riesgo la 

operatividad y la vida útil de los equipos de cómputo. El Censo 2019 de Servicios Informáticos 

del MINSA, por la Oficina General de Tecnologías de la Información, identificó 

aproximadamente 300 aplicaciones informáticas en el Ministerio de Salud. Sin embargo, en 

la actualidad, no se cuenta con un sistema informático que consolide las historias médicas en 

las IPRESS públicas a nivel nacional.  

Barreras al acceso a la salud. El Perú presenta un problema de accesibilidad a los servicios 

de salud debido a las barreras geográficas, a lo que se puede agregar las barreras culturales, 

económicas y de género. En la accesibilidad intervienen factores como la distancia, los 

horarios de atención, la disponibilidad de personal apropiado, lengua materna del usuario, 

características culturales de la zona donde se ubican u ofrecen los servicios de salud, entre 

otros (OMS, 2021). 

Medioambiente. Según la Organización Mundial de la Salud (OMS, 2021), la salud ambiental 

está relacionada con todos los factores físicos, químicos y biológicos externos de una 

persona, que pueden vulnerar su salud. Se considera contaminación ambiental a la presencia 

de cualquier agente (físico, químico o biológico) en el ambiente o bien de una combinación 

de varios agentes en lugares, formas y concentraciones tales que sean o puedan ser nocivos 

para la salud, la seguridad o para el bienestar de la población; o a su vez, que puedan ser 

perjudiciales para la vida vegetal o animal, o impidan el uso normal de las propiedades y 
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lugares de recreación y goce de los mismos. Los factores que se deben considerar son: 

contaminación del aire, contaminación del suelo, contaminación del agua, exposición a aguas 

recreacionales contaminadas, calidad de suelos de uso residencial, cambio climático, riesgo 

de desastres, friajes y heladas, servicios informales e ilegales 

Eliminación de excretas. El uso adecuado de los servicios de eliminación de excretas, evita 

la propagación de parásitos intestinales (lombrices), la esquistosomiasis y el tracoma, y con 

ello, la reducción de las enfermedades de diarrea agudas (EDA), que generan desnutrición 

crónica infantil y anemia. Así también, impacta directamente en la calidad de vida de las 

personas y aporta en la disminución de la contaminación ambiental. En el año 2018, a nivel 

nacional, el 82,6 % de la población utilizó servicios de saneamiento, existiendo una diferencia 

entre el área rural que reporta que el 51,1 % de la población accede a este tipo de servicio, 

mientras que el área urbana llega al 91,4 % (INEI, 2018). 

Dotación de RRHH en salud. La OMS (2018), señala que las razones del déficit e 

insuficiente dotación de recursos humanos de salud, son reflejo de las inequidades y 

diferencias de desarrollo económico y social general. Sin embargo, la educación y la salud 

son componentes básicos y requisitos para permitir el aprovechamiento de los recursos 

regionales y locales, siendo la oferta de estos servicios públicos, fundamentales para el 

desarrollo de las potencialidades de niñas, niños y adultos, lo que se traducirá en el desarrollo 

económico y social del país en su conjunto. 

La Organización Panamericana de la Salud y la Organización Mundial de la Salud consideran 

que el mínimo de médicos indispensables para garantizar una adecuada atención de salud a 

la población debe ser de 10 por 10 mil habitantes. El Perú está por debajo de esa cifra, con 

9,5 de promedio nacional, presentándose la brecha y las inequidades mayores en los niveles 

regionales y locales. Otro indicador es la densidad de recursos humanos en saIud que evalúa 

la disponibilidad conjunta de médicos y enfermeras por 10 mil habitantes. El Perú aún no 

alcanza la cifra de 19,5 por 10 000 habitantes, siendo conjuntamente con Ecuador, Bolivia y 

Haití, los países que muestran las cifras más bajas. En comparación con los países de 
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Latinoamérica, Cuba tiene una densidad de recursos humanos casi siete veces mayor que la 

del Perú, mientras que Argentina y Chile casi el doble (36), (37), (38), (39). La OMS (2005),  

en la reunión Desafíos de Toronto, establece el estándar de 25 cirujanos, médicos y 

enfermeros por 10 000 habitantes 

 

Total de RRHH y modalidades de contratación.  En el año 2018, a nivel nacional, se reportó 

282 808 recursos humanos, concentrando el 71,5 % de estos en el Ministerio de Salud y 

gobiernos regionales, seguido por el 19,8 % en EsSalud. Lima y Callao concentran el 43,8 % 

del número de recursos humanos en salud, distribuyéndose la diferencia en todas las 

regiones del país.  

Del total de recursos humanos registrados en la base de datos, el 49,6 % es nombrado, el 

9,3 % contratado bajo el régimen 276, el 13 % bajo el régimen 728, el 21,9 % bajo el régimen 

CAS, y adicionalmente a ello el 6,2 % bajo otros regímenes de contrato (Tabla 40). Es preciso 



101  

manifestar que esta información no incluye los recursos humanos que se encuentran 

laborando bajo la denominación servicio prestado por terceros (MINSA, 2019). 

 

El MINSA, al analizar el problema público de salud, considera los resultados del estudio del 

año 2016, sobre carga de enfermedad en el país (34), (35), usando como indicador los años 

de vida saludables perdidos (AVISA), el cual combina el número de años de vida perdidos 

por muerte prematura (AVP, componente de mortalidad) y los años de vida vividos con 

discapacidad (AVD, componente calidad de vida). Son la unidad de medida de la carga de 

enfermedad, que permiten estimar las pérdidas de salud para una población respecto a las 

consecuencias mortales y no mortales de las enfermedades (IHME, 2018 y MINSA, 2016). 

Según el MINSA se estima que en el Perú “durante el año 2016, se perdieron 5 315 558 años 

saludables por diversas enfermedades, determinando una razón de 168,8 AVISA por cada 

mil habitantes. La razón de AVISA por mil habitantes fue mayor en los extremos de la vida: 

348,2 años saludables por cada mil menores de cinco años y 385,6 años saludables por cada 

mil habitantes de 60 a más años. Con relación a los grupos de enfermedades que causan la 

pérdida de AVISA, el 66,2 % de AVISA se producen por enfermedades no transmisibles; el 

21,4 % por enfermedades transmisibles, maternas, perinatales y nutricionales; y el 12,5 % 

por accidentes y lesiones. En ese sentido, se identifica la variación (a lo largo de más de una 

década) por tipos de enfermedades de las causas de muerte que pudieron ser prevenidas, 

es decir, enfermedades debido a causas evitables y estas están relacionadas a los tres 

grupos de enfermedades antes señaladas, siendo que las enfermedades no transmisibles 

son las que se han incrementado de forma importante” (MINSA, 2016). El cuadro siguiente 

expresa gráficamente esta relación causal.  
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Se afirma que el Perú, tiene un patrón de doble carga de enfermedad, por un lado, las 

enfermedades transmisibles, perinatales y nutricionales continúan ocasionando un número 

importante de AVISA y las enfermedades no transmisibles ocasionan una alta carga de 

enfermedad, principalmente por las deficiencias que generan y que podrían devenir en 

discapacidad. Se plantea que muchos de estos factores son modificables (evitables) y que, 

por tanto, obligan a la acción del Estado (MINSA, 2016). 

El estudio de Carga de Enfermedad, estima que durante el año 2016 se perdieron 5 315 558 

años de vida saludables (AVISA) en Perú, donde el 66,2 % se debe a enfermedades no 

transmisibles; el 21,4 % a enfermedades transmisibles, perinatales y nutricionales; y el 12,5 

% a accidentes y lesiones. En términos poblacionales, se pierden 168,8 AVISA por cada mil 

habitantes.  

Al analizar los factores de riesgo modificables importantes que contribuyen a la carga de 

enfermedad, destacan la desnutrición e índice de masa corporal elevados, ocupando los 

primeros lugares en la lista de factores; esto significa que nuestro país afronta una doble 

carga de enfermedad, tanto por exceso como por carencia (IHME, 2018). Otros factores de 

riesgo que resaltan son: riesgo por la dieta inadecuada y el consumo de alcohol, ambos 

relacionados con estilos de vida. Es importante hacer notar que estos factores modificables 
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forman parte de los determinantes sociales intermedios (factores biológicos y del 

comportamiento). 

Calidad de la Salud 

Analizaremos brevemente información que nos expresa la calidad de la salud en el Perú. Para 

este propósito hemos efectuado la búsqueda y presentación de situaciones y datos que 

evidencian las apreciaciones que efectuaremos.  

La carga de enfermedad.  La información publicada por el Instituto de Evaluación y Medición 

de Salud (IHME, 2018), estima la proporción de la carga de enfermedad explicable por 

determinantes sociales intermedios o factores modificables para el Perú. Se estima que, del 

total de carga atribuida a factores modificables, los factores de riesgo conductuales o estilos 

de vida explican el 49,54 % de la carga de enfermedad atribuida; el 17,45 % a los factores de 

riesgo metabólicos; y el 13,15 % a factores ambientales. Asimismo, la asociación de los 

factores de riesgo metabólicos y del comportamiento representan el 11,04 % (Figura 6).  

 

Se han identificado causas directas y asociadas que explican el problema público de salud. 

De manera sucinta, comentaremos las principales a continuación. 

Como causa directa principal, se identifica los inadecuados hábitos, conductas y estilos de 

vida. “Se denomina hábitos a todas aquellas conductas que tenemos asumidas como propias 

en nuestra vida cotidiana y que inciden positiva o negativamente en nuestro bienestar físico, 

mental y social. Los estilos de vida están determinados por procesos sociales, tradiciones, 

conductas y comportamientos de los individuos y grupos de población que conllevan, en 
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principio, a la satisfacción de las necesidades humanas y por ende alcanzar una mejor calidad 

de vida; sin embargo, algunos estilos de vida, por lo contrario, afectan negativamente la salud 

y consecuentemente la calidad y esperanza de vida de las personas” (IHME, 2018). 

Factores conductuales. El Instituto de Evaluación y Medición de Salud (IHME, 2018), 

menciona que los factores conductuales explican el 49,54 % de la carga de enfermedad 

atribuida, encontrándose factores de riesgo presentes en más de una causa de muerte o 

enfermedad con una contribución importante (mayor al 10 %). Es preciso señalar que estos 

factores no necesariamente requieren inversión sofisticada en infraestructura o 

equipamientos, sino la voluntad de las personas en modelar su conducta hacia hábitos 

saludables que pueden ser parte de un proceso educativo. 

Se considera entre los factores conductuales, el limitado desarrollo de una cultura de salud 

en el autocuidado y prácticas saludables de la persona, la familia y la comunidad. Así se 

consideran en este rubro: riesgos dietéticos, baja actividad física, consumo de alcohol, tabaco 

y otras sustancias adictivas, prácticas inadecuadas de lavado de manos, prácticas 

inadecuadas de salud ocular, prácticas inadecuadas de salud bucal, conocimientos de 

mecanismos de transmisión de enfermedades transmisibles: tuberculosis, VIH, práctica de 

sexo seguro, automedicación. 

En el componente social institucional “se considera que hay limitada corresponsabilidad de 

las instituciones públicas y organizaciones privadas para generación de una cultura en salud. 

El cuidado de la salud cumple una función reguladora y está relacionada con la 

responsabilidad que cada persona asume para preservar, prolongar y/o recuperar la salud, 

tanto a nivel individual como grupal, dependiendo en gran medida de la educación de las 

personas; sin embargo se debe comprender la corresponsabilidad del Estado y de las 

instituciones o entidades en general, en sus diferentes niveles para intervenir en los 

determinantes sociales de la salud y contribuir así en la generación de hábitos y estilos de 

vida saludables en la población” (IHME, 2018). 
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Limitada cobertura y acceso. Se estima que la segunda causa directa es la limitada 

cobertura y acceso de la población a servicios integrales de salud. Se considera que el 

sistema de salud como factor determinante intermedio, aporta a través de sus servicios, al 

mantenimiento de la salud o facilitan la recuperación de la salud de las personas. Pero es el 

caso que este sistema se halla muy fragmentado con subsistemas de variadas y diferentes 

formas de financiamiento, afiliación y provisión de servicios de salud, y caracterizado por un 

enfoque no preventivo, sino recuperativo. 

El tiempo de espera en el acceso a los servicios de salud, es una de las causas que expresan 

la limitada cobertura y acceso. El INEI (2016), ha estimado que el promedio de espera para 

acceder a una cita es 13 días, siendo más alto en establecimientos del Ministerio de Salud y 

gobiernos regionales.  

En el año 2016, el tiempo de espera para acceder a la atención en la consulta externa, 

estando en el establecimiento de salud, fue 101 minutos, es decir, 30 minutos más que lo 

reportado en el año 2014; siendo mayor en los establecimientos de salud del Ministerio de 

Salud y gobiernos regionales.  

Establecimientos de salud requeridos. Se estimó que, como mínimo, se requerían 281 

establecimientos de salud del primer nivel de atención para cubrir las crecientes necesidades 

de la población a nivel nacional: 52 corresponden a establecimientos del MINSA y el resto a 

EsSalud. También se estimó que, del total de nuevos hospitales a nivel nacional, 66 son 

requeridos por la gestión del Ministerio de Salud (MINSA, 2020. OPMI).  

De acuerdo con el Plan Director de Inversiones 2016-2025, de ESSALUD, de sus 29 redes 

asistenciales, el déficit de cobertura en el primer nivel de atención para atender las 

necesidades de salud de la población asegurada a nivel nacional es de 229 establecimientos 

de salud. La cobertura de atención en el nivel hospitalario para satisfacer las necesidades de 

salud de la población asegurada tiene un déficit de 56,21 %.  
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A continuación, presentamos la Tabla 31 que nos presenta Indicadores: Porcentaje de 

Establecimientos de Salud requeridos.  

 

Capacidad instalada. En el caso del indicador de brecha, porcentaje de institutos 

especializados con capacidad instalada inadecuada, se identificó que el 60 % de dichos 

establecimientos prestan servicios de manera limitada, ya que el 40 % restante tuvo 

inversiones en los últimos años, como por ejemplo el INCOR, el Instituto Nacional de Salud 

del Niño - San Borja, IREN Centro, entre otros (MINSA, 2020. OPMI). 

 

Laboratorios con capacidad instalada inadecuada.  El Instituto Nacional de Salud (INS) es un 

organismo público ejecutor del Ministerio de Salud, y tiene por mandato: proponer políticas y 

normas, promover, desarrollar y difundir la investigación científico-tecnológica y brindar 

servicios de salud en diferentes campos. El INS se ha venido conformando a través de un 

proceso de absorción con un conjunto de exentidades que en la actualidad constituyen los 

siguientes centros nacionales:  

• Centro Nacional de Salud Ocupacional y Protección del Medio Ambiente para la Salud 

(CENSOPAS)  

• Centro Nacional de Salud Pública (CNSP)  
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• Centro Nacional de Alimentación y Nutrición (CNAN)  

• Centro Nacional de Productos Biológicos (CNPB)  

• Centro Nacional de Salud Intercultural (CENSI)  

• Centro Nacional de Control de Calidad (CNCC) 

La capacidad instalada para que estos centros del INS cumplan su labor es muy deficiente. 

Como se evidencia en la Tabla 34 presentada, el porcentaje de capacidad inadecuada es de 

95,12 %. Son 39 de 41, los laboratorios con capacidad instalada deficiente (MINSA, 2020. 

OPMI).  

 

En relación a los laboratorios regionales de salud pública, el indicador porcentual de la brecha 

con capacidad instalada inadecuada, tiene un valor de 80 % para el año 2019, ya que casi 

todos los laboratorios de salud pública regionales no se encuentran en óptimas condiciones 

respecto a la infraestructura y equipamiento especializado para brindar servicios adecuados. 

Infraestructura móvil. El Programa Nacional Sistema de Atención Móvil de Urgencias 

(SAMU) se instaura en el marco del Plan Nacional Concertado de Salud, en el cual se 

establece como Lineamiento de Política de Salud 2007-2020, la mejora progresiva al acceso 

a los servicios de salud de calidad. Uno de sus componentes es la infraestructura móvil con 

la que se debe contar y que permitiría, entre otras cosas, disminuir los tiempos de atención 

prehospitalaria para un inicio más rápido de la atención hospitalaria de emergencia o urgencia 

según sea el caso (SAMU, 2011). 
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El SAMU, de enero a noviembre de 2020, asumió 173 traslados aéreos en 21 regiones del 

país, de los cuales 33 fueron pacientes críticos por el nuevo coronavirus en 11 regiones. 

Asimismo, se realizaron 12 traslados aéreos a la región Loreto. Vía terrestre, se efectuaron 3 

353 traslados de pacientes con COVID-19 en Lima Metropolitana, siendo los distritos con 

mayor incidencia de casos: Lima Cercado, San Juan Lurigancho, Ate, San Martín de Porres, 

Comas y San Juan de Miraflores. A escala regional se transportó a 9 134 pacientes con 

COVID-19 por vía terrestre, principalmente en Lima, Ucayali, La Libertad, Tacna, Huánuco, 

Loreto y Piura (D.L N.° 1466. Sustentacion de la Ley). 

Se presenta un déficit de ambulancias para atender la demanda creciente y satisfacer la 

necesidad de servicios cada vez más complejos que se requiere para la población de nuestro 

país, de acuerdo con la información reportada por la Dirección de Equipamiento y 

Mantenimiento (MINSA – DIEM, 2019). A nivel nacional se cuenta con un total de 2 179 

ambulancias, de los cuales 1 859 se encuentran operativas. Del total de ambulancias 

operativas registradas, sólo el 36 % se encuentra en buen estado, seguido del 41 % en estado 

regular, el 21 % en condiciones no óptimas, y el 2 % corresponde a nuevas ambulancias. 

Limitado acceso al trasplante de órganos o tejidos en el Perú. A febrero de 2020, el país 

presentaba un total de 7 473 pacientes que se encontraban esperando un trasplante. La 

distribución de estos pacientes, según el tipo de órgano o tejido a trasplantar, era la siguiente: 

para trasplante de córnea (6 479); para trasplante de riñón (939); para trasplante de hígado 

(37); para trasplante de pulmón (13); para trasplante de corazón (4); entre otros (MINSA 

REUNIS 2020). 

Saneamiento. La importancia de los recursos de agua y desagüe para el desarrollo de una 

vida saludable, en la actualidad, es incuestionable.  Uno de los objetivos de desarrollo 

sostenible es “garantizar la disponibilidad y la gestión sostenible del agua y el saneamiento 

para todos” (INEI, 2018).  
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Según los resultados de la Encuesta Nacional de Hogares del año 2018 y los resultados de 

ENAPRES, el 90,7 % de la población dispone de agua por red pública, siendo en proporción 

menor (74,4 %) en el área rural, a diferencia del área urbana donde llega hasta 95,3 %.  

En el año 2018, las regiones que presentaron mayores brechas de cobertura de agua por red 

pública fueron: Loreto (43,4 %), Puno (30,1 %), Ucayali y Huánuco (23,9 %), Tumbes (21,3 

%), Amazonas (14,2 %), Pasco (13,3 %), Madre de Dios y San Martín (12,3 %), Piura (11,7 

%), y Cajamarca (10,3 %), como puede verse en la Tabla 48. 

En promedio, desde el año 2013 hasta el año 2018, existen 14 regiones que presentan 

mayores brechas de cobertura de agua por red pública. Entre ellas tenemos: Loreto (45,63 

%), Puno (33,97 %), Ucayali (29,75 %), Huánuco (28,32 %), Pasco (20,63 %), Tumbes (17,18 

%), Cajamarca (15,77 %), San Martín (15,62 %), Amazonas (15,8 %), Piura (14,78 %), Madre 

de Dios (14,77 %), Huancavelica (12,67 %), Región Lima (10,97 %) y Lambayeque (10,43 

%). De las 26 regiones en el Perú (incluye la región Lima, Lima provincias y la Provincia 
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Constitucional del Callao), catorce regiones (53,85 %) presentan las mayores brechas en 

cobertura de agua por red pública. 

 

La educación médica. El informe sobre educación médica en el Perú, de la Comisión de Alto 

Nivel conformada en 2016, así como los Lineamientos de Política de Recursos Humanos en 

Salud 2018-2030, señalan como carencias las siguientes:  

• La existencia de débil rectoría de la autoridad sanitaria que ocasiona desregulación 

de la oferta y demanda de recursos humanos.  

• La oferta educativa se desarrolla sin coordinación apropiada con las entidades 

formadoras de recursos humanos en salud y hay grave deterioro del proceso de 

enseñanza-aprendizaje y de la calidad del producto final.  

• Una inadecuada distribución de los recursos humanos que están altamente 

concentrados en las grandes ciudades como Lima, reportándose brechas de recursos 

en salud y, sobre todo, de médicos especialistas.  
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• Existe escasa integración de las actividades de desarrollo de capacidades de los 

recursos humanos en salud a planes de carrera con enfoque meritocrático y con 

enfoque interdisciplinario. 

• Déficit en las condiciones laborales en aspectos esenciales del trabajo del personal 

de salud que presta servicio a la población más vulnerable.  

• Bajo rendimiento del personal de salud para prestar servicios con calidad y 

cumplimiento de los objetivos y metas institucionales. 

 

Calidad de la formación. El grupo de trabajo encargado de revisar la normativa vinculada a 

la calidad de la formación y del entrenamiento, a niveles de pregrado y posgrado, de los 

médicos cirujanos en el Perú, conformado por el Ministerio de Salud, Ministerio de Educación, 

Colegio Médico del Perú y la Academia Nacional de Medicina, a través de la Resolución 

Suprema N.°010-2017-SA del 07/06/2017, señaló en las conclusiones y recomendaciones de 

su informe final, lo siguiente:  

• Los derechos de las personas usuarias de los servicios de salud deben anteponerse a 

cualquier otra disposición, en concordancia con lo que señala la Ley N.° 29414 que establece 

los derechos de las personas usuarias de los servicios de salud.  

• La calidad de la prestación de servicios de salud que realiza el personal se encuentra 

estrechamente vinculada a la formación recibida en el pregrado.  

• 50 % de los estudiantes de Medicina Humana que rinden el examen nacional de medicina, 

lo desaprueban.  

• Existe una saturación de servicios por estudiantes de Medicina Humana de diversas 

universidades, sin regulación en su número y a predominio en hospitales de referencia 

nacional, en lugar de la formación fundamental en establecimientos del primer nivel de 

atención.  
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La brecha de recursos humanos en salud. La Dirección General de Personal, del Ministerio 

de Salud (DIGEP - MINSA, 2019), desarrolló una metodología que permite estimar la brecha 

de RR. HH. para los servicios asistenciales de los tres niveles de atención, y que considera 

al perfil epidemiológico, oferta de servicios de salud y población existente. A enero de 2019, 

la brecha de recursos humanos del Ministerio de Salud y gobiernos regionales asciende a 68 

057, como se muestra en detalle en la Tabla 41. 

 

Distribución de la brecha. En la Tabla 42, se evidencia que la mayor proporción de brecha se 

encuentra en el primer y el segundo nivel de atención de los establecimientos de salud. 

 

La Dirección General de Personal (DIGEP - MINSA, 2019), señala que el problema es mayor 

en el primer nivel de atención cuando se analiza por ámbitos distritales (43). De 1 838 distritos, 

293 (15,94 %) no cuentan con profesional médico en establecimientos de salud del primer 
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nivel de atención pertenecientes al MINSA o ESSALUD, es decir que 704 008 habitantes no 

pueden acceder a consulta médica en el territorio donde viven; y 1 318 distritos (71,71 %) 

tienen menos de diez médicos por cada diez mil habitantes. Solo 227 distritos (12,35 %) 

tienen uno o más médicos por cada mil habitantes, pero en 87 de ellos se debería a que la 

población tiene menos de mil habitantes. Sin embargo, también se observa que en 22 (25,28 

%) distritos con menos de mil habitantes, tienen dos o tres médicos.  

Teniendo en cuenta que el modelo de atención se basa en fortalecer la atención primaria y 

en la continuidad de la atención de acuerdo con la complejidad, de las 195 provincias de 

nuestro país, 82 no cuentan con médico en el segundo nivel de atención, lo que significa 4 

446 562 peruanos que no tienen posibilidad alguna de acceder a atención médica en este 

nivel. La inequidad en la distribución de los médicos en el segundo nivel de atención podría 

ser explicada por la pobreza monetaria de la población.  

Las condiciones de trabajo y la propia seguridad y salud del personal de salud son factores 

importantes para su retención, lo que contribuye a garantizar que la población acceda a una 

atención con equidad y calidad en el sistema de salud. Para que los recursos humanos en 

salud puedan desempeñar efectivamente sus funciones, necesitan un salario adecuado, 

condiciones de trabajo seguras y saludables, desarrollo profesional continuo, oportunidades 

profesionales, igualdad de trato y protección social (Arroyo, 2016 y MINSA, 2018 - Plataforma 

digital).  

La situación de condiciones de trabajo y seguridad no es óptima en los recursos humanos de 

salud, principalmente de las zonas más alejadas. En una encuesta realizada con el objeto de 

generar información sobre las condiciones laborales en establecimientos del primer nivel de 

atención ubicados en los departamentos Cajamarca, Arequipa, Apurímac, Ayacucho e Ica, se 

observó que, del total de trabajadores de salud encuestados, en relación con su percepción 

sobre las condiciones laborales, el 51,8 %, manifiesta que son malas y el 46,2 % regular, 

mientras que solo un 1,7 % señala que son buenas. Es decir, el 98 % considera que sus 

condiciones laborales se encuentran entre regular a muy malas. En relación con los factores 
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de riesgos laborales (Figura 40), aproximadamente 70 % de los encuestados percibe entre 

muy malo a regular, las condiciones del establecimiento de salud que los expone a riesgos 

laborales (DIGEP – MINSA, 2018: Base de datos del observatorio de recursos humanos en 

salud).  

Apreciaciones del resultado 

De forma actualizada y evidenciando la situación de la salud, presentamos la siguiente 

información: 

- En el año 2020, había 1,2 camas hospitalarias por cada 1 000 habitantes en el Perú 

(MINSA,  2020) 

- En el año 2020, la cobertura de vacunación en menores de 1 año en el Perú fue de 

87,6 % (MINSA, 2020). 

- La mortalidad por tuberculosis fue de 1,7 por cada 100 000 habitantes (MINSA, 2020). 

- La mortalidad por VIH/SIDA fue de 1,1 por cada 100 000 habitantes (MINSA, 2020). 

- El 66,7 % de la población en el Perú contaba con acceso a saneamiento básico (INEI, 

2019). 

- Desde el inicio de la pandemia, el Perú ha registrado un alto número de casos y 

muertes por COVID-19. Hasta la fecha, se han registrado más de 2,1 millones de 

casos confirmados y más de 196 000 muertes (MINSA, 2022). 

- La tasa de mortalidad infantil en el Perú fue de 11,6 por cada 1 000 nacidos vivos 

(MINSA, 2020). 

- La tasa de mortalidad materna fue de 68,5 por cada 100 000 nacidos vivos (MINSA,  

2020). 

- La tasa de mortalidad por enfermedades infecciosas en el Perú fue de 13,5 por cada 

100 000 habitantes (INEI, 2020).  

- La cobertura del Seguro Integral de Salud (SIS) fue del 32,3 % de la población 

(MINSA,  2020). 
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CAPITULO V. DISCUSIÓN 

5.1.- DISCUSIÓN 

Los bajos niveles de inversión y presupuesto que el Estado peruano destina a educación y 

salud, como lo demostramos en esta investigación, amerita discutir propuestas para mejorar 

el financiamiento de estos servicios primordiales mediante una reforma tributaria que le 

permita al Estado tener mayores ingresos para dicho fin. Al respecto, presentaremos los 

enfoques y propuestas sobre el tema investigado. 

De forma preliminar, respecto a la igualdad de oportunidades en el marco de la economía 

social de mercado, señalaremos que Piketty (2022) sostiene que: “La redistribución moderna 

no consiste en transferir riquezas de los ricos hacia los pobres, o por lo menos no de una 

forma tan explícita. Consiste en financiar servicios públicos y rentas de situación más o menos 

iguales para todos, fundamentalmente en el terreno de la educación, la sanidad y las 

pensiones”. Continua para el caso de salud, agregando que: “Dadas las razones por las que 

no acceden a los servicios de salud, es importante manifestar que los modelos hallados son 

coincidentes con las razones esgrimidas por quienes no acceden a los servicios de salud 

dadas las condiciones estructurales, el 22,3 % de la población que no accede indica que no 

lo hace porque no tiene dinero, es decir es pobre o pobre extremo, a ello se suman otras 

variables estructurales que constatan la falta de una oferta de servicios de salud, así la no 

existencia de consultas o medicinas, la falta de atención, la no existencia de servicios de 

salud o no haber personal calificado que arguyen el 6,4 % de la población que no accedió a 
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los servicios de salud”. Antes había afirmado Piketty, que los aspectos de la desigualdad son 

construcciones sociales e históricas que dependen del sistema legal, fiscal, educativo y 

político que escogemos implementar (o que escogen algunos) en nuestras sociedades 

(Piketty, Capital e ideología, Planeta, 2019). Podemos afirmar en consecuencia, que el 

sistema tributario de cada país proyecta el tipo de sociedad que se quiere construir.  

En materia de la modificación de la estructura tributaria, claramente hay dos posiciones:  

✓ La primera que señala que el problema no es de más tributos, sino de mala gestión y 

que gravar al ingreso y las rentas puede ser negativo en la medida que desincentiva 

el ahorro y la inversión y genera desempleo.  

✓ La segunda es aquella que señala que debe gravarse los altos ingresos y las rentas y 

propiedades de los grupos que tienen altos niveles de concentración.  

 

En esta vertiente hay algunos que señalan que las imposiciones a ingresos y rentas debe ser 

a las sobreganancias, es decir a aquellas rentas inesperadas.    

 

Discutiendo la primera posición, por ejemplo Guillermo Cabieses (2021), profesor de la 

Universidad del Pacífico, considera que “un impuesto a la riqueza solo agravaría esta 

situación (de pobreza). La riqueza no es otra cosa que los ahorros acumulados que la 

economía necesita para que puedan realizarse gastos e inversiones”. Agrega que “las 

fortunas de los ‘ricos’ principalmente están conformadas por activos que generan empleo. 

Gravar esa riqueza no ayuda a los trabajadores ni genera más empleo, por el contrario, 

reduce la producción y desacelera el crecimiento de los salarios”, es decir que los impuestos 

que gravan la riqueza son negativos por sus efectos contrarios a lo deseado. Concluye que: 

“Cuando los impuestos alcanzan niveles demasiado altos y especialmente cuando no solo 

gravan las ganancias, sino que afectan el patrimonio, entonces puede producirse además 

una fuga de capital y talento”. Considera que el impuesto a la riqueza es una mala idea por 
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cuanto desincentiva el ahorro y la inversión; y por constituirse en una fuente de elución y 

evasión que desata un desorden tributario. 

Por su parte Eduardo Recoba (2021), en la misma línea, considera que el impuesto a los ricos 

ya existe y se llama impuesto a la renta. Considera que el problema radica en que la SUNAT 

“no tiene la capacidad fiscalizadora como para ubicar aquel rango de ricos y megarricos del 

Perú y desde allí plantear una metodología impositiva para presionarlos”. Propone en todo 

caso tasas progresivas para una propuesta progresiva. 

La CEPAL y el BID (2019) tienen una visión tecnocrática y conservadora de una reforma 

tributaria, ceñida a mejora de procesos, y no alterar la estructura básica impositiva.  Señalan 

que, a corto plazo, los déficits se van a financiar con una expansión de la deuda, pero tras la 

fase de reactivación llegará en muchos casos la hora de la política tributaria. Opina que en el 

momento actual, las medidas que se adopten deberían guiarse por cuatro lineamientos: 

En primer lugar, deben fortalecer los ingresos públicos, pues habrá que volver a la senda de 

disciplina fiscal. 

En segundo lugar, no deben perjudicar la recuperación, que a la postre es el objetivo final. 

En tercer lugar, es necesario no perder de vista la equidad; la propia crisis es regresiva, por 

lo que es importante evitar que la salida también lo sea. 

Finalmente, deben distinguirse de forma nítida, qué medidas son transitorias y cuáles son 

permanentes. 

La modernización tributaria la vincula más a la mejora de la administración (factura 

electrónica, modelos de riesgo, catastros digitales, etc.). “Pero, sobre todo, debe redoblarse 

el esfuerzo de coordinación internacional generado por la crisis financiera de 2008 

(intercambio de información automático, registros de beneficiario de la propiedad de acceso 

público, etc.) para la lucha contra la evasión y el lavado de activos, así como también contra 

la injusta elusión fiscal”. 
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Discutiendo la segunda posición, se pronuncian varios intelectuales como Francisco Durand 

(2021), quien expresa que el Perú necesita una reforma tributaria que alcance las distintas 

formas de riqueza. Precisa que la pandemia provocada por la COVID-19 es la oportunidad 

para que el Estado plantee una reforma fiscal integral de recaudación, pero enfocada en el 1 

% o 2 % de los peruanos con mayor riqueza, y no en un impuesto que acabe afectando los 

ingresos de la clase media. Señala que: “Hay una especie de pánico o temor entre los ricos. 

Quienes han ganado extraordinariamente bien en el Perú no quieren que les toquen los 

ingresos. Estamos hablando del 2 % de la plutocracia neoliberal, del miembro del directorio 

de un banco que recibe US$10 mil de dieta mensual, por un día de reunión a la semana; de 

los consultores financieros y abogados de los estudios de élite que ganan hasta 20 veces 

más que sus pares.  

En la misma línea, Humberto Campodónico (2021), sustenta esta posición cuando señala que 

los términos de ganancias inesperadas o sobreganancias, calzan perfectas a las empresas 

mineras y de hidrocarburos. Precisa que los recursos renovables y no renovables son 

patrimonio de la nación y el Estado es soberano en su aprovechamiento (art. 66 CPE). El 

Estado recaudó 300 millones de dólares y las utilidades son de 700 millones. Si el precio del 

cobre se duplica el año siguiente, la utilidad antes de impuestos será de 2 000 millones de 

dólares. El Estado recauda 600 millones (el 30%) y las utilidades serán 1 400 millones de 

dólares. Las empresas tienen ganancias inesperadas por el alza de precios, lo que el 

impuesto a la renta no capta. Se solicitó facultades para mejorar la recaudación, pero el 

Congreso de la República las denegó.  

Una posición intermedia se puede ejemplificar con lo presentado: según la BBC Mundo 

(2021), en Estados Unidos hay un grupo de magnates que formó la organización ‘Patrióticos 

Millonarios’, precisamente para pedir que los más ricos contribuyan más a las arcas públicas. 

El presidente del grupo es Morris Pearl, un exdirectivo de Black Rock (una de las mayores 

firmas de inversión del mundo) que ahora vive de la rentabilidad que le generan sus 

inversiones, tras una exitosa carrera en Wall Street. 
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Pearl argumenta que Estados Unidos debería seguir la ruta que tomó Argentina, al crear un 

impuesto a la riqueza para enfrentar la crisis económica generada por la pandemia de COVID-

19. En diciembre pasado, el país sudamericano aprobó un nuevo impuesto a las grandes 

fortunas –que se aplicará por una sola vez–, que grava la riqueza de las personas que tengan 

un patrimonio superior a los 200 millones de pesos (equivalente a unos US$2,5 millones). 

Esta ‘Ley de Aporte Solidario y Extraordinario’ afectará a cerca de 12 000 personas, con un 

gravamen progresivo de entre 2 % y 3,5 %. Con esta nueva medida, el Gobierno proyecta 

recaudar alrededor de US$3 000 millones, los cuales serán destinados a financiar suministros 

médicos y programas de auxilio económico para las familias más afectadas por la crisis. 

Esta posición puede explicarse en los puntos siguientes: 

✓ Considera que debería modificarse el sistema impositivo para que los multimillonarios 

hagan un mayor aporte –de manera permanente– a las arcas públicas, especialmente 

ahora que el mercado bursátil está en máximos históricos. 

✓ Cree que él y los demás multimillonarios que han obtenido cuantiosas ganancias 

deberían pagar un gravamen por sus inmensas fortunas. Señala que en los Estados 

Unidos la gente solo paga impuestos por sus ingresos, no por su riqueza.  

✓ Hay gente que ha hecho miles y miles de millones de dólares durante esta crisis, como 

Jeff Bezos, el fundador de Amazon. Él apenas paga impuestos, porque no tiene 

ingresos, entendidos como un salario. Él no necesita recibir un salario porque es 

multimillonario. Los multimillonarios que han aumentado inmensamente su fortuna, 

también deberían pagar impuestos.  

✓ Los que son realmente ricos no están pagando muchos impuestos. La bolsa está en 

sus máximos históricos. Banqueros, abogados están muy bien. A algunas personas 

les ha ido muy bien.  

✓ Pero la gran cantidad de gente que trabaja en restaurantes, hoteles o aerolíneas, está 

en problemas. Muchos han perdido su trabajo, no les alcanza para pagar la renta y 

eso, al mismo tiempo, les causa problemas a los propietarios y a los negocios donde 
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esas personas compran. Hay una gran división entre los que tienen y los que no 

tienen.  

✓ Señala que los mejores lugares para invertir son aquellos donde hay una sólida clase 

media, no donde están llenos de pobreza.  

✓ No estamos proponiendo un impuesto de una sola vez. Estamos proponiendo que los 

multimillonarios paguen más impuestos de manera permanente. 

✓ También estamos de acuerdo en aumentar los impuestos a las corporaciones. En 

nuestra organización, Millonarios Patrióticos, estamos preocupados por las grandes 

empresas que simulan que sus ganancias están en otros países con menores 

impuestos, como Irlanda, por ejemplo. 

Como reacción a las situaciones de concentración de la riqueza, se han tomado diversas 

acciones, de las cuales presentamos los casos siguientes: 

La CEPAL (2021), reseña sobre los impuestos subidos en América Latina: “Durante 2020 

surgieron algunas iniciativas de impuestos sobre el patrimonio neto en la región, que han 

alcanzado distintos grados de avance. En Argentina, se aprobó la Ley N.° 27605, que 

establece un impuesto extraordinario sobre el patrimonio, cuyo objetivo es financiar los costos 

asociados a la pandemia de enfermedad por coronavirus (COVID-19). Este impuesto es en 

gran medida similar al impuesto recurrente, pero grava a las personas con activos superiores 

a 200 millones de pesos (unos 2,4 millones de dólares). Se fija una escala de tasas marginales 

que va desde el 2,0 %, para las personas con activos inferiores a 300 millones de pesos, 

hasta el 3,5 %, para las personas con activos superiores a 3 000 millones de pesos. En el 

Estado Plurinacional de Bolivia, se aprobó recientemente la Ley N.° 1357, que crea un 

impuesto recurrente a las grandes fortunas. Se gravará a las personas naturales residentes 

respecto de su patrimonio mundial y a las no residentes respecto de su patrimonio en el país. 

Se considera un tramo exento de 30 millones de bolivianos (unos 4,4 millones de dólares) y 

tres tasas marginales, del 1,4 %, el 1,9 % y el 2,4 %. La más alta se aplica a los patrimonios 

superiores a 50 millones de bolivianos (unos 7,3 millones de dólares). En Chile, un grupo de 
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parlamentarios presentó un proyecto de reforma constitucional para crear un impuesto sobre 

el patrimonio que permita recaudar recursos para financiar los costos que conlleva enfrentar 

la pandemia. En el país, solo el presidente de la República puede proponer cambios legales 

en materia tributaria. Es por ello que la estrategia de los parlamentarios fue impulsar una 

reforma a la Constitución. Sin embargo, en diciembre de 2020 el Gobierno, que no comparte 

la iniciativa, logró un fallo favorable del Tribunal Constitucional, lo que por ahora dificulta que 

el proyecto pueda seguir avanzando”. 

En Ecuador, el presidente Guillermo Lasso proponía la reforma estableciendo para las 1 900 

más grandes empresas, con patrimonio superior a 5 millones de dólares y que en el 2020 (en 

plena pandemia) aumentaron sus ganancias, una contribución adicional durante dos años de 

0,8 % sobre su patrimonio, es decir, sobre el valor de sus inmuebles y equipos, descontando 

deudas. 

En Chile se propuso una reforma que establecía que todas las personas que hasta el 31 de 

diciembre de 2019 tenían una fortuna igual o superior a 22 millones de dólares, deberán pagar 

por única vez un impuesto de 2,5 % de su patrimonio neto (activos menos pasivos). Se 

calcularán todos los bienes de una persona, como viviendas, oficinas, tierras, yates, aviones, 

acciones, joyas, objetos de antigüedad, etcétera. Según las estimaciones de los impulsores 

de la medida, serán 1 409 millonarios los que deberán pagar esta cantidad, y se proyecta que 

esto podría significar una recaudación fiscal entre 4 000 y 5 000 millones de dólares. Esta 

propuesta, como otras, fue contraria al presidente de Chile, Sebastián Piñera. Santiago 

(Sputnik) 07.05.2021 

CEPAL, Alicia Bárcena (2020), en el seminario de política fiscal organizado por CEPAL en 

Santiago de Chile, expresó: "Colombia busca eliminar los beneficios tributarios y plantea el 

impuesto temporal tributario a la riqueza, que grava a los patrimonios superiores a 5 000 

millones de pesos colombianos, además de los impuestos a las personas naturales que busca 

recaudar hasta un 4 % del PIB", añadió. Participaron del certamen el Fondo Monetario 

https://mundo.sputniknews.com/20210507/


122  

Internacional (FMI), el Banco Interamericano de Desarrollo (BID) y la Organización para la 

Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE).  

Pedro Francke (2020), comentaba que, en el resumen hecho por el FMI, la reforma tributaria 

durante el gobierno de Iván Duque apuntaba a elevar la presión tributaria en 1¼ por ciento 

del PBI de las empresas, elevando el impuesto a las ganancias empresariales de 31 a 35 por 

ciento, complementado con medidas de combate a la evasión. A pesar de ser un gobierno de 

derecha, planteaba un enfoque redistributivo. Se propuso que la reforma tributaria colombiana 

estableciera que a partir del año 2022, la tarifa general por impuesto sobre la renta (es decir, 

utilidades) para empresas nacionales o extranjeras sería del 35 por ciento. Para los bancos 

e instituciones financieras se propuso una tasa especial del 38 por ciento hasta el año 2025, 

porque tienen altas ganancias y habían tenido un apoyo especial del Estado en pandemia. 

En el Perú, la tasa más alta en la actualidad es de 30 por ciento, así se trate de una persona 

que gana millones de soles. 

La República (2021), en el artículo Cinco países nórdicos tienen gobiernos socialdemócratas, 

se señala que Noruega, Dinamarca, Islandia, Finlandia y Suecia son países nórdicos que 

comparten fronteras, historia, identidad y una escala muy parecida de valores ciudadanos. 

Los cinco países han elegido gobiernos socialdemócratas que nuevamente están 

reverdeciendo lo que se conoce como ‘el modelo nórdico’. “El sistema nórdico parece ser el 

que ha dado mejores resultados. Finlandia, Dinamarca y Suecia se encuentran dentro de las 

economías más competitivas del mundo, pese a su fuerte protección social. El crecimiento 

de estos países está muy por encima de la media europea, y mantienen niveles relativamente 

bajos de desempleo. La flexibilidad de la política laboral en el modelo nórdico ha sido un factor 

determinante para estos resultados positivos”. Si lo llevamos a un análisis de lo cotidiano y 

en sencillo, podríamos decir como Anu Partanen (2016), periodista y escritora del libro La 

teoría nórdica del todo: “La región nórdica es un laboratorio donde los capitalistas invierten 

en la estabilidad a largo plazo y la prosperidad humana, mientras mantienen ganancias 

saludables”. 
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No se puede negar que muestran indicadores notables en movilidad social; presión fiscal más 

alta que la de Europa y Estados Unidos (+ de 40 %), indudable presencia del Estado en la 

economía, servicios sociales de gran calidad (que constituyen más del 40 % del PBI); y para 

matizar, gran libertad económica, una protección garantizada de la propiedad privada y reglas 

claras y estables para hacer negocios. 

En el año 2019, los cinco países nórdicos se encontraron entre los diez países mejor 

clasificados en el Índice Global de la Felicidad. Según el índice de Movilidad Social 2020, 

publicado por el Foro Económico Mundial, Finlandia, Dinamarca y Noruega son países donde 

las personas tienen más posibilidades de prosperar, sin importar su estatus socioeconómico 

al momento de nacer. En el 2019, los cinco países nórdicos ocuparon los cinco primeros 

lugares en el Índice de Justicia Social. 

5.2.- CONCLUSIONES 

1.- Presupuesto asignado a salud y educación no garantiza la mejora de los servicios. 

Matus y otros (2016), señalaba que el presupuesto público en salud pasó de 4,2 % del PBI 

en 2006 a 5,5 % en 2014 (Ejecución del gasto y presupuesto de la función salud. Ministerio 

de Economía y Finanzas, 2015), no obstante, este porcentaje es menor al promedio para la 

región de América Latina (7,24 %). También precisa en el estudio, para evaluar el espacio 

fiscal para la salud, que existe espacio fiscal para aumentar el gasto público en salud. Como 

fuentes considera el crecimiento económico, el impuesto al ingreso de las personas naturales. 

En esta investigación presentamos que el gasto público total en educación pasó del 3,9 % en 

2011 al 4,7 % el 2021; en el caso de salud, el 2011 representaba el 6 % y el 2021 8 %.  

2.- El Estado no cumple su rol de regulador y redistribuidor de la riqueza. 

David Rivera (2021), señala que la tasa de pobreza monetaria aumentó 9,9 puntos 

porcentuales en el 2020. “Se afirma que la causa principal es la pandemia. La explicación es 

insuficiente. En Chile, creció 3,9 puntos, y en Uruguay, 2,8. En Bolivia, 6,4 y en Argentina, un 

país con dos décadas de crisis continuas, 8,6. Hay razones de corto y largo plazo que explican 
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que alrededor de 3,26 millones de peruanos hayan pasado a la pobreza en un solo año”. 

Precisa que no es solo un problema de gestión sino también del modelo económico que viene 

de la década del 90, el cual privilegia el libre mercado, pero descuida el rol regulador y 

redistribuidor del Estado.  

El Estado no tiene una política tributaria que le permita pasar de una bajísima presión 

tributaria del 14% a una media de América Latina de 24 %. Esto se produce principalmente 

porque la tributación se centra en los impuestos indirectos, tipo el IGV, que afectan a la 

mayoría de la población, y no en impuestos a la renta y sobreganancias que podrían ser 

progresivos pero que afectarían a los más ricos del país 

3.- Alto gasto tributario (exoneraciones y deducciones): los beneficios fiscales son 

altos para unos pocos. 

Tenemos un elevado gasto tributario que incluye las exoneraciones y beneficios fiscales con 

los cuales se favorece a los grupos poderosos en el Perú. El gasto tributario se refiere a la 

cantidad de ingresos fiscales que el Gobierno deja de recibir debido a ciertas exenciones, 

deducciones, créditos y otros beneficios fiscales que se otorgan a ciertos sectores o 

actividades económicas. El cálculo del gasto tributario implica comparar la cantidad de 

ingresos fiscales que se recaudarían si no existieran los beneficios fiscales con la cantidad 

real de ingresos fiscales recaudados después de otorgar los beneficios fiscales. 

Según el Informe Anual de Gasto Tributario del Ministerio de Economía y Finanzas del Perú, 

correspondiente al año 2020, el gasto tributario total para ese año fue de aproximadamente 

38 500 millones de soles. Por otro lado, el ingreso fiscal total en el Perú para el año 2020 fue 

de aproximadamente 111 500 millones de soles, según datos del mismo informe. Por lo tanto, 

el porcentaje del gasto tributario respecto al ingreso fiscal del año 2020 en el Perú se calcula 

de la siguiente manera: 

Porcentaje del gasto tributario = (gasto tributario / ingreso fiscal) x 100 

Porcentaje del gasto tributario = (38 500 / 111 500) x 100 
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Porcentaje del gasto tributario = 34,5 % 

Entonces, el gasto tributario representó aproximadamente el 34,5 % del ingreso fiscal en el 

Perú en el año 2020. Este monto es representativo de los beneficios fiscales que no favorecen 

a la mayoría de la población. 

4.- Inequidad del sistema tributario. 

Si analizamos el sistema tributario del Perú, el resultado en términos de equidad es 

desfavorable. El impuesto a la renta representa en el Perú solo el 22 % de los ingresos 

tributarios, mientras que el promedio en cualquiera de los países de América Latina, es de 28 

%. Los tributos más importantes en el Perú, son los indirectos, ya que entre el IGV y el ISC 

representan, aproximadamente, el 65 % del total de Ingresos Tributarios del Gobierno Central. 

Esta baja presión tributaria es el reflejo de un sistema que concentra la recaudación en 

impuestos indirectos, tipo el IGV, asimismo que se otorgan múltiples deducciones, 

exoneraciones, incentivos, y que enfrenta una gran evasión. Las exoneraciones se 

argumentan que son para promover la descentralización, la innovación, la reinversión 

educativa, etc. En la práctica son una forma de acción política de algunos grupos para 

beneficiarse económicamente.  

5.- El déficit se financia con deuda, no con impuestos razonables. 

La CEPAL (2021), señala que el nivel promedio de deuda pública bruta de los países de 

América Latina alcanzó 56,3% del Producto Interno Bruto (PIB) durante el año 2020, debido 

al aumento de los gastos durante la pandemia de COVID-19. "La expansión del gasto público 

para atender la crisis y la caída de la recaudación tributaria conllevó a aumentos significativos 

en los déficits fiscales y en los niveles de endeudamiento en la región, alcanzando un nivel 

promedio de la deuda pública bruta de los gobiernos centrales de 56,3 % del PIB", dijo la 

secretaria ejecutiva del organismo, Alicia Bárcena, durante la ceremonia de presentación del 

informe anual Panorama Fiscal de América Latina y el Caribe 2021. Bárcena explicó que la 

dinámica de crecimiento económico de 2021 en la región no logrará compensar la caída 

https://mundo.sputniknews.com/20200327/asi-es-el-covid-19-comparado-con-otros-virus-peligrosos-1090923184.html
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observada durante 2020, ni tampoco se podrán revertir los aumentos en la pobreza y 

desigualdad, debido a la lenta recuperación que se registrará durante este año, según la 

estimación del organismo. 

En el caso del Perú, en esta investigación, hemos presentado que en el 2021 el 

endeudamiento público fue aproximadamente del 44 % de los ingresos presupuestados. 

6.- Medidas para mitigar el impacto de la pandemia no han favorecido a la mayoría de 

la población y han permitido una mayor concentración de la riqueza. 

Según lo expresa el IPE (2020), desde el inicio de la pandemia el Gobierno dictó medidas 

tributarias para mitigar el impacto económico de la crisis.  Señala entre ellas, la prórroga del 

Impuesto a la Renta (IR) a personas naturales y empresas y del Régimen Especial de 

Recuperación Anticipada del Impuesto General a las Ventas (IGV), la liberación anticipada de 

los fondos de detracciones y la creación del Régimen de Aplazamiento y Fraccionamiento. 

Estas disposiciones que ascienden a 2,3 % del PBI, han contribuido a que disminuya la 

recaudación. Algunas apreciaciones preliminares nos indicarían que las empresas y no los 

ciudadanos comunes se han favorecido con estas medidas. 

La medida de ingresos y riqueza más importante del mundo la hace el Laboratorio de la 

Desigualdad Mundial (en inglés, WIL), que acaba de lanzar su Informe Mundial de la 

Desigualdad (IMD) 2022. Es coordinado por Thomas Piketty, Emmanuel Saez, Lucas Chancel 

y Gabriel Zucman. Dice el IMD 2022 que en todas las regiones del mundo (a excepción de 

Europa), la participación del 50 % de la población de menores ingresos es inferior al 15% del 

total (y es menor al 10 % en América Latina, África subsahariana y el Medio Oriente). La cosa 

cambia para el 10 % de mayores ingresos: en casi todos los casos tienen el 40 % de los 

ingresos y, en algunas regiones, cerca del 60 % (lo que incluye a América Latina).  

7.- Se prevé que el Perú tendrá récord de ingresos. 

El economista Carlos Casas (2021), resalta que desde el 2021 hasta el 2025 el Perú recibirá 

una cifra record de ingresos por la actividad minera. Se estima una inyección minera de S/ 77 
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503 millones por impuestos y regalías. Un monto nunca antes recaudado en quinquenios 

anteriores. Entonces dinero de sobreganancias para recaudar y mejorar educación y salud 

entre otros sectores sociales, habrá.  

Francke (2022), comenta el gran contraste que se presenta en nuestro país. Tenemos dos 

lados de la moneda: somos importadores de alimentos y combustibles, y por eso han subido 

el diésel, la gasolina, el pan y el pollo, y por ello nuestro pueblo está muy afectado. Pero 

nuestro país también es exportador de metales, como cobre, oro, zinc, hierro y plomo, y el 

alza de esos precios ha aumentado enormemente los ingresos de las mineras; sus ingresos 

adicionales ya exceden los 17 mil millones de dólares y sus precios de venta han seguido 

subiendo. Parte, minoritaria, de esos ingresos adicionales llega al Estado como impuestos. 

8.- Necesidad de impuestos adicionales. 

Cristalina Georgieva, la directora general del FMI, expresó en Washington DC en la reunión 

anual 2022, del Fondo Monetario Internacional y el Banco Mundial, las palabras iniciales 

siguientes: “En pocas palabras: nos enfrentamos a una crisis sobre otra crisis. Este es un 

gran revés para la recuperación global. En términos económicos, el crecimiento es bajo y 

la inflación sube. En términos humanos, los ingresos de las personas disminuyen y las 

dificultades aumentan”. Su balance general es que “este es el entorno político mundial más 

complejo de nuestra vida, que plantea opciones tremendamente difíciles”. 

El autor principal del informe, presentado en esta reunión, fue el director adjunto para 

estudios de la economía mundial del FMI, Jean-Marc Natal, quien lo explicó así: “El 

principio general de las finanzas públicas es que debes encontrar dónde están los recursos 

e intentar compensar a quienes más sufren”. En esa orientación, de ver dónde están esos 

recursos para ayudar a los pobres, el análisis del FMI plantea impuestos más altos: “Al 

igual que debe hacerse y a veces se hace después de las guerras, donde también mientras 

unas empresas luchan por sobrevivir otras se vuelven más boyantes que nunca, los 

gobernantes pueden hacer que estas últimas compensen a las primeras con un impuesto 

adicional y temporal”. 
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El Perú tiene un sistema tributario estándar que cuenta con cuatro impuestos principales: el 

Impuesto General a las Ventas, el Impuesto a la Renta, el Impuesto Selectivo al Consumo y 

los Derechos Arancelarios. Dichos impuestos representan el 90 % de la recaudación total. En 

comparación con la presión tributaria promedio en América Latina (14,9 % en 2018), se 

observa que el Perú, en la actualidad, todavía tiene un margen de crecimiento potencial para 

la mejora de políticas de ingresos públicos. 

9.- Déficit de infraestructura económica. 

Francke (2022), precisa que “el déficit de infraestructura económica de largo plazo supera los 

360 mil millones de soles en carreteras, caminos vecinales, puertos y aeropuertos, en acceso 

a electricidad e Internet, así como en obras de agua potable, alcantarillado y tratamiento de 

aguas residuales. Una de esas desigualdades lacerantes es que en miles de pueblos del 

interior del Perú no hay servicios básicos o que los caminos, en esta época que es temporada 

de lluvias en la sierra y selva, se vuelven intransitables y si hay electricidad solo es por unas 

horas al día y la conexión de Internet es lenta y muy irregular, si no es que hay que trepar a 

la cima de un cerro para lograr alguna comunicación”. Al déficit de 360 mil millones estimado 

en el Plan Nacional de Infraestructura para la Competitividad, debe añadirse otros 100 mil 

millones que se necesitan para colegios, institutos y universidades, y además la construcción 

de 1 791 centros y puestos de salud y 156 hospitales. 

Señala que al 2021, el Estado peruano en todos sus niveles, central, regional y nacional, tenía 

S/ 170 mil millones en proyectos en ejecución y sólo S/ 40 mil millones disponibles en el 

presupuesto. Agrega que no faltan proyectos: falta presupuesto y buen gobierno.  

Concluye afirmando que es necesario elevar la inversión pública del 4,6 por ciento del PBI 

actual en al menos 1 a 1,5 puntos más de manera sostenible por varias décadas, y que el 

financiamiento debe provenir de una reforma tributaria que capture para el Estado la alta renta 

de la minería, los grandes monopolios y la riqueza concentrada. 
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10.- Acuerdo fiscal global para los ricos.  

Una de las características de las políticas postpandemia es la iniciativa de recaudar mayores 

impuestos para financiar la reactivación económica. Por eso, el reciente acuerdo de los 

ministros de finanzas del Grupo de los 7 sobre una tasa de impuesto efectiva mínima global 

de ‘al menos’ el 15 % para las grandes empresas multinacionales. Dice José Antonio Ocampo 

(exsecretario ejecutivo de la CEPAL) que la iniciativa ha sido llamada ‘revolucionaria, histórica 

y global’. Claro, por fin se pone el acento donde siempre debió estar. Estas empresas se 

domicilian en los ‘paraísos fiscales’, como Gran Caimán, Luxemburgo, Bermudas, Bahamas, 

donde se pagan menos impuestos. El gran problema, dice Ocampo, es que los PED 

dependen fuertemente de los impuestos a las empresas y, por tanto, se han visto más 

afectados por la evasión fiscal de las multinacionales, lo que “ha generado pérdidas de 

ingresos para estos países de, al menos, US$ 240 000 millones cada año”, casi el PBI anual 

del Perú. 

5.3.- RECOMENDACIONES 

A continuación, vamos a reseñar como recomendaciones, algunas propuestas para la 

reforma tributaria formuladas por instituciones y personas especializadas. 

Propuestas Generales 

1.- La organización no gubernamental OXFAM, señala que: "El mundo debería tratar de 

reducir la riqueza y el número de multimillonarios a la mitad de aquí a 2030, aumentando los 

impuestos del 1 por ciento más ricos y adoptando otras políticas que acaben con los 

multimillonarios", indica el informe presentado. 

2.- En Ecuador, para las personas de mayores ingresos, la reforma del presidente Lasso 

proponía aumentar el impuesto a la renta; quienes ganan más de 61 mil dólares al año 

pagarán 35 por ciento y quienes ganan más de 100 mil dólares al año (8 250 dólares 

mensuales) pagarán 37 por ciento. Adicionalmente, el gobierno de Lasso ha establecido 

un impuesto temporal a las grandes riquezas. La medida establece una contribución 

especial, por un año, para las personas que tengan una riqueza superior a un millón de 
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dólares. Se estima que unos 5 mil ecuatorianos muy ricos deberán pagar este impuesto, 

con una tasa de 1 por ciento sobre el primer millón de dólares y de 1,5 por ciento por encima 

de 1 millón 200 mil dólares. 

3.- Para el año 2022, Francke comentaba: “Está clarísimo: el sector que está ‘más boyante 

que nunca’ es la minería, gracias a que el precio del cobre excede los 4 dólares 60, cuando 

ellos cubren sus costos con menos de 2 dólares la libra y el precio del oro se aproxima a la 

barrera de 2 mil dólares la onza. Este es el sector que debe compensar a los afectados”. 

Resumiendo, comentaba, que hay dos argumentos para sustentar la conveniencia de 

mayores impuestos al sector minero, bajo condiciones que el estudio del FMI detalla y que 

consisten en una combinación de elevar las tasas de las regalías, el impuesto especial a la 

minería y a los dividendos o utilidades distribuidas por las empresas a sus accionistas 

(impuesto que tiene la ventaja de incentivar la reinversión). La primera es que podemos 

hacerlo sin perder competitividad respecto a otros países mineros, asunto demostrado por 

el FMI comparando con una veintena de países y territorios a nivel mundial. La segunda es 

que estamos en un momento excepcional, donde millones de familias se han empobrecido 

y al mismo tiempo el sector minero está obteniendo ganancias extraordinarias, con precios 

incluso superiores a los ya muy altos que tenían el año pasado. Una mayor carga tributaria 

a la minería se justifica desde una mirada de largo plazo y competitividad minera, y también 

en el corto plazo para dar apoyo urgente a quienes sufren pobreza. 

4.- José de Echave (2021),  comenta sobre la tributación minera, y señala que, en Chile, los 

diputados aprobaron aplicar un royalty, es decir, una mayor contribución tributaria de la 

minería para atender las necesidades de su país. Sobre la posibilidad de aplicarlo en el Perú, 

precisa que: “Hay que revisar la regalía minera, que debería ser sobre el valor de la 

producción o de las ventas. Implica modificar la regalía actual y aplicar necesariamente un 

impuesto a las sobre ganancias mineras”. Agrega que “es una discusión legítima. Con estas 

dos pistas, modificando la ley de regalías y colocándola como valor de las ventas, y colocar 

un impuesto a las sobreganancias, nos permitiría tener eso que, sin duda, estamos 

necesitando en las actuales circunstancias”. 
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5.- Colombia (2022), en la exposición de motivos de la reforma tributaria se plantea como 

objeto avanzar fundamentalmente en dos dimensiones. Primero, en disminuir las exenciones 

inequitativas de las que gozan las personas naturales de más altos ingresos y algunas 

empresas, así como cerrar caminos para la evasión y la elusión tributaria. Segundo, en lograr 

la consecución suficiente de recursos para financiar el fortalecimiento del sistema de 

protección social. Lo anterior se alcanza a través de ajustes al sistema tributario, que permiten 

avanzar en materia de progresividad, equidad, justicia, simplicidad y eficiencia. Enfatiza que 

la reforma se centra en reducir sustancialmente las exenciones que existen en el régimen del 

impuesto de renta de personas naturales, y que benefician fundamentalmente a los 

contribuyentes de más altos ingresos. También contempla un tratamiento más equitativo 

entre los distintos tipos de rentas líquidas, en aras de lograr una mayor simplicidad del 

sistema, así como el establecimiento de un impuesto al patrimonio de la población más 

privilegiada. Estas medidas, junto con la eliminación de exenciones y descuentos que 

generan asimetrías injustificadas en sectores productivos, permite la consecución de más 

fuentes de ingresos para el gasto social, a través de disposiciones que propenden por una 

asignación más eficiente de los recursos económicos. Se precisa que las medidas de la 

reforma se orientan a la priorización que se hará de algunos sectores estratégicos como, por 

ejemplo, la educación, la salud, la protección del medio ambiente, la transición energética, el 

desarrollo productivo, y la economía popular.  

Aspectos contextuales de la reforma tributaria que consideramos importantes: 

1.- La necesidad de generar gobernanza. 

Para que exista buen gobierno en un país, debe construirse gobernanza, como articulación 

de todos los ciudadanos e instituciones para generar consenso y gobernabilidad. Este fue el 

objetivo del Acuerdo Nacional suscrito a comienzos de siglo.  Es clave la confianza, a la cual 

definiremos como la creencia de una persona de que otra persona o institución actuarán de 
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manera consistente con sus expectativas de comportamiento positivo; según la OCDE (2017), 

la confianza es uno de los fundamentos más importantes sobre los cuales se construye la 

legitimidad y la sostenibilidad del sistema político y es clave para garantizar el cumplimiento 

con las regulaciones y con el sistema tributario. La confianza en el Gobierno es esencial para 

la cohesión social y el bienestar, ya que afecta la capacidad del Gobierno para implementar 

reformas. En consecuencia, es necesaria para el funcionamiento justo y efectivo de las 

instituciones públicas, construir gobernanza. Existe un consenso en la literatura académica 

de que la confianza influye en la relación entre las personas y su Gobierno y ello tiene un 

impacto en los resultados de las políticas públicas. 

2.- Crecimiento económico y desigualdad. 

Es necesario tomar conciencia de que la desigualdad de ingresos puede tener un impacto 

negativo en el crecimiento económico y generar agitaciones sociales debido a las 

disparidades en el acceso a oportunidades económicas y servicios básicos, como la 

educación y la atención médica. Los Gobiernos pueden reducir la desigualdad de ingresos 

aplicando una política fiscal progresiva, luchando contra la captura de beneficios por parte de 

grupos de interés, colocando impuestos directos de acuerdo a la riqueza y las ganancias 

especulativas y redistribuyendo el ingreso a través de transferencias a los hogares más 

pobres, la mejora de la calidad de los servicios públicos, particularmente la sanidad, la salud, 

la educación. Sería importante revisar experiencias como las expuestas por Anu Partanen 

(2016), quien destaca la importancia de invertir en el bienestar de los ciudadanos y de buscar 

soluciones equitativas y colectivas para los desafíos sociales y económicos. 

3.- Indefinición de una política tributaria vinculada al desarrollo. 

El estado actual del sistema tributario es el resultado de la falta de definición de una política 

tributaria vinculada al desarrollo del país. O quizás la existencia de una política tributaria 

encubierta con objetivos que no favorecen a la equidad. La función redistributiva del sistema 

tributario debe ser cuidadosamente analizada, pues suele existir conflicto entre los objetivos 

de redistribuir y de recaudar con eficiencia. Nuestro país, constitucionalmente, se proclama 
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como una economía social de mercado. Es decir que no solo debe funcionar el mercado con 

sus requisitos: propiedad privada, libre acceso y salida del mercado, capitalización de 

utilidades, etc. Sino también el aspecto social: garantizar el acceso a servicios públicos de 

calidad, igualdad de oportunidades, posibilidades de mejorar la calidad de vida, etc. Una 

política tributaria puede ayudar a construir un país más equitativo y en desarrollo. 

Propuestas Específicas de esta Investigación 

Introducción 

La investigación desarrollada demuestra que la actual política tributaria no genera recursos 

que puedan ser orientados a mejorar la calidad de los servicios de educación y salud. En tal 

sentido, recomendamos las siguientes propuestas específicas, que se sustentan en los 

resultados y análisis de la presente investigación. Ver páginas 10, 32, 39. 

1.- En el Perú, el ‘gasto tributario’ constituido principalmente por exoneraciones y exenciones 

es alto (un tercio del monto presupuestal). En tal razón, recomendamos se desarrolle una 

política tributaria para poder financiar servicios educativos y de salud de calidad, para la 

población peruana. Al respecto, proponemos lo siguiente: 

• Los impuestos a la renta y al patrimonio deben cubrir todas las actividades 

económicas, sin exoneraciones, ni exenciones. En relación al impuesto a las personas 

jurídicas, se propone eliminar todos los incentivos y exoneraciones existentes (por 

ejemplo, a la reinversión de utilidades) y disminuir la tasa vigente. Tanto las utilidades 

no distribuidas como los dividendos estarían afectos.  

• La eliminación de las exoneraciones debería incluir a las que se otorgan a las 

empresas ubicadas en zonas de selva y frontera, reemplazando este subsidio 

tributario por beneficios como la provisión de servicios públicos (energía, agua, 

infraestructura vial), acceso a crédito para capital de trabajo, y el aumento del gasto 

público en dichas zonas. 
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• Para proteger a los trabajadores de ingresos bajos (entre ellos a los 

pensionistas), se debe establecer el ingreso mínimo no gravable, por lo que cualquier 

otra exoneración seria redundante. Debe tenerse en cuenta que lo que se propone 

eliminar son las exoneraciones, no las deducciones para determinar la renta 

imponible, que deben ser las usuales (cargas de familia y gastos médicos). Ver 

páginas 49, 53, 116, 124. 

2.- Como en el caso de otros países, por ejemplo, Estados Unidos y los países nórdicos, el 

financiamiento del presupuesto se basa en una política tributaria centrada en impuestos que 

gravan principalmente los ingresos y la renta, y también las sobreganancias. Los impuestos 

al consumo son menores en la medida que se considera que gravan principalmente a la clase 

media y la población pobre. En tal sentido, proponemos lo siguiente:   

• Se debería establecer un impuesto al patrimonio de la población más privilegiada, 

aumentando los impuestos del 1 por ciento más ricos y adoptando otras políticas que 

morigeren la concentración de riqueza, principalmente, por sobreganancias. 

• El impuesto general a las ventas debe gravarse con una tasa única de 12 % a los 

bienes y servicios domésticos e importados. Debe ser de aplicación general, lo cual 

permitirá integrar a todos los bienes y servicios al sistema del crédito fiscal.  

• En el caso de los impuestos selectivos, es necesario primero, maximizar su potencial 

recaudatorio, y utilizar la recaudación en una política general, que busca corregir 

externalidades negativas, como el consumo excesivo de bebidas azucaradas, alcohol, 

tabaco o la contaminación por combustibles fósiles. 

• El impuesto a las importaciones o aranceles a las importaciones se 

debe aplicar con dos objetivos generales: proteger la producción nacional y recaudar. 

En un mundo que se desglobaliza y compite digitalmente, los países más grandes 

protegen su producción y consumo nacional a través de una política arancelaria. Ver 

páginas 128, 129, 130, 117, 72, 66, 47. 
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3.- En situaciones imprevistas, algunas personas y empresas pueden generar 

sobreganancias, es decir ganancias altas que son mayores a las usualmente esperadas. Para 

estos casos, proponemos lo siguiente: 

• Podría también adoptarse un impuesto temporal a las grandes riquezas. Una 

contribución especial, por un año, para las personas que tengan una riqueza 

superior a un millón de dólares.  Una tasa de 1 por ciento sobre el primer millón de 

dólares y de 1,5 por ciento por encima de dicho monto. 

• Debería examinarse la conveniencia de mayores impuestos al sector minero, bajo 

condiciones que el FMI ha propuesto y que consisten en una combinación de elevar 

las tasas de las regalías, el impuesto especial a la minería y a los dividendos o 

utilidades distribuidas por las empresas a sus accionistas (impuesto que tiene la 

ventaja de incentivar la reinversión). 

• Otra alternativa sería aplicarle un royalty a la tributación minera, es 

decir, contar con una mayor contribución tributaria de la minería para atender las 

necesidades del país. También revisar la regalía minera, que debería ser sobre el 

valor de la producción o de las ventas. Implica modificar la regalía actual y aplicar 

necesariamente un impuesto a las sobreganancias mineras. Ver páginas 119, 120, 

121, 134. 

4.- Es necesario dar celeridad a los procesos de combate a la corrupción en el campo 

tributario. Se propone lo siguiente: 

• Se debe mejorar el sistema judicial para atender en materia tributaria los asuntos que 

vienen por la vía contenciosa administrativa. Por ejemplo, establecer procesos 

sumarios que habiliten resolver los litigios en un plazo de tres a seis meses. 

• También debe desplegarse una política de combate a la corrupción, haciendo que las 

conductas de los servidores públicos estén fiscalizadas por los ciudadanos y que las 

penas consideradas en nuestro sistema punitivo se cumplan. Se debe efectuar un 
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control mayor y elevar las sanciones (incluso penales) para combatir frontalmente la 

evasión y la elusión tributaria. 

• Estas acciones deben fortalecer los ingresos públicos, pero para dar 

viabilidad al desarrollo también es necesario tener disciplina fiscal y revisar el gasto 

público. Ver páginas 124, 133, 126. 
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Anexo 01 - Matriz de Operacionalización de las Variables 
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Anexo 02 - Matriz de Consistencia 
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Anexo 03 - Instrumento de Recojo de Datos 

 

 INDICACIONES: 

➢ Primera columna, indicar autor, año y título, del texto tomado como fuente o referencia. 

➢ Segunda columna, se transcribe el texto tomado o se hacen los comentarios sobre el 

texto. 

➢ La tercera columna considera las observaciones que se consideren pertinentes para 

mejorar la comprensión de la cita o texto. 
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